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INTRODUCCIÓN 

. . . 
En México, el concepto de la delincuencia organizada . se . introdujo· 

legalmente en el. año de19g3 con la reforma al articulo 16, párrafo séptimo, .de I~ 
Constitución de. los Estados Únidos Mexicanos, posteriormente ~¡ 1~ de febrero · 

de1994 entran en vigor las reformas al Código Penal f'~deral Y'~ lo~ Códigos d~ • ·.· 
Procedimientos. Penáles, Federal y del Distriio Federai: e~ los qu~ t~r:iblén se < • 

hace mención a la delincúencia. organizada. 
~/{~-, 

En nu~stro pali, IÍa~t~ ahora, la _luch'~ centra fa d~ii~~li~~c:i~ ºf~~ni~ada h~ • :. ' ;• 

sido . dispersa: . exi~te una pollti~ crimin:al ~arf enfren~ari~/.teii~rn§~ 'un háb~~s, •.. i ; • 

normativo amplió, inclusive tenemos leyes qúe\;e prom"ulgarÓri y ríünca más se .ha . • ..• + 
' '• . . ·- • . - . ' .... . • . . • - •• - • ' • ···' .,, __ ·1· •'' . - • ,_'.:-~:<:.·3:-_:1 

· sabldode ellas; "y erieste'trabá]o hago referencia a ella, son letrá muerta.·· 
-· ' - • 'r"::,. •i,•!·:.·· •' • • 

.. -. ;:_-:,:.-'·' '<'<::: 
•;•,.:,"/'o\ 

Hatiila ~ue•pr;bcupa~se de las instituciones encargadas del combate·a la. 

delincuerici~ organizada, por que padecen problemas Identificados con la falta de. 
. . ' / .- . -- ~- . 

especialización y. de prcifesionalización del personal, de coordinación, en sus tres 

niveles de gobÍerni:l, por lo que la impunidad, la corrupción, y todo tipo de delitos 

.. florecén sin freno ... 

Es claro que México y el mundo entero se enfrentan a una delincuencia 

que menoscaba la seguridad, corrompe, se apropia de espacios, del poder 

politice, financiero, tan grande es su poder y su penetración. 

La intención de este trabajo, es demostrar, mediante el análisis sistemático 

y critico; que la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, trasgrede el 

orden juridico establecido, de tradición humanista, imponiendo una ley especial, 

oscura, conculcadora de garantias, y de principios rectores del sistema juridico 

mexicano. 

Por lo que no necesitamos buscar nuevos caminos; el marco jurldico 



existe, sólo. es necesario adecuarlo, a los tiempos que vivimos, para que permita 

la consolidación de un régini~n jurldico que logre la convivencia social, regido 

plenamente por el derecho·, dondé la ley se aplique sin distinción y sea la viá para 

la solución de los conflictos, 
. '~-'. 

-. ~e:: 

- --- Lá éstrate~i~/~n-; consecuencia es impulsar reformas a los códigos 

sustantiv~s y (adj~tivok locales y federales en materia penal, alentar la 

reestructuráción ~,';fortalecimiento de las instituciones responsables de procurar 
,,. .,:.· ::>·~. ·.- _¿ - ' • ' 

seguridad y justicia: ••. ·· . 
.:. ' .. · . " ,.., ~ --- ' -

-·<>:~:::_·--.).:<.,_ .·:<---
. ·. . P~r~ 10° c'ual examinaré brevemente algunos aspectos generales sobre la 

'deiincu~ncla ~rganlz~ét~. el entorno jurídico, político y social, que vio nacer, a esta 
,,. ....... -) · .. 

ley, 'sus antecedentes; así como examinar las figuras típicas contempladas en el 

o~d~n~~-ient;· que se estudia, poniendo énfasis, en aquellas que vician alguna 

'dis~osició~ o principio jurídico contemplado en nuestro sistema penal. Comprende 

· t~mbién el análisis de la exposición de motivos. 

El. presente trabajo consta de cuatro capítulos. El primero, contiene el 

marco jurídico que existía al momento de expedirse la ley en cuestión, así como el 

proyecto de ley , que antecedió a la ley que analizamos, y que refleja el entorno 

social, jurldico y polltico que privaba al momento de expedirse la ley; El segundo , 

nos habla de la figura del narcotráfico en torno a la cual gira la ley, y sus figuras 

afines; el tercer capitulo, contiene ya el análisis de la legislación en concreto; el 

. úllil11o sé refiere a las figuras suprimidas de la iniciativa y la reflexión acerca de la 

derogación de la ley. 
--'-.-.--

o~hfdo a que el trabajo que sustento, pretende hacer un análisis critico de 

· ·. la . legislación sobre la delincuencia organizada, es probable que contenga 

conceptos y juicios que evidencien mi inmaduras jurídica, lo cual es producto del 

· tratar de ser objetivo. 
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CAPITULO PRIMERO 

MARCO JURiDICO. 

Los órganos del gobierno que tienen la responsabilidad principal de combatir 

el problema de la delincuencia organizada deben realizar sus funciones con estricto 

apego a la ley, Dada la naturaleza dinámica del fenómeno, la actualización de la 

legislación constituye una necesidad y una estrategia fundamental para hacer más · 

eficiente el combate a la misma. 

La actualización del marco legal permite que las accionl:ls de procuración de 

justicia sean más contundentes. Por ello, el gobierno de México ha actualizado su 

legislación penal y financiera. 

En México, como es sabido, el concepto de delincuencia organizada se 

introdujo legalmente en el año de 1993 con la reforma qlle la Constitución 

experimentó en su articulo 16, al disponer en el párrafo séptimo que el plazo de la 

retención de cuarenta y ocho horas, para los casos de flagrancia y urgencia, podrá 

duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada. 

A ra iz de la reforma constitucional, el 1 º de febrero de 1994 entró en vigor las 

reformas que se hicieron al Código Penal Federal y a los Códigos de Procedimientos 

Penales, Federal y del Distrito Federal, en los que también se hace mención de !a 

delincuencia organizada. En el Código Penal el problema de la delincuencia 

organizada se vincula directamente al del narcotráfico, estableciéndose una 

penalidad de 20 a 40 años de prisión y de quinientos a diez mil días multa, además 

de decomiso, "a quien por si, a través de tercero o a nombre de otros, dirija, 

administre o supervise cualquier tipo de asociación delictuosa constituida con el 

propósito de practicar o que practique cualquiera de las actividades a que se refiere 

este capitulo" (articulo 196 bis, actualmente derogado). Se prevé, asimismo, una 

penalidad menor ,hasta una mitad, para quienes no tienen facultades de decisión 

pero de alguna manera colaboran en dichas organizaciones, o una penalidad 



accesoria (destitudón e Inhabilitación) si el delito es cometido por servidor público de 

alguna corporación policiaca o por un miembro de las fuerzas armadas mexicanas. 

l. CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Parte del esfuerzo en el combate a la delincuencia y a la impunidad, ha sido la 

reforma constante, modernización y mejoramiento de la legislación penal federal 

mexicana. En este contexto, según la exposición de motivos 1 se remitieron al 

Congreso de la Unión a fines de 1997, diversas iniciativas de trascendental 

importancia Jurídica y social en la lucha contra la delincuencia. 

Iniciativa de reformas a los artículos 16 y 19 constitucionales. 

El objetivo de la iniciativa es flexibilizar los requisitos para obtener una orden 

de aprehensión y con ello evitar que la actividad del Ministerio Público y del Juez, 

durante la fase de preinstrucción (antes del proceso penal), sea una verdadera etapa 

de instrucción, es decir, un juicio sumario. 

Se propone que para obtener el libramiento de una orden de aprehensión sea 

suficiente acreditar la existencia del cuerpo del delito, asl como la probable 

responsabilidad del Indiciado. 

Con la reforma se busca conservar plenamente el equilibrio entre la acción 

persecutoria de un delito y los derechos de los gobernados y hacer más eficiente la 

'_actuaéión de los órganos de procuración de justicia. 

Razones muy cuestionables como veremos más adelante 

1 Exposición de Moti\.'os para rctbrmar los aniculos 16, IQ, 20, 22 y 123 Constitucionales Biblioteca del 
Conyrcso de la Unión. Mé).ico. 
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Reforma al articulo 16 constitucional. 

"No podrá librarse orden de aprehensión sino poi la autoridad judicial y sin que p;eceda denuncia 

o querella de un hecho que la ley señale como deliío; sandionado duando mérios con p~na privativa 

de libertad y existan datos que acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la responsabilidad 

del indiciado." 

Reforma al artículo 19 constitucional. 

"Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a 
partir de que el Indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un auto de 
formal prisión en el que se expresarán: el delito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y 
circunstancias de ejecución, así como los datos que arroje la averiguación previa, íos que 
deberán ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer probable Ja responsabilidad 
del Indiciado. 

Este plazo podrá prorrogarse únicamente a petición del Indiciado, en la forma que 
señale la ley. La prolongación de la detención an su perjuicio será sancionada por la ley penal. 
La autoridad responsable del establecimiento en el que encuentre internado el indiciado, que 
dentro del plazo antes señalado no reciba copia autorizada del auto de formal prisión o de la 
solicitud de prórroga, deberá llamar la atención del juez sobre dicho particular en el acto 
mismo de concluir el plazo y, si no recibe la constancia mencionada dentro de las tres horas 
siguientes, pondrá al indiciado en libertad." 

Reforma al articulo 22 constitucional. 

"Los métodos que emplea la delincuencia para evadir cualquier acción que pretenda el 
decomiso de los bienes instrumento, objeto o producto de sus delitos, son cada vez más 
sofisticados. 

Actualmente, los bienes sobre los que consta su procedencia ilícita, pueden llegar a 
legitimarse si ocurren circunstancias extraordinarias. como la muerte del inculpado 

Con la reforma se propone la aplicación a favor del Estado, decretada por la autoridad 
judicial, de los bienes Instrumento, objeto o producto de delitos de delincuencia organizada, 
cuando existe una resolución que ponga fin a la Investigación o proceso penal. en la cuaí no 
hubiere pronunciado sobre dichos bienes: 

Es de señalarse que la figura propuesta no es una pena sino una acción del 

Estado para que, ya demostrada la causa-efecto entre el bien y el cuerpo del delito, 

se transfiera su propiedad en beneficio de la colectividad. 



Reforma al articuló 123 apartado B, fracción XIII, constitucional (destitución de 

los malos elementos de las corporaciones policiacas). 

En é1_ proceso de depuración de las instituciones de seguridad pública, un 

paso, Indispensable es la 'destitución de aquellos elementos que no se desempeñen 

de, acuerdo .. con -los principios que la Constitución establece: legalidad, eficiencia, 

profesionalismo y honradez . 

. . r , 

. Lo anterlor resulta en ocasiones dificil frente al derecho de permanencia en el 

cargo del .~ue pueden gozar los miembros de las distintas corporaciones policíacas, 

ell virt~d de lo dispuesto en las leyes que les son aplicables. 

El mayor problema es que al modificar las normas relevantes para dotar de un 

marco· jurídico al proceso de depuración, la aplicación de las nuevas normas es 

atacada por vía de amparo por considerarse retroactiva, violatoria de garantías 

individuales o de derechos adquiridos, o por meras formalidades o tecnicismos 

legales. 

En ese contexto, la iniciativa propone un marco constitucional que pennfta 

contar con mecanismos para remover a los servidores públicos que no cumplan con 

los requisitos que, de acuerdo con las leyes vigentes en el momento de la remo'cíón 

deban_ cumplirse, para permanecer en el cargo. En el caso de una destitución 

injustifiCéld-a, sólo procederá una-Indemnización pecuniaria, pero no la reinstalación. 

Xlll. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, et Ministerio Publico y los 
miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes. 

Los miembros de las instituciones policiales de los municipios, y entidades federativas, 
del Distrito Federal, asl como de la Federación, podrán ser removidos de su cargo si 
no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento de su remoción 
señalen para permanecer en dichas Instituciones, sin que proceda su relnstalaclón o 
restitución, cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combatir fa 
remoción y, en su cuso, sólo proccdcni la indemnización. La remoción de los 
demás servidores publicas a que se refiere la presente fracción, se regirá por lo que 
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dispongan tos preceptos legales aplicables.' 

11. LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA. 

En noviembre de 1996 el Congreso aprobó la Ley Federal Contra la 

Delincuencia Organizada, que proporclona(según la exposición de motivos) a l~s 
autoridades una herramienta para combatir con eficacia a · las organizaciones 

criminales vinculadas al narcotráfico y a los delitos relacionados con éste tipo penal. 

La Ley Incluye, en términos generales los siguientes Instrumentos: 

• Delincuencia organizada como delito. 
• Creación de la Unidad Especializada en Delincuencia Organizada, dentro 

de la estructura orgánica de la Procuradurfa General de la República. 
• Infiltración de agentes. 
• Arraigo. 
• Reserva de las actuaciones en la averiguación previa. 
• Cateas. 
• Intervención de comunicaciones privadas. 
• Aseguramiento de bienes de procedencia illcita. 
• Protección de personas (jueces, peritos, testigos, victimas). 
• Colaboración de miembros de la delincuencia organizada en la 

Investigación y persecución de otros miembros de la misma. 

A cuatro años de su expedición por el Poder Legislativo Federal en México, 

después de una intensa discusión en el ámbito jurldico, esta norma jurldica se ha 

querido convertir en un instrumento para la lucha contra el narcotráfico, como se verá 

más adelante. 

Cabe mencionar que por lo que se refiere al delito de operaciones con recursos 

de procedencia ilfcita (lavado de dinero), esta ley dispone que las investigaciones 

sobre actividades de miembros de la delincuencia organizada relacionadas con el 

referido delito, deberán llevarse a cabo por el Ministerio Público de la Federación en 

coordinación con ta Secretarla de Hacienda y Crédito Público. 



. . 
. ' : ," 

Es conveniente resa'ltar • qu~ · la . inlciaÍiva2 · que se 

plantearon para legislar e~ ma.tei1a ele crimen organizado; Íos cu~l~s fueron: 

A) Incluir las adecuaciones que se i:onsideren pertinentes en el Código Penal, 

aumentando los supuestos tipicos ·o lncrem~nta~do iat~únlbilidades; y ·en el 

Código Federal de Procedimientos Penales, establecle~dó~.ci~rtos m~canlsmos 
procesales que posibiliten la Investigación de los delitos, o•. _ - . . . . . 

b) Dar origen a una Ley especial, en la. que.· n~ . s~I{ se
0 

Pfe~ean - aspectos 

sustantivos, sino particularmente cuestiones ; procésalesi ·- además de otros 

diversos aspectos de una poiltlca integral de iu.éha,'~6~Íra ~,·crimen organizado, 

· entre los. que se Incluyen cuestlon~s de prevenciÓri i9enefai y. de ;¡Írevención 
··. ·:_, '.<·,· ':·.;:,~:.>~_:-,v·>···-··¡.,--_,, :-

especial. · :1 - ;. 

-~- .? ~:~:-:'.e~-( , ... 

y agrega, que en torno a cada uno de estos camino~ exi¡t~~'oplniones a favor 

y en contra. Incluso durante el proceso de dlvulgación;Y'cie' análisis previo del 

anteproyecto, se recibieron opiniones en ambos sentidos, sin faltar por supuesto las 

que se oponlan a toda regulación. Sin duda, cada una de las alternativas tiene 

ventajas y desventajas, pero del análisis de ellos se concluyó que lo más 

conveniente, para una lucha más eficaz contra el crimen organizado, es la creación 

de un todo normativo especifico para esta materia, que establezca estrategias 

politice criminales especificas, como ya lo han hecho varios paises del mundo, lo 

cual es discutible. 

Es incuestionable el hecho de que el problema actual del crimen organizado 

en el que sobresale el narcotráfico, sea un problema particularmente grave que no 

sólo tiene que ver estrictamente con la salud de los mexicanos, sino incluso con la 

propia soberanla y seguridad de la nación, por lo que merece una atención especial, 

por lo que se contemplan no sólo los aspectos eminentemente represivos de los 

medios de control, sino también, y sobre todo, los preventivos, que se deben lograr a 

través de la actividad coordinada de las diversas dependencias y sectores 

' EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA. 
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Involucrados. De ahl que el EjecuÍivo .. Féderal y legisladores· del Congreso• de la 

.. Unión creyeran justificablé la creación de ' lln~ . ·.ley especial >~~~ir~ <el ~rimen 
organizado,· que contuviera. toda una polltÍca·· del E~taci()· Meii~anCl:Íié~te'a este 

desafiante fenómeno. 

Cuestiones que de manera lógica, jurldica y natural, analizaremos en los 

capitules siguientes, procurando hacerlo objetivamente. 

111. LEY GENERAL QUE ESTABLECE LAS BASES DE COORDINACIÓN 
DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 

Es menester hacer notar, que, a continuación, trascribiré la exposición de 

motivos de la iniciativa de la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 

presentada, por el Secretario de Gobernación, Emilio Chuayffet Chemor a la Cámara 

de Senadores, el dla 3 de Octubre de 1995. Y que posteriormente, el 21 de 

Noviembre del mismo año, fue publicada, con el nombre de: Ley General Que 

Establece Las Bases De Coordinación Del Sistema Nacional De Seguridad Pública. 

Y lo hago con la finalidad de, que se den cuenta del entorno jurldlco y politice, 

que se manejaba en esos días, ya que esta ley formó parte del famoso Plan Nacional 

de Seguridad Pública, de tristes recuerdos, todo ello dentro del Plan Nacional de 

Desarrollo 1995-2000 guía del gobierno del Presidente Ernesto Zedilla, quien 

• pro~ilvióc I~ ~Ley ·Federal contra la Delincuencia Organizada, teniendo referencia 

.. dlchbs planes. Y que a la leÍra decla: 

'La .reforma a los articules 21 y 73 fracción XXIII de nuestra Ley Fundamental, 

publicada en. el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1994, recoge los 

principios que dan· cause y sustento jurídico a la coordinación en materia de 

01blioteca del Congreso de la Unión. México 



seguridad pública y ~rdena q~~una ley. fije las bases sobre las cuales deberán 

actuar los tres órdenes de g~blerrio", 

"Con e~ta reforma cÓnstituCional se dio un• 1mport~nte '~as~.• ~I · establecer 
- . -: :. _. · .. _·:.:.~~::-·'-~-~-~-::;¡..::.~.-~_.:· . .- ':'::;._,.,_·· ;C 

fundamentos jurldicos claros, para aplicar en todo. el. pals ui:i~;Polltlca, nacional de 

seguridad pública, que de manera Integral combata frontal y);lstemétiéamente Ja 

delincuencia, e Intente responder adecuadamente a ·úri~:¡j~':i~s :més. sentidas 
demandas sociales". •.•;J;,,i •:y: , · 

. '-·.;, '~ "· ~,. 

"Estos principios adquieren un valor lnapreclabl~/yfq~~\al ser é1e~adós a .-. . ~ . . ., .. , .. ; , ·: "' 

rango constitucional, traducen los más altos intereses de la' NéÍCÍón 'convertidos en 

mandamiento normativo. La Constitución es el ordenamiento ~upr~f11o que da 

soporte al estado de derecho bajo el cual los mexicanos queremos a;eguiar Una 

convivencia civilizada, armónica y pacifica; un Estado que haga de la norma jurldlca 

el soporte de la cohesión social y de la suma de nuestros esfuerzos". 

"El nuevo modelo de seguridad pública habrá de entenderse como una función 

del Estado, pero no debe de ser solamente identificado con el ejercicio de gobierno, 

sino que busca también involucrar la plena y conciente participación de la sociedad". 

"Asl, no estamos sólo en presencia de un diferente modelo de instrumentos 

para la seguridad pública, sino de la construcción de una nueva cultura de la 

seguridad pública en México". 

La seguridad pública en el Plan Nacional de Desarrollo: 

"El Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 recoge la preocupación por la 

creciente inseguridad en la vida cotidiana. A diario se cometen actos illcitos que 

perturban la paz y la tranquilidad sociales, afectan el bienestar, la seguridad y el 

patrimonio de las famlllas y en no pocas ocasiones lesionan irreparablemente la 

integridad flsica e Incluso la vida de muchos mexicanos. Cuando estos delitos no se 

resuelven conforme a la ley, se quebranta seriamente el Estado de Derecho'. 
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. ~ ,, "' "- .. :, -

"La ciudadanía ha puesto de relieve su p~rítci de vlsia ·a~rca de las carencias 

de ética, métodos y compromisos que acusan· algunos d~· Ío~ ;esponsables de Ja 

seguridad pública en México. El Plan Nacional dé De~~rrbiio reconoce esas 

deficiencias, pero también admite la escasa remuneració~ 
0

para un. trabajo. que 

Implica un alto grado de riesgo y propone ocuparse de manera preponderante a su 

solución". 

"En este contexto, la sociedad demanda mayor e~ca.cla eri la lucha contra la 

delincuencia organizada, mediante la completa profesionálizadól1 · poÍicfal y Ja 

adecuada coordinación entre los niveles de gob1~~11~;::a~f•como una amplla y 

permanente revisión del marco legal y de las dispo~J~lo~~~ a'ci~.l~l~Ír~ti~as ;elativas a 
la materia". ..';' ';'?'' ' ?': . "' ·'• · .. 

-... -~·· . '. :,:: <' -.; .. ~,~-; '. '~.: ,. ;.'.;· _(· 
"El reclamo social• de .segurl~~d :;9,~ícii~··e~~~ti~~i:o~(dias, ·representa un 

compromiso . para el. gobierno, que se asiJníe • primero cónio' una propuesta de 

~decl!ación a las nor;,,as jurídicas, en las que converjan Jás aspiraciones de los 

.• · se~tbre~ públic~i~oci~I y privado". 

"El Plan Nacional de Desarrollo propuso una iniciativa de ley que creara las 

condiciones legales, institucionales, administrativas y de conducta policial, en el 

marco de un gran esfuerzo, no sólo para Ja prevención de delitos, sino principalmente 

para la reestructuración a fondo del sistema de seguridad pública. En la presente 

iniciativa se comprende una estrategia para proteger a los individuos y a la sociedad, 

enfrentar decididamente la delincuencia y preservar el orden público; para aplicar 

dicha estrategia con éxito, es necesario administrar de manera ordenada y 

transparente las instituciones de seguridad pública y los recursos con que cuentan. 

Su referencia son los objetivos de las reformas constitucionales mencionadas y una 

política nacional que conciba a la seguridad pública como una función de servicio de 

quienes la ejerzan, en favor de Ja sociedad". 

La coordinación y el federalismo 
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A través de la eoordinación entre la federación, el Distrito Federal, los 

Estados y los Municipios y con absoluto respeto a su competencia, soberanía y 

autonomía, se deben establecer las bases para consolidar un Sistema Nacional que 

satisfaga estándares de calidad en el servicio de la seguridad pública. De esta forma 

se dará cuerpo a los principios fundamentales previstos ya en la Carta Magna. El 

Sistema Nacional de Seguridad Pública tiene explfcita la coordinación que debe 

prevalecer para mejorar la labor de las policlas del pais, mediante su formación 

profesional, y para establecer como elemento indispensable la sistematización de 

toda la información relativa a la seguridad pública. 

Para garantizar la seguridad y la tranquilidad de la población ante la creciente 

capacidad organizativa y movilidad de la delincuencia, resulta imperativo que los tres 

órdenes de gobierno participen coordinadamente en la realización de este deber 

común. Por eso la coordinación debe entenderse como la armenia en el ejercicio de 

las facultades que tienen ya asignadas en la materia, asl como en las acciones de 

todas las entidades constitucionales de gobierno. 

La nueva visión del federalismo surge del reconocimiento y respeto de la 

autonomla de las comunidades pollticas, a fin de articular en forma coherente y 

respetuosa la soberanía de los estados y la libertad de los municipios, COI\ las 

facultades constitucionales propias del Gobierno Federal. El federalismo en este 

sentido genera las condiciones institucionales para atender de manera especifica los 

problemas que trascienden los ámbitos locales al convertirse en fenómenos 

nacionales. 

Es por eso que una base fundamental de la coordinación en esta materia, 

deben ser los principios que configuren las formas jurídicas a través de las cuales la 

Federación, el Distrito Federal, los Estados y Municipios se obliguen directamente 

respecto de las determinaciones que se tomen en el seno de las instancias. de 

coordinación o, indirectamente. por medio de compromisos para aceptar acciones y 

medidas o la homologación de funciones y normas, a través de los convenios 

generales y específicos que celebren las partes integrantes del Sistema Nacional. 
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As!, la coordinación nacional en materia de seguridad pública se Inserta en 

este nuevo enfoque que integra funcionalmente los diversos ámbitos de comp~tencia 
e Induce la participación social. Con esto se fortalecen los canales de. ealaboráción 

concurrente entre las Instancias y mecanismos de autoridad, generando la 

corresponsabilidad necesaria para atender un problema de dimensión nacional. 

El municipio, como la expresión de gobierno más próxima a los Intereses de la 

··comunidad, también tiene un papel fundamental en este nuevo esquema, pues una 

de sus principales atribuciones es la de prestar el servicio de seguridad pública para ' 

procurar que el desarrollo de la vida comunitaria transcurra dentro de los cauces del 

Estado de Derecho. La reforma de diciembre pasado, as! como la presente iniciativa, 

no vulneran esa atribución municipal consignada en el articulo 115 constitucional, 

sino que ahora extienden la función hacia las demás entidades componentes del 

Estado Mexicano. 

El concepto de la seguridad pública y sus fines 

En esta iniciativa se concibe a la seguridad pública no sólo como una función 

que comprende las actividades ejecutivas de prevención, sino también las acciones 

sustantivas de investigación y persecución para que los delincuentes ~ean 

enjuiciados, sancionados y readaptados conforme a las leyes. 

Esta proposición define a la seguridad pública como todas aquellas 

actividades encaminadas a prevenir y disminuir las infracciones y delitos, asl como 

las acciones que realiza el Ministerio Público a través de la procuración de justicia, 

las autoridades administrativas responsables de la readaptación social del 

delincuente y la adaptación del menor infractor; asimismo la labor de las instituciones 

encargadas de la protección de instalaciones y servicios estratégicos del país y, en 

general, todas las que realicen directa o indirectamente, las dependencias y 

entidades que deban contribuir a los fines de la seguridad pública en México. 

Este concepto de la seguridad pública en sentido integral, viene de la 
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verdadera exégesis y alcance que la reforma que el articulo 21 constitucional quiso 

darle al considerarla como función estatal, cuya responsabilidad es de la Federación, 

de las entidades federativas, del Distrito Federal y, además, de los municipios. 

La reforma del articulo 21 constitucional elevó el concepto y la atribución de 

esta función a todo el Estado Mexicano, para enmarcarla con un contenido propio de 

mayor comprensión lógica y juridica del que la reforma constitucional vigente desde 

1983 dada al articulo 115, habla concebido como seguridad pública municipal; este 

anterior concepto tiene un sentido más estricto, pues en aquel año la intención fue · 

distribuir competencias e integrarle un ámbito de servicios públicos, exclusivos a los 

ayuntamientos mexicanos, frente al amplio espacio de atribuciones que, por falta de 

regulación, tenian las entidades federativas. 

El concepto de seguridad pública derivado del articulo 115, nos remite a la 

tradicional y hasta secular función de vigilancia preventiva, que se realiza por medio 

de las policías municipales para prevenir infracciones a los reglamentos de buen 

gobierno y de poiicia, tiene su antecedente histórico en las viejas ordenanzas de la 

época colonial que sustentaban la actuación de aquellos vigilantes nocturnos o ;.; 

"serenos" y las de los alguaciles que velaban por su exacto cumplimiento y contaban 

para ello con la colaboración de los vecinos. Eran entonces, como ahora, las reglas 

de comportamiento de los ciudadanos y de la población en general, en vias públicas, 

en calles, plazas, caminos y lugares de concurrencia. 

Hoy en dia el articulo 21 constitucional extiende y comprende con mayor 

amplitud la función de seguridad pública, como algo que va más allá del concepto de 

servicio municipal, pues rebasa el alcance de prevención a cargo de la policía 

uniformada e incluye en aquella a las diversas autoridades constitucionales de toda 

la organización estatal mexicana, que en un esfuerzo común pretenden hacer 

realidad la preservación de las libertades del orden público y la paz de la sociedad, 

en un sentido amplio. 

Es acertado decir que la institución del ministerio público, cuando persigue los 
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delitos ya cometidos, por medio de la investigación de la policía jucli~lal y íÚego, al 

ejercitar la acción penal, lo que busca es que aquellos se ~sUguen ie~~lme~te, que 

se sancionen conforme al código penal con todas las formalidádes l~gaÍes, porque 
' •.• - ,--- '! -. .. - ,' ' 

con esto, finalmente, contribuirá al mismo fin de garantizar el 'ó'rden Jurídico y, por 

ende, la paz pública. 

;;~-~ ·, . 

El concepto jurldico construido en la iniciativa, c. qu~· recoge · liis ídeas de 

muchos juristas y legisladores, permite ·afirmar que la 1~p(irt~'ntrsi¡¡;~ tarea de las 

autoridades judiciales, cuando conocen y determinan . I~ ·· ~ii~'~dón' Jurídica ·de los · 

enjuiciados y los sancionan, restituyen el orden jurídico y con ello, Innegablemente 

obsequian las finalidades de preservar la paz social. 

Debe reconocerse igualmente, con la misma linea de pensamiento lógico y 

jurídico, que la actuación de las autoridades encargadas de la ejecución de las 

penas, lo que Intenta es que quienes hayan cometido ilícitos criminales, se readapten 

para que no los vuelvan a cometer, y que con esta función imprescindible colaboran 

para asegurar el orden y la tranquilidad social. 

Podemos entender asimismo que cualquier otra acción, programa o política 

que realice alguna autoridad de salud, de educación, o de protección del mjldio 

ambiente, por ejemplo, pretende capacitar, desarrollar y formar a una sociedad 

imbuida de valores culturales y clvicos que induzcan una conducta colectiva y una 

actitud de respeto a la legalidad predispuesta hacia la solidaridad social, lo que 

indudablemente se traduce en una contribución a la preservación del orden público y 

la paz de la sociedad. 

Por eso, la función de seguridad pública estatal se concibe con un sentido 

preciso que la entiende como la materia de prevenir y perseguir delitos, pero también 

con un sentido lato, la de comprender al resto de las acciones que de una manera 

conjunta confluyen a las finalidades superiores de sus objetivos. 

La iniciativa propone que se reconozca asi la interprelación auténtica de un 
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nuevo. concepto C:onstit~cional de la función estatal de la seguridad pública, por las 

razones expue~tas ~ntes y, principalmente, porque concebirlo asl permitirá 

aprovech~r toda 'su utilidad jurldica para c~nstruir y operar con eficacia el Sistema 

Nacional de Seguridad Pública. 

ródosestos conceptos' explican por 'si los textos de los aruculos del proyecto 
. . 
de ley que define al Sistema Nacional por sus elementos integrados y por sus 

objetivos y fines. 

Es asl, como una conclusión, que se ha estructurado el concepto de la 

seguridad pública con dos ejercicios metodológicos: primero por sus acciones y 

segundo por sus conductos; aquellas son las partes funcionales que componen la 

seguridad pública, y éstas las autoridades a través de las cuales se realiza y 

complementa la función. 

Con la iniciativa de ley que se presenta a la soberanla del Congreso de la 

Unión, se busca la consecución del bienestar social a través de la protección de los 

derechos y bienes del individuo y la preservación de los más altos valores de la socle 

dad, que son, en última instancia, los de la justicia. 

Objeto de esta Iniciativa 

·La fracción XXIII del articulo 73 constitucional permite que el Congreso de la 

Unión dicte la ley que establezca las bases de coordinación para el Sistema Nacional 

· · de Seguridad Pública. Por otra parte, el articulo 21 Constitucional dispone que los 

• . ;:>tres ·órd~nes constitucionales del Estado se coordinen para establecer ese Sistema 

·< · N·~cional. Luego entonces, esos términos deben ser precisamente las bases que 

digan cómo se va a operar la coordinación nacional. 

Esas bases deben ser las fundamentales para que el sistema se constituya y 

funcione. Por lo tanto, tales bases de coordinación necesariamente deben ser. 
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· a) La definicló~ de las acciones y objetivos de .la seguridad pública;· 

b) ·· Los elementos que Integrarán el Sistema Nacional~ 

c) Las materias que serán al objeto de la coordinación; 

d) Los Instrumentos del Sistema que la ley propone; 

e) Las Instancias de coordinación; 

f) Las fórmulas juridicas para tomar las decisiones; y 

g) Finalmente, los mecanismos que auspicien la participación de la sociedad. 

Los anteriores contenidos son los limites materiales que puede tener esta ley, 

pero existen otras limitaciones en su alcance formal que conviene exponer, para su 

mejor interpretación. 

Las reformas a los articules 21 y 73 invocados devienen en diferentes 

mandatos. El primero expresa una nueva definición de esa función estatal; manda 

que las diversas entidades constitucionales se coordinen, lo que implica una 

concurrencia y coincidencia de competencias; y establece los principios juridicos y 

morales de actuación de todos los agentes policiacos del pais. 

Por su parte el articulo 73, como se dice, autoriza al Congreso de la U¡iión 

para expedir una ley que establezca las bases de coordinación al Sistema Nacional y 

para que expida otras leyes que provean a la organización y el funcionamiento de las 

corporaciones de seguridad pública federales y lo relativo. al estatuto de sus 

miembros. 

Por esta razón, puede decirse que la coordinación, la integración de los 

elementos del Sistema Nacional y esa concurrencia de funciones y competencias, 

sólo pueden reglamentarse con normas de contenido general, es decir, destinadas y 

aplicables para todos los órganos de gobierno del pais, que desde luego han de 

regularse por una ley del Congreso de la Unión de tal naturaleza. 

Es el caso de esta iniciativa. 
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En cuanto a la organización de las institu~iÓnes de las policlas federales y el 

desarrollo de los principios de la actuación·. de: sus ~iembros, deben regularse 

Igualmente por el Congreso de la Unión, 'pero a través de leyes de carácter 

propiamente federales, destinadas a un árnbitó :de aplicación material y personal que 

sólo incumben a las autoridades y a la competenCia federal. Y si bien una ley del 

Congreso también puede regular lo anterior, conviene separar estos aspectos, por 

buena técnica legislativa, para que sea otra ley del Congreso Federal, que pueda 

emanar como una primera producción de la nueva coordinación sobre seguridad • 

pública, la que se ocupe de todo ello. 

Por lo que toca a la organización y desarrollo de las instituciones de las demás 

pollclas del país y de los principios de actuación de sus miembros, corresponderá 

regularla a los Legisladores de los Estados y, en su caso, a los Ayuntamientos, por 

medio de _leyes y reglamentos locales respectivos. 

En consecuencia, esta ley no podrá ocuparse de aquellos mandatos 

· C:onstitucionales, ni desarrollar ninguna materia sustantiva de seguridad pública, que 

tengan que ver con la organización y el funcionamiento de las instituciones policiales 

·• de los Estados y los Municipios, ni tampoco con la definición de las cualid~des 
jurldicas de sus miembros, o del régimen de condiciones o reglas para su selección, 

ingreso, permanencia, promoción o sanciones . 

. Las materias y las instancias de la coordinación 

Se concibe el Sistema Nacional, con una óptica amplia e integral. Por tal razón 

se comprenden como materias de la coordinación a los procedimientos para regular 

la formación, ingreso, permanencia, promoción y retiro de los miembros de las 

instituciones policiales; los sistemas disciplinarios asl como de estímulos y 

recompensas; la organización, administración, operación policial y modernización 

tecnológica; la asignación de recursos para la seguridad pública, incluido el 

financiamiento conjunto; el suministro, intercambio y sistematización de todo tipo de 
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información sobre seguridad pública; las acciones y operaciones policiales conjuntas; 

la regulación y control de los servicios privados de seguridad; y las relaciones con la 

comunidad y foménto de la cultura de prevención de infracciones y delitos. 

Estas materias se explican en su mayoría por su sola enunciación textual; sin 

embargo, conviene puntualizar que en su conjunto constituyen una de las principales 

.. bases para la coordinación, pues comprenden el amplio espectro de los temas que 

serán la base para los trabajos del Sistema Nacional. Algunas en particular, cobrarán 

lá mayor atención de la sociedad y de los integrantes de todos los consejos de . 

. : cciordinación, como el establecimiento de los mecanismos y fórmulas que lleguen a 

¡~¿tltulr la carrera civil y profesional de los policias, o la homologación de las formas 

de organización y la modernización tecnológica de sus corporaciones; o la que se 

refiere a las acciones policiales conjuntas, que serán los operativos de prevención y 

persecución, que en el marco de la coordinación se podría realizar entre varias 

instituciones de seguridad pública de diferentes niveles de gobierno y regiones de un 

Estado o del país. Esta última, que deberá ser normada y acotada por las bases que 

establezca el propio Consejo Nacional y podrán aplicarse por los convenios que 

suscriban las partes involucradas, tendrá por objeto hacer realidad la materialización 

más efectiva de la seguridad pública en el terreno de los hechos. 

Como instancia superior para coordinar esta función pública y con el propósito 

de promover mecanismos y acciones tendientes al cumplimiento de los principios y 

objetivos de la ley que se inicia, se crea el Consejo Nacional de Seguridad Pública, 

en el cual van a confluir las atribuciones conducentes que legalmente corresponden 

a la Secretaría de Gobernación, Secretaria de Seguridad Pública, a la Secretaria de 

.la Defensa Nacional y a la Secretaria de Marina; asi como a la Procuraduria General 

de la República, los Gobernadores de los Estados, el Jefe de Gobierno del Distrito 

Federal y desde luego, conforme a los diferentes niveles de la coordinación, a los 

municipios del país. 

Bajo este esquema de actuación y conforme a las atribuciones propias de la 

Secretaria de Gobernación, corresponderá a dicha dependencia presidir esta 
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máxima insÍancia dé coordinación nacional. 

. . 

. :A efecto: de .• vincular los esfuerzos que de maner9 conjunta deberán 

• desarrollarse por la Federación, el Distrito Federal, Estados y Municipios, es 

néeesario otorgar al Consejo Nacional la facultad de proponer contenidos para el 

proy~crto del Programa Nacional de Seguridad Pública, y luego, tras su aprobación y 

expedición legal, llevarlo a cabo y evaluarlo permanentemente. 

De esta manera, el Programa Nacional de Seguridad Pública, que de acuerdo ' 

con la Ley de Planeación debe ser elaborado por el Ejecutivo y aprobado por el 

Presidente de la República, será alimentado con todas las propuestas y opiniones 

que las partes integrantes del Sistema Nacional formulen a través de las instancias 

de coordinación, plasmando las politicas y los lineamientos estratégicos en materia 

criminológica y, en general, de la seguridad pública del pais. De este Programa 

habrán de surgir los diferentes apartados que se ocupen de aspectos especificas y 

que atienda singularmente cada uno de los grandes temas de la seguridad pública y 

de la incidencia delictiva, tomando en cuenta las necesidades regionales del pals, la 

composición demográfica y los diferentes segmentos de la sociedad mexicana, 

referidos a la mujeres, menores, ancianos o trabajadores, por i:ijemplo. 

1 

El Sistema Nacional está diseñado, de esta manera, para que interactúe en 

sus trabajos desde los Ayuntamientos hasta el Gobierno Federal, y desde el Consejo 

Nacional hasta los municipales. 

También debe dotarsele de la facultad suficiente para determinar la forma de 

hacer coincidir los sistemas locales o los regionales, que crearian e instaiarian las 

instituciones correspondientes conforme a las necesidades sociales y políticas de 

cada zona del pals. 

En virtud de la capacidad e incidencia criminal de las bandas de delincuentes, 

que no se detienen en fronteras, es preciso insertar a las actividades del Consejo 

. Nacional en un contexto de cooperación internacional, que coadyuve con las 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 
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posteriores medidas legislativas complementarias para combatir con eficacia al 

crimen organizado. 

Se establece la obligación del Consejo para reunirse por lo menos cada seis 

ITleses,:a fin de que constituya un foro donde incidan las propuestas encaminadas a 

p~rf;~lonar ·el Sistema Nacional, detectar las lagunas o deficiencias Jurldicas 

confÓrme a la experiencia adquirida en su constante actuación, remitir a las 
·-

Instancias que tienen competencia para presentar proyectos legislativos las 

propuestas de carácter legal o reglamentarias en materia de seguridad pública, asl · 

como para analizar proyectos y estudios en el tema. En suma, para dirigir el Sistema 

Nacional, conducir los objetivos de sus instrumentos y los servicios de apoyo y para 

normar su mejor organización y funcionamiento. 

La dimensión cuantitativa del Consejo Nacional tiene que ver sin duda con la 

eficiencia y práctica de sus trabajos y con su representatividad. Por ello no se prevé 

una regla que permita la representación por suplencia de sus integrantes, 

particularmente referidos a las entidades federativas, porque la intención es reunir en 

el seno del Consejo Nacional y en las conferencias que se le desprendan 

Inmediatamente, a los principales responsables de las diferentes funciones de la 

seguridad pública. Los titulares del Ejecutivo de las entidades· federativas tiene¡i en 

sus atribuciones numerosas facultades sobre la materia y si bien no representan 

constitucionalmente a toda la entidad, si tiene la mayor competencia para obligarse 

directamente o para comprometerse a promover en sus jurisdicciones acciones que 

permitan introducir cambios legislativos, adecuaciones a la organización funcional de 

las instituciones de seguridad pública o uniformar procedimientos y servicios, como 

se menciona anteriormente. 

Con el propósito de evitar la centralización de las decisiones y como 

manifestación inequlvoca de los principios federalistas que animan al Gobierno 

Federal, se reconoce la necesidad de promover e impulsar la creación de consejos 

en el Distrito Federal, en los Estados y en los Municipios del pais, para que desde . 

sus espacios legales, coadyuven en la coordinación, planeación y supervisión del 
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Sistema Nacional de Seguridad Pública . 
. " 

·Cabe precisar que el Consejo Nacional y los consejos locales o regionales no 

. ~n5-tituyen nuevos entes de la administración pública que vengan a engrosar el 

. ap~rato administrativo, sino exclusivamente instancias a las que acuden los sectores 

públicos y privados Involucrados, para que dentro de aquellos, los órganos de los 

diversos ámbitos de gobierno perfeccionen y eficienticen su actuación, y se puedan 

lograr así mejores resultados en la protección de los Individuos, sus bienes y · 

derechos. 

Ahora bien, corno las distintas características poblacionales que componen a 

nuestra Nación se reflejan como mosaico en la geografía mexicana, esas diferencias, 

que son parte de nuestro ser nacional, tienen su expresión en las particularidades de 

cada zona o región del país. Esta diversidad se manifestará en cada entidad 

federativa por el contenido y los objetivos de sus planes y programas y por su 

derecho a plantearlos ante las otras instancias de la coordinación nacional. 

También el crecimiento demográfico y la expansión de los grandes centros 

urbanos, el cual en ocasiones no reconoce limites físicos entre rnunicipiqs o 

entidades federativas, requieren nuevas formas de organización administrativa; 

éstas, a menudo exigen la participación de dos o más municipios de un mismo o 

diferentes Estados; por ello, resulta imperativo establecer instancias de coordinación 

intermunicipales o interestatales, como mecanismos que aporten soluciones a los 

problemas de inseguridad propias de las zonas conurbadas. 

Se propone la ubicación de entidades que se denominan conferencias, una 

para la procuración de justicia y otra para la prevención y la readaptación social, 

específicamente. La primera de hecho existe ya y es la conferencia nacional que 

agrupa a todos los procuradores del país, que se reúnen periódicamente; se ocupan 

de diseñar políticas, estrategias y acciones de cooperación mutua, que ha empezado 

a redituar buenos frutos. 
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No solamente se propone su conservación, sino la incorporación de ésta, al 

Sistema N~cional de Seguridad Pública, y se ha concebido para que exista corno una 

. instancia de· operación más, permitiendo, conjuntamente con la otra· conferencia de 

prevención y readaptación social, abarcar las dos áreas sustanciales de la temática, 

para que se reúnan con mayor regularidad que el Consejo Nacional.·: 
. . 

·La conferencia de prevención y de readaptación social la integrarian los 

Se¿,.etarios; Generales de Gobierno del Distrito Federal y los ~stados o los 

' fúnCionarios directamente responsables de estos rubros de la seguridad pública en · 

las e~tldades, cuando ésta no dependiera de aquellos. 

Una necesidad de la iniciativa ha sido proponer mecanismos que permitan 

lograr la participación de los municipios del pais en el Sistema Nacional. Es evidente 

que por su número no puede ser recogida su presencia total en una sola instancia de 

coordinación ni convendria proponer una representación electiva entre ellos. Por eso, 

lo més práctico será dejar un margen de facultades para que el Consejo establezca 

la forma y modalidades corno los municipios, por regiones, por sus características 

demográficas o de incidencia de tipos delictivos, intervengan de manera adecuada 

dentro de las instancias nacionales de la coordinación. 

1 

Hay dentro del Sistema Nacional, consejos locales o regionales, que son los 

de cada entidad federativa o municipios; este es su primer espacio de intervención. 

Sin . embargo, la iniciativa propone además que exista una Conferencia de 

Participación Municipal, corno instancia de coordinación nacional inmediata del 

Consejo Nacional, donde puedan tener cauce y presencia los planteamientos y la 

visión que sobre seguridad pública, provenga de todas las comunas del territorio 

nacional. 

En conjunción de estas tres conferencias, el Consejo Nacional podrla integrar 

las comisiones que fueran necesarias para tratar diversos asuntos especiales, 

compuestas con sus propios miembros y otros de la sociedad mexicana. 
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En suma, estas conferencias serian de nivel, Intermedio _dé. actuación más 

permanente con el Consejo Nacional, con quien el Secretario Ejecuti~6' tendría que 

interactuar en forma regular. 

La iniciativa concibe al Sistema Nacional como una entidad jurídica 

prácticamente inorgánica, que funciona a través de mecanismos que producen los 

lineamientos, políticas, toman medidas y realizan acciones coordinadas, de 

conformidad con las facultades constitucionales y legales que ya tienen como 

propias, tanto la Federación como el Distrito Federal, los Estados y los Municipios. · 

Su funcionamiento y eficacia exige que haya una instancia más de carácter 

permanente que instruya y dé seguimiento a los acuerdos y a los convenios que se 

adopten y celebren, según la materia y el alcance de ésta, pero que al mismo tiempo 

haga los trabajos previos de preparación técnica de los asuntos que deban 

conocerse y resolverse, particularmente por el Consejo Nacional. 

Por eso se propone la creación de la figura de un Secretario Ejecutivo, que 

coordine y administre los dos principales instrumentos del Sistema, que más 

adelante se describen y que son la formación profesional de las policfas y los 

registros de la información. El marco de atribuciones legales de este Secretario 

Ejecutivo, debe cumplir la imprescindible tarea de mantener y hacer permanente la 

funcionalidad del Sistema Nacional. 

Sin embargo, especial cuidado ha tenido la redacción de sus funciones, para 

precisar que en todo caso, el secretario ejecutivo no sustituye las atribuciones ni el 

mando que ya tienen las autoridades de seguridad públie11 que forman parte del 

Sistema Nacional; ni siquiera en el caso de la función para coordinar a las policías 

federales preventivas que ya existen en el Ejecutivo y que son la Federal de 

Caminos, la Fiscal Federal, la Federal de Migración, para no citar otras policfas que 

tienen diversos grados de organización como corporaciones policiales. En esta 

hipótesis sólo corresponderá al Secretario Ejecutivo hacer las labores de 

coordinación y por ningún motivo podrá establecerse una relación de jerarquía de 

supra o subordinación con ellas. Pero la necesidad de diseñar e implementar 
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procedimientos y esquemas de organización homólogos, hasta donde sea posible y 

donveniente, en . Íodas ·.· l~s> lnstituc::lon~s policiales,·. ju~tifican y requieren de esta 

función esfrict~mente adn;inistrativa. · 

. La fi9úra del S~retarlo ~jecutivo tiene dos aspectos; por una parte, es el 
' ' '' -· ., ,,, .. -,. ., •' 

. secretarlo de aci.í"erdos~del Consejo Nacional, pero también está concebido para que 

séa el seéretario Instructor del Sistema Nacional que, como se enunciaba, administre 

• el s~rvlci~ d~ iµÜyo a la carrera policial, y las Instituciones nacionales de formación, 
¡ -_, . .i 

mediante el. Impulso de los elementos educativos técnicos que deben diseñarse e · 

lmpl~mentarse, con una visión nacional integradora de equivalencias es~lares. 

Lo mismo debe decirse respecto de los instrumentos de la información sobre 

la seguridad pública, con el agregado comentario de que este capitulo es de mayor 

complejidad técnica y que su Implementación en toda la República exigirá con mayor 

razón una administración única y de carácter nacional. 

Estas dos facetas conllevan a proponer que la designación del Secretario 

Ejecutivo dependa de quien presida el Consejo Nacional y quien, al mismo tiempo, 

es el secretarlo del despacho del Ejecutivo Federal responsable por una parte, de 

dos de las más importantes funciones de la seguridad pública, que son la prevellción 

a nivel federal y la readaptación social de los sentenciados de todo el pals, asl como 

del tratamiento de menores infractores; pero además es el responsable de llevar las 

relaciones del Ejecutivo Federal con los demás Poderes de la Unión, con los 

Gobiernos Estatales y los Ayuntamientos; vigilar el cumplimiento de la Constitución.y 

especialmente de las garantlas individuales y derechos ciudadanos; autorizar el uso 

de armas de los empleados federales; organizar la defensa contra la delincuencia; 

autorizar y supervisar los programas de comunicación social de las dependencias del 

sector público federal; y en suma, el encargado de conducir la polltica interior que 

competa al Ejecutivo Federal. 

Todas estas atribuciones de la Secretaría de Gobernación, evidentemente, 

tendrán que dirigirse hacia los fines de la coordinación y compaginarse con las 
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equivalentes de las. autoridades· locales ·y. municipales, . sin .·lo ~l.l~C. en· una. buena 

parte.· no haría· po~ibl~ este gran inténto· dé ·oidena(lá éóncUrrencia de .. todas las 

autoridades· involucradas: 

... 
Por consecuencia de lo anterior, .prop0ngo ·a esa )5obéranla un partil de 

elementos de capaCidad legal y profeslo~~I. de· co~dlclÓ~: m~ral y personal, y de 
-·-- '.• ',· ••· ,., .. -"··· .•• - • h .• 

experiencia y conocimiento enel térna, exlgibles.'~ara el n(Jrr,brarnleríto:del Secretario 

Ejecutivo del Sistema Nacional de Segu_ridád Pública: 

Los instrumentos del Sistema Nacional 

Entre los objetivos del Sistema Nacional de Seguridad Pública está la 

revaloraclón y dignificación de las instituciones policiales, para que éstas formen su 

personal bajo los principios constitucionales de legalidad, eficiencia, profesionalismo 

y honradez. 

Se reconoce que en tanto los elementos de seguridad pública respeten 

permanentemente los derechos humanos, indiscutiblemente avanzaremos hacia el 

mejoramiento del Estado de Derecho, en la proporción con que se constituyan y 

conserven instituciones con un personal que tenga interés en el servicio públipo y 

vocación de servir, contribuir y brindar protección a los miembros de la comunidad, 

cumpliéndose una de las grandes aspiraciones de la sociedad mexicana. 

La corrupción es un mal en cualquier sociedad, pero cuando ésta penetra y 

lesiona los sistemas de seguridad pública genera uno de los mayores malestares 

sociales, así como el rechazo de los gobernados, no sólo para con las instituciones 

encargadas de salvaguardarlo. sino para con la administración pública en general. 

Por ello, es primordial que todos los servidores públicos y de manera particular los de 

seguridad pública, sean mejor retribuidos para que se desempeñen con honestidad. 

Es oportuno aqui refrendar el principio de legalidad bajo el cual han de actuar en 

todo momento los integrantes de las corporaciones policiales. En particular, la ley 

previene que la actuación de estos deberá respetar siempre los derechos humanos. 



Es Indiscutible que la educación, como elemento de formación del ser 

humano, tiende a desarrollar y motivar el amor a la patria y la conciencia en la 

justicia, como premisas de conducta humana necesarias para la práctica de los más 

altos valores sociales. Por esta razón, se Incorpora como instrumento básico del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública la carrera policial obligatoria y permanente, 

de acuerdo con los mecanismos de coordinación, integrando todas las instituciones 

en que se formen y desempeñen los elementos, sean federales, locales o 

municipales. 

La capacitación, el adie5tramiento, la actualización y la especialidad de los 

conocimientos y destrezas adquiridos por los elementos policiales, se desarrollarán a 

partir de los mecanismos de coordinación y serán condiciones para lograr ascensos y 

promociones; la especialización profesional redundará en la obtención de agentes e 

instituciones más eficaces y de alta calidad en beneficio de la comunidad. 

El texto de la iniciativa concibe la carrera policial como un servicio permanente 

de carácter profesional, que permita desarrollar todo un ejercicio de vida por parte de 

los integrantes de las corporaciones de seguridad pública del pafs y que comprende 

un conjunto de mecanismos que vayan desarrollando el trabajo de las policfas. La 

especialización y los diferentes cursos teóricos y prácticos que se impartan Irán 

contribuyendo a fa formación policial, deberán aglutinarse y concebirse con una 

misma visión integral, por los planes y programas de estudio con contenidos 

formales, que puedan llegar a recibir el crédito de escolaridad que toda tarea 

profesional exige. Para esto habrán de crearse y establecerse academias nacionales 

y regionales de policfa, que sumadas a las que ya existen y operan en los Estados, 

vayan conduciendo, como un servicio de apoyo nacional, el enfoque y los objetivos 

de fa formación policial y permitiendo as!, el desarrollo de una verdadera carrera 

profesional. 

El otro instrumento importante para lograr los objetivos recogidos en el 

precepto de la Carta Magna. lo instituye la obligación de la Federación. el Distrito 
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Federal, los. Estados y . Municipios de suministrar, intercambiar y sistematizar la 

información sobre seguridad pública. 

Asl,_ para consolidar. los' procesos permanentes de profesionalización de Jos 

recursos humanos de la seguridad pública, deben vincularse los dos instrumentos 

legales, és deéir, el de la formación policial con el de la información. Por ello se crea 

el Registro Nacional de Personal Policial, a fin de tener un mejor control y 

aprovechamiento de los recursos humanos y una coordinación adecuada y eficiente 

entre los tres órdenes de gobierno. 

Este instrumento informativo recogerá los datos que permitan identificar, 

reconocer, estimular o saneionar a los integrantes de los ::uerpos de seguridad 

pública, determinando la obligación para los distintos niveles de gobierno de Inscribir 

y mantener actualizados los registros del desempeño de dichos miembros policiales. 

Esto hará posible el acceso de una manera oportuna y completa a los datos 

selectivos de Identificación, antecedentes y hojas de servicio de todo el personal, a 

partir de la obligación de informar respecto de órdenes de aprehensión o detención, 

auto de procesamiento o sentencias que se dicten a cualquier elemento policial 

federal, estatal o municipal. 

Con la misma finalidad de conocer las capacidades y recursos de nuestras 

policías, en el proyecto se establecen las bases para un adecuado control de los 

recursos materiales que se les hayan asignado o autorizado al personal policial. Por 

ello se establece el Registro Nacional de Equipo, en el cual quedarán inscritos los 

datos de las características de las asignaciones de armas que se proporcionan en 

custodia a los integrantes de las instituciones policiales. Tanto las armas de cargo 

que se proporcionen individualmente, como aquellas que se encuentren registradas 

colectivamente en favor de una institución de seguridad pública, deberán estar 

debidamente inscritas en este Registro y acatar lo establecido en la Ley Federal de 

Armas de Fuego y Explosivos; su desacato producirá las sanciones 

correspondientes. Con ello, se busca obsequiar un sentido reclamo de la sociedad de 

¡;:;TESIS CON 1 
FAI:LA DE OfilGEN 
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evitar que existan personas portando Indebidamente armas de fuego sin pertenecer a 

alguna corporación policial, o fuera del servicio, y por eso también se previene que 

los Integrantes de estas instituciones deban ostentar de manera permanente 

identificación oficial. 

Como respuesta a la necesidad de contar con Instrumentos de acopio de 

datos que permitan analizar la Incidencia delictiva y la problemática de la seguridad 

pública, destaca la base de información de la Estadística de Seguridad Pública~ que 

Identificará, evaluará y sistematizará los datos y cifras relevantes en la materia en · 

toda la República Mexicana. 

Este rubro de información sobre servicios de seguridad preventiva, 

procuración y administración de justicia, sistemas de prisión preventiva, de ejecución 

de sentencias y de tratamiento de menores, así como de factores asociados a la 

problemática de seguridad pública, servirán para apoyar conclusiones y decisiones 

sobre políticas de respuesta frente a las diferentes manifestaciones de la 

criminalidad, a partir de otra base de datos más específicos sobre delincuentes o 

probables delincuentes, que incluirá sus características, sus medios de identificación, 

recursos y modos de operar. Estos datos permitirán consolidar un eficaz instrumento 

que coadyuve al debido cumplimiento de la función de la seguridad pública. 

La inclusión en el proyecto de reglas generales sobre la información tiene por 

objeto establecer condiciones para que el acceso a la misma, por parte de personas 

interesadas, sea posible mediante mecanismos modernos, ágiles y veraces, y para 

que redunde en beneficio de los usuarios, respetando las garantías de seguridad 

jurídica y más aún, reconociendo el derecho de petición. La información respecto de 

autoridades administrativas vinculadas con las tareas de prevención y procuración de 

justicia, asl como las de readaptación social, judiciales y otras de diversa índole, 

deberá manejarse bajo los principios de confidencialidad y reserva; por consiguiente 

la información que ponga en riesgo la seguridad pública o atente contra las personas 

y su honra, no deberá ser hecha pública. 

Finalmente, convendría dejar a las disposiciones reglamentarias la ordenación 
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de todos. estos aspectos de carácter técnico que permitan cumplir con los principios 

básicos ·que propone la Iniciativa en este capítulo, tomando como gula las reglas y 

· los esquemas de la moderna informática y la estadlstica que la ley vigente en la 

materia contiene. 

Los mecanismos jurldicos del Sistema 

Capital Importancia tiene la definición de las fórmulas jurídicas que la iniciativa 

sugiere como mecanismo para que todo el Sistema Nacional, en sus diferentes · 

niveles de coordinación, conozca de los asuntos que le corresponden, realice en 

general sus funciones y principalmente, para que tome sus determinaciones. 

Es indudable que los Consejos Nacional y locales o regionales, están 

concebidos para que sean instancias colegiadas de coparticipación representativa de 

los diferentes órganos de autoridad que hay en el pals. 

Ahora bien, los asuntos que vayan a conocerse y las materias sobre las que 

se pueden pronunciar acuerdos y resoluciones, deberán tomarse por diferentes 

procedimientos considerando sus alcances, pues cuando una determinación pueda 

afectar el ámbito de competencia de las entidades federativas y de los municipios, 

deberá instruirse por medio de convenios generales o especificas, a través dE1 los 

cuales las partes asuman voluntariamente los compromisos de promover en sus 

respectivos ámbitos el contenido de dichas resoluciones y acuerdos. 

Cuando esos efectos jurídicos no se producen, las instancias de coordinación, 

de conformidad con sus disposiciones generales internas, podrán establecer otras 

formas y procedimientos que vinculen y obliguen directamente al cumplimiento de 

dichas decisiones. 

Sin embargo, ninguna de las normas que organiza y dan atribuciones o 

disponen los procedimientos para la actuación de todas las instituciones y 

autoridades que se coordinan dentro del Sistema Nacional directamente, o que por 

virtud de su competencia también deban realizar funciones vinculadas a la seguridad 
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pública, como las leyes orgánicas de las Pro~uradurias y de los Tribunales, o las. 

leyes procedimentales y las de ejecución de penas y medidas de tratamiento para 

menores infractores, ni mucho menos las leyes de materias como la educación, la 

salud, protección del medio ambiente, etcétera, se pueden entender trastocadas o 

modificadas cuando esta ley se llegara a aprobar y promulgar. Será con el desarrollo 

y funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública, como se Irán 

planteando y proponiendo diferentes adecuaciones legislativas que vayan dando 

congruencia al marco jurídico global de la seguridad pública integral. 

Tal distinción de mecanismos de los alcances nomiativos de esta ley, asegura 

el respeto irrestricto a los principios del federalismo mexicano y, al orden jurídico 

positivo, pero permiten contar con fómiulas juridicas eficaces para desarrollar todo el 

Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Los servicios de apoyo a la población 

Como parte de la labor social y de Jos servicios en favor de la comunidad que 

caracterizan las acciones coordinadas del gobierno, se dispone que el Consejo 

Nacional impulse mecanismos que brinden un servicio para emergencias y para la 

localización de personas y bienes, mediante la operación de la red telefqnica 

nacional, donde se vinculen otros sistemas y tareas de diversas dependencias e 

instituciones de asistencia pública y privada. 

La participación de la sociedad 

El Consejo Nacional tendrá el encargo de establecer los procedimientos 

necesarios que pemiitan a la comunidad intervenir en la planeación de políticas y 

medidas concretas para mejorar los servicios de seguridad pública en sus 

respectivas localidades, auxiliar a las autoridades en sus tareas y para participar en 

actividades que no sean confidenciales o pongan en riesgo el buen desempeño de la 

función de seguridad pública, con lo cual se hace coparticipe al ciudadano de esta 

importante tarea social, cuya naturaleza debe reconocerse en la corresponsabilidad 
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de sociedad y gobierno, 

Los servicios privados de seguridad 

Sin proponer un debate sobre la naturaleza pública e inherente a la actividad 

estatal de cualquier acción sobre seguridad interior, la iniciativa optó por Incluir, a fin 

de regularlos, a los servicios privados de seguridad como parte de la función de 

seguridad pública, y determinó que es competencia de las entidades federativas 

registrar y en su caso autorizar a las personas físicas o morales que presten este tipo · 

de servicio, a excepción de aquellas que operen en varios estados, en cuyo caso se 

requerirá de la autorización de la Secretaria de Gobernación. También se previene la 

obligación para que estas empresas coadyuven con las autoridades e instituciones 

policiales en situaciones de urgencia, desastre o cuando asi lo solicite la autoridad 

competente de la Federación, del Distrito Federal, de los Estados o Municipios y para 

que se sujeten al nuevo régimen de principios sistemáticos y coordinados que se 

crean para la organización y funcionamiento de las instituciones policiales. Para este 

efecto, las instancias de coordinación promoverán que las normas que regulen a 

dichas empresas establezcan requisitos y condiciones para la prestación del servicio, 

para su supervisión y los procedimientos para aplicar sancione5. 

1 

Particularmente tales corporaciones deberán aportar los datos para el registro 

de su personal y equipo y proporcionar toda la información necesaria al Sistema 

·Nacional de Seguridad Pública. 
• < • -, ~ •• 

:.·~:~.~ ': 

lntegralidad del Sistema de Coordinación 

Hay un aspecto muy Importante que se encuentra implicito en el proyecto de 

ley, y que es la vinculación del Sistema Nacional de Seguridad Pública con todos los 

sistemas o instancias que directa o indirectamente tienen que ver con el objetivo de 

buscar la preservación del orden y la tranquilidad sociales; tales son el sistema 

educativo, el de salud, el de protección civil, el de saneamiento ambiental o el de 

protección de las instalaciones y servicios estratégicos que es el que asegura las 
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condiciones. vitales de las poblaciones y preserva el patrimonio nacional, entre otros. 

. . . 

Ca~ !Oda esio, se pretende conjuntar, en un solo cuerpo.· normativo d~ 
polltlcas,. lnstru~entos. y acciones, a todas las instituciones policiales del· Estado 

Mexicano, pero también Integrar la actividad da las demás instituciones 

. gub~r:l;m~l1t~les\; sociales que puedan y deban contribuir a conseguir los objetivos 

primarios de la seguridad interior del pals. 

La concepción y el contenido de la ley, trata de cumplir de esta manera con las · 

disposiciones constitucionales, sin invadir las atribuciones y competencias de las 

entidades y de los municipios. Estos últimos se Incorporarán al Sistema Nacional y 

les quedará la responsabilidad de inducir en sus respectivas esferas jurídicas la 

creación y aplicación de normas que hagan compatible toda la actuación y 

funcionamiento de sus corporaciones de policías y de sus instituciones locales, para 

conseguir los objetivos principales de la coordinación, que son la colaboración 

sistemática con los instrumentos descritos, la organización homóloga de todas las 

instituciones policiales del territorio nacional y la operación conjunta de pollticas y 

acciones que realicen en los hechos la función de la seguridad pública. 

Puede concluirse entonces, de todo lo antes expuesto, que esta inicia,tiva, 

avanza en un importante paso para dotar de elementos normativos de coordinación a 

esa función estatal. Que no crea nuevos órganos de autoridad, porque ello rebasarla 

su naturaleza y materia; sólo crea instancias jurídicas de definición y actuación. Que 

entiende.a la seguridad pública con una idea mayor e integral, más allá de la mera 

prevención y persecución. Que instituye los dos básicos instrumentos del sistema 

coordinador . para apuntar al ideal constitucional. Que por tanto, no es una ley 

sustantiva o procedimental sobre seguridad pública, sino un ordenamiento rector de 

la coordinación nacional en la materia. 

En síntesis, debe decirse, para mejor comprender su alcance, que esta ley 

instituirá las Instancias y los mecanismos adecuados para dar los pasos materiales 

consiguientes en la gran cuestión de la seguridad pública de nuestro país. 
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IV. C0DIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

El Código Federal de Procedimientos Penales, por su parte, hace referencia a 

Ja delincuencia organizada en el artículo 194 bis, únicamente para efectos de 

duplicar el plazo de retención de cuarenta y ocho horas en los casos de delitos 

flagrantes o en los casos urgentes. De igual manera lo establece el artículo 268 bis 

del código de Procedimientos Penales para el distrito Federal. Y define a la los casos 

de Delincuencia Organizada, 'como aquelios en los que tres o más personas que se 

organizan bajo las reglas de disciplina y jerarquía para cometer de modo violento y 

reiterado o con fines predominantemente lucrativos alguno de los delitos previstos en 

los siguientes artículos del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero 

común y para toda la república en Materia Federal ." Entre los delitos que se prevén 

en dichos artículos se encuentran: terrorismo, sabotaje, evasión de presos, ataque a 

las vías de comunicación, trata de personas, explotación de cuerpos de un menor de 

edad por medio de comercio carnal, violación, homicidio doloso, secuestro, robo 

calificado, extorsión, despojo, tortura, 

Es importante indicar que, al encontrarse definida la delincuencia organizada 

en los códigos de procedimientos penales, se identifica sólo para efectos de 

considerar plazos más amplios de retención por el Ministerio Público sobre presuntos 

responsables y no para otros fines. Tampoco se le considera como un delito por sí 

mismo, por lo que, de acuerdo a dichos Códigos Adjetivos en nuestro país no se 

puede procesar a alguien sólo por pertenecer a una organización criminal con las 

características señaladas, sino que sólo se le puede procesar cuando cometa un 

delito de los previstos como tal en la legislación penal. 

Por lo que, el legislador creyó que, la regulación era insuficiente, y que era 

necesario la creación de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, en la que 

pretendió, por una parte, definir puntualmente a la delincuencia organizada, 

señalándole rasgos característicos y, por otra, para que la Ley resulte efectivamente 
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fu.nclonal, abarcando únicamente aquellos casos que realmente constituyen 

problema de delincuencia organizada en la actualidad, como son terrorismo, 

narcotráfico, acoplo y ·tráfico de armas, secuestro, tráfico de indocumentados, 

falsificación y aite.raclón de. moneda, robo de vehlcuios y lavado de dinero. Se 

entiende, por supuesto,.· que en el conocimiento de estos delitos también se 

comprenden a los. delitos que tengan conexidad en los términos del Código Federal 

de Procedimientos Penales, como serían, por ejemplo, el homicidio y la portación de 

arma de fuego; 
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CAPITULO SEGUNDO 

TIPOS PENALES MAS COMUNES EN 

MATERIA DE DELINCUENCIA ORGANIZADA 

En el Programa Nacional de Procuración e lmpartición de Justicia 1995-2000, 

se planteó la necesidad de fortalecer el Estado de Derecho, mediante el combate a la 

Impunidad y al crimen organizado, principalmente al narcotráfico; la moralización y 

profeslonalización de los servidores públicos para erradicar la corrupción y elevar la 

.·eficiencia en el servicio público prestado; incorporar procedimientos más ágiles en la 

administración de justicia, y realizar una reforma penal integral que permita contar 

con l~yes que garanticen un estricto respeto a los derechos humanos. 

Por lo que, creo importante revisar detenidamente algunos de los tipos 

penales, que inciden con mayor frecuencia y que laceran terriblemente a la sociedad, 

como lo veremos a continuación. 

NARCOTRAFICO 

En nuestro país, como en otros más, el problema de la delincuehcia 

organizada cobró presencia y gravedad a propósito del narcotráfico. Este mismo ha 

determinado acciones persecutorias en muchos países, aunque en· algunos de éstos 

existen otras formas de criminalidad organizada sumamente violentas. Entre ellas 

figuran las tradicionales mafias, de antigua data, que ciertamente no se limitan al 

tráfico da drogas; también forman filas en este campo las actividades de grupos 

terroristas, vinculados con las pretensiones de autonomia que persisten en diversos 

estados europeos. 

En México el narcotráfico se muestra con todas las características de la 

delincuencia organizada, y se halla en la raíz de las preocupaciones estatales y 

sociales sobre este fenómeno. La naturaleza de las medidas adoptadas por el 

Estado mexicano derivan de la vinculación entre delincuencia organizada y 
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narcotráfico, asJ como de la enorme y creciente gravedad que en los últimos años se 

ha revestido esta familia de delitos. 

El -narcotráfico en gran escala es, quizás, el tipico delito moderno en la 

mayoría de los países, y por supuesto también en México. En aquél coinciden 

violencia y astucia, tanto de sus manifestaciones convencionales como de sus 

modalidades evolucionadas. También apareja la participación frecuente de mujeres, 

al menos como transportadoras de droga. En esta especie de delitos hay presencia 

de menores de edad, sea como ofendidos inmediatos, sea como participantes a • 

través de cualquier colaboración ilícita. 

Con gran frecuencia es difusa la identidad de los participantes en el 

narcotráfico, organizados como células relativamente aisladas e independientes; e 

igualmente es difusa la identidad de los ofendidos: muchas personas, un pueblo 

entero, la sociedad en general, finalmente la humanidad. 

Para la perpetración de delitos contra la salud relacionados con el manejo de 

estupefacientes y psicotrópicos, es común que se utilicen organizaciones ad hoc. Por 

tal motivo se estableció la forma agravada de asociación delictuosa para la comisión 

de delitos contra la salud ( artículo 196 - bis CP, ya derogado). La estructura l'I las 

operaciones de los grupos dedicados al narcotráfico, que desde luego rebasan los 

confines de una ciudad, región o estado de la República, también trascienden las 

fronteras nacionales. 

Hay diversos eslabones de la cadena internacional del narcotráfico, a tal punto 

que ingenuamente se habla todavía en el discurso oficial mexicano, de • países 

productores• de drogas y 'paises consumidores• de éstas, de lo cual se deduce qué 

aquellos sean • paises delincuentes o victimarios • y los segundos, • paises 

inocentes o victimados ". La realidad es otra: la cadena criminal del narcotráfico 

existe, eslabón por eslabón, en cada uno de los paises afectados por estos delitos; 

no menos en los llamados consumidores que en los denominados 

productores. Debido a la trascendencia territorial de este delito se han determinado 
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acciones concertadas a escala bilateral o multilateral en los tres extremos de la 

acción . punitiva; tipificación de comportamientos reprobables, mediante tipos o 

descripciones Incluidos en sendos tratados internacionales; persecución compartida 

en los ámbitos de la investigación policial ( sin . hablar de los ' secuestros • 

Internacionales para llevar a los delincuentes ante los tribunales ); y ejecución de 

sanciones, que se ha internacionalizado a partir da la presencia de extranjeros en los 

paises donde se realiza el juzgamiento: la fase ejecutiva corre a cargo ( según 

convenios Internacionales , que México Inició en el continente americano desde 

1976 ) del pals de origen o destino del sentenciado. Este traslado de la potestad · 

punitiva se produjo ampliamente en relación con sentenciados por delitos contra la 

salud, aunque no se constriña a éstos la posible repatriación. 

La preocupación y las acciones a propósito de la delincuencia organizada, en 

México y otros países, se hallan determinadas fuertemente por el problema del 

.·narcotráfico. Es éste (o son éstos la producción o el manejo ilicitos de narcóticos) 

. niás que cualquier otro delito, lo que el legislador, el estadista, el hombre de la calle, 

tienen en mente cuando se alude al crimen organizado. De ahí que el trato al 

n~reotráfico como expresión de crimen organizado sea diferente y más intenso que 

· oi~os. delitos( salvo, quizás, el terrorismo en los países asolados por este delito) 

según se mira en México, por ejemplo, en cuanto la Ley Federal Contra1 la 

, Delincuencia Organi2:Bda sanciona con penas de prisión y multa mucho más 

·elevadas la delincuencia organizada que tiene por fin la realización de delitos contra 

la salüd ( artículo 4, fracción I, inciso a, en comparación con el inciso b de la misma 

fracción y las penas establecidas en la fracción 11). 

TRAFICO DE SUSTANCIAS QUIMICAS 

En México, la regulación de las sustancias químicas utilizadas en la 

producción ilícita de drogas contempla diversos sistemas de control administrativo. 

Tanto los precursores quimicos como los químicos esenciales son sustancias que 

están reguladas ya sea como sicotrópicos, sujetas a las disposiciones de la Ley 

General de Salud, o como sustancias tóxicas o peligrosas, controladas a través de 

diversos ordenamientos jurídicos por lo que hace a su transporte, a sus posibles 
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efectos en el medio ambiente y a sus efectos. en la salud de los trabajadores que 

están éxpuest~~ a ellás. · 

En adición,· con el objeto de detectar y prevenir el tráfico· ilicito de sustancias 

qÜlmicas,. m~diant~ la coordinación de dependencias del gobierno federal y la 

p~rticipacic'.in~de la industria, el Congreso de la Unión aprobó, por unanimidad de ... - ~. --, -. -, . 

ve.tos. én ambas cámaras, la Ley Federal para el Control de Precursores Qulmicos, 

Productos Qulmlcos Esenciales y Máquinas para elaborar Cápsulas, Tabletas y/o 

Comprimidos, publicada el 26 de diciembre de 1997. 

La Ley contempla el control de diversas sustancias listadas, un mecanismo 

para actualizar las listas y la creación de una base de datos que permita un control 

efectivo de sustancias, operaciones y sujetos. 

Las listas de la nueva Ley contemplan la totalidad cie sustancias contenidas en 

la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 

Sustancias Sicotrópicas de 1988, que son las más comúnmente utilizadas por los 

delincuentes para producir narcóticos. 

Asimismo, refleja la tendencia regulatoria del Reglamento Modelo parfl el 

Control de Precursores y Sustancias Qulmicas, Máquinas y Elementos de la 

Comisión lnteramericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD-OEA), y de 

las legislaciones de la Unión Europea y de Estados Unidos de América. 

En términos generales la Ley contempla las obligaciones siguientes, a cargo 

de los sujetos que llevan a cabo operaciones con sustancias controladas: 

• Registrarse ante la autoridad competente. 

• Presentar informes anuales donde indiquen los datos generales de su 

contraparte y las caracteristicas de la sustancia o máquina objeto de cada 

operación. 

• Mantener un registro de cada operación regulada. 
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• Recabar docUrnentai::ión relativa a la Identidad y legitimidad de su contraparte 

en eada operación regulada. . 

• Dar 'aviso previo de la Importación o exportación de sústanclas. 

• Reporta/ operaciones Inusuales, respe~to de''Ías cuales se presuma la 
posibiiidád dél desvlo: . . . ..· .. 

• Llevar.~·· ~be.la importación o expOrt~ciÓn.de p~ec~rao~~s qulmlcos sólo por 

las aduanas que Indique la Secretarla de Sálud·. 

La Ley obliga a las dependencias del Gobierno Federal a Integrar de manera · 

conjunta una base de datos con información sobre los sujetos, 

establecimientos y actividades reguladas. La operación y resguardo de la base 

de datos corresponderá al Consejo de Salubridad General, encabezado por el 

Secretario de Salud. 

La base de datos tiene como objetivo: 

• Prevenir el desvlo de precursores qulmicos y productos qulmicos esenciales a 

la fabricación ilícita de drogas; 

• Detectar el desvlo de las substancias controladas, pues permitirá el cruce de 

la Información que proporcionen las dependencias, y 

Compartir información con las autoridades competentes de otros países u 

organismos internacionales, de conformidad con los instrumentos 

Internacionales aplicables. 

Para la instrumentación de la base de datos han trabajado conjuntamente 

diversas dependencias del Ejecutivo Federal y el Consejo de Salubridad General. En 

virtud de estos trabajos, ya se cuenta con el diseño de la base de datos, del software 

y de los medios a través de los cuales se ingresará
0 

la información. 

Las unidades administrativas de la Procuraduría General de la República 

especializadas en control de drogas, tiene acceso directo en red a la base de datos, 

lo que permitirá la oportuna fiscalización de actividades Que oudieran imnlicar un 
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desvio de precursores químicos o productos quimicos esenciales. 

Por su parte, el articulo 196 ter del Código Penal Federal tipifica como delito el 

desvío de precursores químicos desde 1996. 

El pasado 2 de diciembre de 1998, el Congreso de la Unión aprobó la reforma 

al artículo 196 ter del Código Penal Federal, para adecuarlo a las disposiciones de la 

Ley de Precursores Químicos y eliminar el elemento subjetivo del tipo penal, al 

sancionar a quien por cualquier medio contribuya al desvío de precursores quimicos, 

Independientemente de su voluntad, lo que: 

• Facilitará ía investigación y procesamiento de quienes cometan este delito, 

y 

• Contribuirá a que las empresas tengan especial cuidado en el manejo de 

precursores quimicos. 

El 30 de abril de 1997, se creó fa Fiscalía Especíalizada para la Atención de 

Delitos contra la Salud, la cual sustituye al antiguo Instituto Nacional para el Combate 

a fas Drogas. 

En el proceso de reclutamiento de personal, se aplican evaluaciones mécjica, 

toxicológica del entorno social, situación patrimonial y poligráfica. 

La aplicación de estas evaluaciones corresponde al Centro de Control de 

Confianza creado el 2 de mayo de 1997 

La Procuraduria General de la República cuenta con un Instituto de 

Capacitación y con el apoyo del Instituto Nacional de Ciencias Penales para la 

formación inicial y actualización permanente de los agentes del Ministerio Público, de 

!~Policía Judicial y de Peritos. 

Actualmente tenemos la Ley Federal para la Administración de Bienes 

Asegurados, Decomisados y Abandonados, la cual fue publicada en el Diario Oficial 
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el 14 de may~ de 1999,: permitirá a las autoridades utilizar los bienes decomisados a 

la _deli~cuenda organi.zad~ en beneficio de la procuración de justicia. 

. ·. ~ 

• ERRADICACIÓN DE CULTIVOS 

. Por lo que toca a la erradicación de cultivos ilícitos, desde 1994, México ha 

: sldCl el 'if;J~;:mundi~I en este rubro. Los resultados se deben a la consolida~lón de los 

esfu~~~~ ~u~ realizan la Procuraduría General da la República y la Secretaria de la 

O~f~nsa Nacional. Un promedio de alrededor da 20 mil soldados del Ejército 

Mexicano participa mensualmente en los programas de erradicación de cultivos. 

El gobierno de México ha incrementado paulatinamente los recursos tanto 

humanos como materiales destinados al rubro de erradicación. Baste señalar que se 

mantiene un promedio diario de 330 bases de operaciones con el apoyo de: 

• 68 aviones y 90 helicópteros de la Fuerza Aérea Mexicana y PGR. 

• 1,369 vehículos. 

• 362 estaciones de radio. 

El esfuerzo de erradicación en México incluye la destrucción física 1 del 

enervante en pie, el aseguramiento y destrucción de la semilla mejorada y del cultivo 

Ilícito producido. 

Tomando en consideración las características geográficas de los plantíos 

ilícitos que son ubicados, la erradicación de cultivos se lleva a cabo mediante uno de 

los métodos siguientes: 

• Aspersión aérea. 

• Erradicación manual. 

En el desarrollo de los esfuerzos de erradicación de cultivos Ilícitos, los 

elementos participantes se enfrentan de manera cotidiana con los obstáculos 
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siguientes: 

El cultivo de enervantes se realiza en regiones de difícil acceso en 

predios con vocación distinta a la agrlcola. 

Actualmente, el cultivo de enervantes se lleva a cabo mediante la 

modalidad de resembrado, lo que limita la posibilidad de reducir la 

superficie erradicada. 

Las organizaciones de narcotraficantes emplean diversos métodos para 

impedir que sus plantíos sean destruidos, como los siguientes: 

Custodios annados en los plantíos. 

Mecanismos para derribar aeronaves y helicópteros de erradicación. 

En el marco de los ingentes esfuerzos desarrollados en materia de 

erradicación de cultivos ilícitos, se han alcanzado los logros siguientes: 

En el programa de erradicación de cultivos participa un promedio 

mensual de 20,000 soldados del Ejército Mexicano apoyados con un 

promedio diario de 330 bases de operaciones, las cuales cuentan con 

vehículos, aeronaves y estaciones de radio necesarias. 

En el periodo del 1 de diciembre de 1997 al 30 de noviembre de 1'998 

se erradicaron 23, 977 hectáreas de marihuana y 17, 126 de amapola. 

Recientemente se han localizado plantas mejoradas de marihuana y amapola 

que producen, respectivamente, una infloración total y multiplicación de los bulbos de 

cada planta. Esto genera una producción de mayor calidad y multiplica la cantidad de 

enervante por hectárea. Por ello, la destrucción de los cultivos respectivos es de un 

impacto mayor en la lucha contra los narcotraficantes. 

Los esfuerzos de erradicación en las áreas catalogadas como de alta 

incidencia han obligado a los narcotraficantes a modificar sus procedimientos ilícitos, 

buscando nuevos espacios para llevar a cabo sus cultivos ilícitos, en regiones 
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geográficas en las qua tradi~io~almente nci se realizaba este tipo de actividades. 

Lo anterior ha dado lugar a una constante expansión de los esfuerzos llevados 

a cabo en este rubro. 

• INTERCEPCIÓN 

En lo que se refiere a la Intercepción de embarques ilícitos de drogas, los 

esfuerzos del gobierno mexicano se. han intensificado. El control cubre no sólo las 

drogas tradicionales, sino las cada ve.i. .más comunes drogas sintéticas, asi como los 

precursores quimlcos utilizados en la producción de ambas. 

Las drogas sintéticas son consideradas la principal iimenaza en el futuro 

inmediato. Por ello, el Gobierno de México ha incrementado sus acciones para lograr 

un ccintrol efectivo da las importaciones de precursores quimicos y evitar su desvio 

para fines ilícitos, fortaleciendo el marco legal y administrativo para este propósito. 

Dificultades en las labores de intercepción 

En su cotidiana e intensa labor de intercepción, las autoridades mexicllnas 

deben sortear múltiples obstáculos como son: 

• Variabilidad permanente de las modalidades de tráfico y utilización de 

medios cada vez más sofisticados para evadir controles. 

• Limitaciones para la revisión de contenedores, con equipo adecuado en 

puertos marítimos sin afectar el flujo y las operaciones comerciales. 

• La intensa actividad en los puertos de altura, donde arriban y parten un 

gran número de embarcaciones de carga. 

• Desarrollo continuo de métodos de ocultamiento que dificultan la detección. 

• Las fronteras sur y norte del País presentan un tráfico intenso de vehículos, 

lo que limita la capacidad de revisión exhaustiva. 

42 



La Intercepción del tráfico de sustancias, el aseguramiento de las mismas y la 

destrucción de los laboratorios clandestinos en los que se lleva a cabo la producción 

illcita de narcóticos y drogas sintéticas, representa una labor de gran importancia 

para frenar la actividad de los delincuentes respectivos, labor en que los esfuerzos 

de México han obtenido resultados importantes. 

Intercepciones Marltimas 

·.Ante la presión ejercida por las acciones de intercepción aérea y terrestre, las 

organizaciones de narcotraficantes han buscado como alternativa el transporte por 

ma'r, llevando a cabo lanzamientos de droga desde el aire a playas, esteros y 

caletas.· 

Ante esta nueva modalidad, el gobierno de México ha respondido con la 

.. creación y activación de la intercepción anfibia, que sa lleva a cabo de manera 

.i:oordinada por las Secretarías de la Defensa Nacional y de Marina, pues se trata de 

una zona ubicada en medio de las áreas en que de manera regular ejercen sus 

·funciones ambas dependencias. 

En este esfuerzo particular, las referidas dependencias operan 1 con 

embarcaciones ligeras, tropas de infanterla de marina y grupos anfibios de fuerzas 

especiales. 

El concepto anfibio comprende: 

• Preparación naval y adiestramiento en operaciones especiales. 

• Operaciones de Intercepción bajo un mando regional. 

• Patrullajes e intercepción en la playa. 

• Reconocimiento e intercepción de esteros, lagunas, ríos y otras aguas 

interiores. 

• Patrullaje e intercepción anfibia en los litorales. 

• Patrullaje e intercepción ribereña. 
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• Despliegue de escalones de tierra en apoyo a la intercepción anfibia. 

• Concepio de. barrera de i~tercepción integral, empleando buques y 

patrullas • de la Armada de. México, complementadas con lanchas 

interceptoras y'de re~ono~imlento d~I Ejército. 

. • Créaci~n· de la infraestructura log lstica para apoyar el ámbito anfibio. 

Tecnalogríí para ia iniercepción 

En la lucha contra el narcotráfico es indispensable contar con tecnologla de 

• punta que pennita mayor eficiencia y efectividad en las acciones que se emprenden ' 

· ··en contra de las organizaciones dedicadas al tráfico de drogas . 

.. Las organizaciones criminales destinan muchos recursos para ocultar el 

transporte de productos ilícitos. Ola con dla el narcotráfico utiliza nuevas técnicas y 

. p;ocedimlentos para Incrementar la seguridad de sus envlos. 

Para combatir eficazmente a los narcotraficantes, la Procuraduria General de 

la República, se ha dado a la tarea de buscar las mejores opciones en materia de 

detección de estupefacientes. En este contexto, destacan los sistemas de Rayos "X" ., . 
. . con. tecnologla de retrodispersión Body Search y Mobile Search, fabricados por la 

compañia American Sc/ence and Enginnen'ng. 

Eiody Search, es un sistema que permite detectar elementos ajenos al cuerpo 

.. huma~o, que se pretende ocultar debajo de la ropa o el calzado. Actualmente, la 

Proéuradurla General de la República, cuenta con un equipo instalado y funcionando 

. en el aeropuerto internacional de Tijuana, Baja California y se planea la adquisición 

... de 3 aparatos más para instalarlos en los lugares con mayor afluencia. 

Mobile Search, sistemas de inspección por Rayos X para vehlculos y carga 

con autonomla y grandes posibilidades de desplazamiento. 

Es de especial relevancia la reciente adquisición, por parte del gobierno de 

México (Procuraduría General de la República), de cinco sistemas Mobile Search, 
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con un prei:io total de 12 millones, soo mil dólares. 

En términos generales, cada sistema consiste en un camiÓn con deÍectores, · 

monitores y fuente de Rayos X, y sirve para inspeccionar en forma rá1)id~ -la carga de 

vehículos, lo que permite detectar drogas, armas y explosivos. 

Estos sistemas son móviles y serán utilizados en las fronteras norte y sur de 

México, para facilitar y eficientar la labor de detección de drogas que pretendan 

Introducirse clandestinamente al territorio de México o desde éste, al de EUA. 

Los referidos sistemas son la más reciente generación en esa tecnología y son 

los mismos que utiliza el Servicio de Aduanas de EUA. Su adquisición significó un 

gran esfuerzo presupuesta! para la PGR, pero serán sin duda, un instrumento de 

gran utilidad para dificultar la labor de los narcotraficantes. 

Operación de Sellamiento 

Es de suma relevancia mencionar las acciones coordinadas por la 

Procuraduria General de la República, para llevar a cabo el Programa de Sellamiento 

de la Península de Yucatán, la Frontera sur, el Golfo de California, al que en breve se 

sumará el Estado de Tamaulipas. 

El objetivo del Proyecto es impedir, mediante acciones de intercepción, el 

Ingreso de estupefacientes y psicotrópicos al territorio nacional, el desvio de 

precursores químicos y quimicos esenciales, y posterior traslado de tales sustancias 

a Estados Unidos. 

En las operaciones de sellamiento participan las dependencias del Ejecutivo 

Federal, involucradas en el combate al narcotráfico, específicamente: 

• Procuraduría General de la República (PGR). 

• Secretaría de Gobernación (SG). 

• Secretaria de la Defensa Nacional (SDN) ..... ~~~~~~~~--. 
TESIS C0N 
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• Secretarla de Marina/ Armada de México (SM;AM). 

• Secretaría de Seguridad Pública. 

La operación de sellamlento comprende las áreas geográficas siguientes: 

• Golfo de California. 

• Entidades Federativas: Baja California, Baja California Sur, Sonora, Slnaloa 

y Nayarit. 

• Superficie terrestre: 419,049 km2
• 

• Extensión de los litorales: 3,525 km. 

• Penlnsula de Yucatán. 

• Entidades Federativas: Campeche, Yucatán y Quintana Roo. 

• Superficie terrestre: 132,426 km2• 

• Extensión de los litorales: 1, 7 40 km. 

• Frontera Sur. · 

• Entidades Federativas: Chiapas y Tabasco. 

• Superficie terrestre: 30,783 km2
• 

• Extensión de los litorales: 300 km; 

En un futuro próximo se Incluirán los esfuerzos a realizarse en el sellamlento 

del Estado de Tamaulipas. 

Con este proyecto de sellamiento, se llevará a cabo el más amplio despliegu'e 

· de personal militar y policiaco que hasta ahora se haya dado en el País, pero no se 
. ' ,··, '· 

limita á eso;· inch.iye también: 

• Operaciones de alerta temprana. 

• Identificación e intercepción de blancos sospechosos. 

• Intercepción aérea, terrestre y marítima (aseguramiento y consignación). 

• Patrullamientos. 

• Control de elementos periféricos terrestres, marítimos y aéreos que apoyan 
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al tráfico ilícito de drogas. 

• Materialización de un sistema integral de comunicaciones. 

• Coordinación con las autoridades de Guatemala y Belice. 

• Organización de un esquema de inteligencia. 

Costo de los esfuerzos del Gobierno de México en erradicación e intercepción, 

en las Instituciones encargadas del combate al narcotráfico han desplegado un 

promedio diario de 26,219 individuos en actividades de erradicación e Intercepción. 

SI se considera un tiempo real de rendimiento de 1 O horas por persona, se 

obtiene un total de 78,657,000 horas/hombre Invertidas en el esfuerzo antidrogas. 

Debe subrayarse que los servidores públicos lnvol\Jcrados en este esfuerzo 

arriesgan su vida. Durante 1998, sólo por lo que toca al Ejército Mexicano, 33 

elementos han resultado heridos y 15 han perdido la vida. 

Por otro lado, el esfuerzo presupuesta! por parte del gobierno de México ha 

sido enorme. Baste mencionar que el monto de recursos asignados a la campaña 

permanente contra el narcotráfico, fue aproximadamente de 753.9 millones de 

dólares de los Estados Unidos. De ellos 106.8 corresponden a la Procura~urla 

General de la República; 514.6 a la Secretaria de la Defensa Nacional y 148.4 a la 

Secretarla de Marina. 

11. ORGANIZACIONES CRIMINALES 

• Cártel de Juárez 

El esfuerzo coordinado de la Fiscalia de Delitos Contra la Salud, la Unidad 

Especializada contra el Lavado de Dinero y la Secretarla de la Defensa Nacional 

permitió que se integrara un proceso penal contra la organización del Cártel de 

Juárez. 
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La investigación abarcó la estructura orgánica del Cártel de 'Juárez, el 

procedimiento y rutas de circulación de narcóticos, la protección de miembros de 

instituciones de seguridad y las actividades de lavado de dinero, 

Se obtuvieron más de 1 oo órdenes de aprehensión entre I~~ ~ue destaca la 

del General Jesús Gutiérrez Rebollo. 

'. ~· '.' ·, ·-. 

La presión derivada de la investigación llevó: al Hd~r/~el cért.éí de Juárez, 

Amado Carrillo, conocido como el Señor de los Cielos, a un~ lnter\Íenclón de cirugía· 

plástica que ocasionó su muerte. 

• Cártel de Tijuana 

Las Investigaciones en contra de esta organización delictiva dirigida por los 

hermanos Arellano Félix, ha permitido la aprehensión de 16 personas, entre las que 

destacan Gastón Ayala Beltrán (El Gas), Alfredo Hodoyán Palacios (El Lobo) y Arturo 

Everardo Páez Martinez, actualmente sujeto a extradición. 

• Cártel de Colima 

Las Investigaciones en contra de la organización de los hermanos Ame~cua 

Contreras, ha permito la aprehensión de los hermanos Adán, Luis y José de Jesús 

Amezcua Contreras, así como de Jaime Ladino y Gerardo Alvarez Vázquez. 

• Cártel del Golfo 

Durante 1996 y 1997 se logró la aprehensión del jefe de esta organización, 

Juan García Abrego, así como de Osear Malherbe León y otros integrantes de la 

organización. 

• . Cártel de Sin~loa 

Se logró la aprehensión de Joaquin Guzmán Loera (quien actualmente se fugó 
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del reclusorio de máxima seguridad en Jalisco) y, Héctor Luis Palma Salazar, entre 

otros miembros de fa Órganización. 

111, TRÁFICO DE A.RMAS 

El .. tráfico de armas es un delito conexo al de narcotráfico ya que los 

narcotrafieantes requieren de éstas, para llevar a cabo sus actividades iifcitas. Por 

·ello, en este rubro se realizan también importantes esfuerzos. 

Se calcula que más del 80% de las armas decomisadas en México en los 

últimos tres años, fueron introducidas ilicitamente desde EUA. 

Alrededor de un tercio de los aseguramientos de armas tuvieron lugar en la 

región fronteriza con EUA. 

A continuación se citan el total de armas y municiones aseguradas como parte 

del esfuerzo antidrogas. 

ASEGURAMIENTOS DE ARMAS Y MUNICIONES 

1998 1999 1 

·. 
Armas cortas 739 893 

Armas largas 1,055 1,204 

Municiones 75,078 54,589 

El gobierno de México ha contribuido a promover un consenso internacional 

para que todos los Estados adopten medidas concretas y cooperen en la prevención, 

:detección y erradicación del tráfico ilicito de armas, participando activamente en 

diversas iniciativas de carácter bilateral y multilateral. 

A nivel bilateral, México ha emprendido acciones con diversos paises para 
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Identificar las fuentes de almacenamiento ilícito de armas de fuego y para detener el 

tráfico de las mismas. Estas acciones han incluido el intercambio de información para 

detectar tendencias, rutas y métodos utilizados por organizaciones delictivas 

vinculadas con el tráfico de armas. 

En el plano regional, México propuso e impul<ió la elaboración de un proyecto de 

convención sobre tráfico de armas. Para tales efectos se llevaron a cabo varias 

reuniones técnicas del Grupo de Rio. El texto elaborado se sometió a consideración 

del Consejo Permanente de la OEA, el que acordó la integración de un grupo de · 

trabajo presidido por México para elaborar un texto final de Convención 

interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, 

Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados. 

La Convención fue adoptada en el vigésimo cuarto período extraordinario de 

sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos 

(OEA), celebrado en Washington, Distrito de Columbia., los días 13 y 14 de 

noviembre de 1997. 

La Convención cubre aspectos diversos como marcaje· de armas de fuego, 

decomiso, medidas de seguridad, licencias de importación, exportación y trán,sito, 

fortalecimiento de los controles en los puntos de exportación, mantenimiento de 

información, confidencialidad, intercambio de información, cooperación, intercambio 

de experiencias, capacitación, asistencia técnica, asistencia jurídica mutua, entrega 

vigilada, extradición y establecimiento de un Comité Consultivo. 

• Se estima que más del 80% de las armas decomisadas en México en los 

últimos tres años, fueron introducidas ilícitamente desde Estados Unidos. 

• México ha emprendido acciones para identificar las fuentes de 

almacenamiento y tráfico ilícitos de armas de fuego, las cuales han 

permitido intercambiar información para la detección de tendencias, rutas y 

métodos utilizados por las organizaciones delictivas. 

• A propuesta de México, la OEA adoptó la Convención lnteramericana 
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contra la Fabricación y el Tráfico lllcitos de Armas de Fuego, Municiones, 

Explosivos y otros Materiales Relacionados. 

IV. LAVADO DE DINERO 

El 1 º de enero de 1998, fue creada la Unidad Especializada contra el Lavado 

de Dl~~rci, entre ésta Unidad, la de la Flscalfa de Delitos contia la Salud y la Unidad 

contra I~ Delincuencia Organizada, se Integran las averiguacio~es previas por los ' 

·delitos .Cci~ocidos como lavado de din~ro • 

. . De có'nfÓrmidad. con · 1as disposiciones administrativas de carácter general ,. . :·· .. : ; __ 

emitidas por la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, se han recibido 415 

reportes ~de ·operaciones sospechosas y 3' 886,392 reportes de operaciones 

· • relevantes'. los cuáles han permitido un mayor control preventivo de las actividades · 

· financlei~s. 

Con apoyo del Financia! Crimes Enforcement Network (FinCEN), la Secretaria 

de· Hacienda y Crédito Público, creó un centro de cómputo que tiene a su cargo 

bases de datos de referencia económica, operaciones sospechosas y relevantes e 

internación de dinero. 

La Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaria de Hacienda y Crédito 

Público, está enlazada al Egmont Secura Web, lo que permite intercambiar 

información con otras unidades en el mundo. 

Desde 1995, se han venido realizando esfuerzos significativos para 

modernizar en forma Integral el marco jurldlco en materia de lavado de dinero. En 

noviembre de ese año, se aprobaron diversas reformas a las leyes financieras, 

otorgándole a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, la facultad para dictar 

medidas y lineamientos para prevenir, detectar y combatir dicha conducta en todas 

las instituciones que integran el.Sistema Financiero. 
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El 14 de ma~o de 19S6, entró en vigor el articulo 400 Bis del ~Ódigo Penal 

Federal, que tipifica como delito las operaéiones con re~~rs~s de ~rocedencia illcita, 

El citado articulo deroga al articulo 115 Bis del Código Fiscal de la Federación, 

.. el que· desde 1990 tipificaba un delito Innominado, pero co~ocido c:O~o lavado de 
-'"' ,-

. dinero. Es decir, en México, desde 1990 es delito el lavado de dinero::·_': 

Cabe señalar que cuando en la comisión 'del delito previstO en el referido 

articulo 400 Bis, se hayan utilizado los servicios de las Instituciones que Integran el · 

Sistema Financiero Mexicano, para proceder penalmente contra el o los probables 

responsables es necesario que la SHCP presente la denuncia respectiva. 

En mayo de 1997 el Congreso de la Unión, aprobó refomias para adecuar la 

legislación financiera. Esto motivó que la Secretarla de Hacienda y Crédito Público 

emitiera disposiciones de carácter general de naturaleza administrativa, para prevenir 

y detectar operaciones con recursos de procedencia ilícita, que deben acatar las 

Instituciones de Crédito, Casas de Bolsa y Casas de Cambio. Tales disposiciones 

entraron en vigor en mayo de 1997 y señalan, entre otras, la obligación de las 

instituciones financieras de identificar a sus clientes y de fomiular reportes de 

operaciones sospechosas, preocupantes y relevantes a fin de enviarlos ~ la 

Procuraduria Fiscal de la Federación, para su análisis y la realización de las acciones 

correspondientes. 

Por la alta especialización que requiere el combate al lavado de dinero 

(UECLD), cuenta con una estructura de órganos técnicos para cada una de las 

principales actividades a desarrollar. Dichos órganos son: 

• La Coordinación General de Integración y Seguimiento. Desempeña las 

funciones propias del Ministerio Público Federal en materia de lavado de 

dinero. 

• La Coordinación General de Análisis y Dictámenes Especializados. Realiza 
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estudios fiscales y financieros para identificar los mecanismos usados por 

los delincüentes. 

• La Coordinación General de Análisis Contables.· Lleva a cabo análisis 

contables tendientes a descubrir la forma en que el dinero "sucio" entra a los 

circuitos financieros. 

Para Ingresar y permanecer en la UECLD, se deben aprobar los mismos 

exámenes que se solicitan en la FEADS y de la UEDO. 

V. COOPERACIÓN CON AMÉRICA LATINA, EUROPA ASIA Y MEDIO 
ORIENTE 

En el mes de junio de 1998, se llevó a cabo un periodo extraordinario de 

sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, dedicada exclusivamente 

a la cooperación internacional contra las drogas. En dicha sesión fueron aprobados 

diversos documentos que contienen guías de cooperación internacional en los 

diversos aspectos del fenómeno de las drogas: 

• Declaración política. 

• Medidas para promover la cooperación judicial. 

• Medidas contra el blanqueo de dinero. 

• Fiscalización de precursores químicos. 

• Plan de acción para combatir la fabricación ilícita, el tráfico y el uso 

indebido de estimulantes de tipo anfetamínico y sus precursores. 

• Plan de acción sobre cooperación internacional para la erradicación de 

cultivos ilicitos de plantas narcógeneas y el desarrollo alternativo. 

• Declaración sobre los principios rectores de la reducción de la demanda de 

drogas. 

• México participa activamente en la Comisión lnteramericana para el 

Control del Abuso de Drogas (CICAD), cuyas acciones se orientan por la 

Estrategia Hemisférica Antidrogas adoptada por todos los países miembros 

en diciembre de 1996. 

TESIS CON s3 
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• Con base en los acuerdos adoptados por los Jefes de Estados en la 

Cumbre de Santiago de Chile en abril de 1998, México participa en el 

diseño e instrumentación de un Mecanismo de EvahJación Multilateral de 

los esfuerzos antidrogas del hemi.sferio, asl como de los progresos 

individuales de los paises en la lucha contra el narcotráfico. 

• En noviembre de 1997 se realizó en México la Reunión Extraordinaria de la 

Asociación lnteramericana del Ministerio Público, en la cual se discutieron, 

entre otros, los temas siguientes: 

• Fortalecimiento de mecanismos de cooperación internacional y asistencia · 

jurídica mutua. 

• Promoción de la honestidad y capacidad de los servidores públicos. 

• Revisión de los ordenamientos legales para el perfeccionamiento de 

instrumentos jurídicos novedosos que permitan un eficiente combate a 

organizaciones criminales. 

• Adopción de una legislación más flexible respecto al secreto bancario. 

• En noviembre de 1998 se realizó en Brasilia, Brasil, la Décima Reunión de 

la Asociación lnteramericana del Ministerio Público, en la cual México 

participó con el tema de estructura financiera del narcotráfico y el lavado de 

dinero. 

México ha impulsado la celebración de acuerdos bilaterales con diversos 

paises centroamericanos, sudamericanos y del Caribe, en materia de combate al 

. narc~tr~fico y la fármaco dependencia. 

· A fin de fortalecer el intercambio de información y la cooperación contra el 

narcotráfico, la Procuraduría General de la República estableció una Agregaduria en 

la Ciudad de Guatemala, asl como una Oficina de Enlace en Bogotá, Colombia. 

México ha celebrado acuerdos de cooperación antidrogas con Alemania, 

Rusia, Francia, Italia, el Reino Unido y España. Además están en proceso de 

negociación acuerdos con Grecia y Rumania. 
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En diciembre de 1996, México y la Unión Europea celebraron un acuerdo 

sobre . control de precursores qui micos. La PGR tiene una Agregaduria en . la 

Embajada de México en Madrid, España, que abarca los asuntos .de la Unión 

Europea y Suiza. 

Respecto de Asia y Medio Oriente, se han celebrado acuerdos con China,· 

Israel y Filipinas. 

VI. COOPERACIÓN CON ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA 

La cooperación antidrogas México-Estados Unidos se basa en los acuerdos 

bilaterales respecto de las materias siguientes: 

• Ejecución de sentencias penales. 

• Extradición. 

• Recuperación y devolución y aeronaves robados o materia de disposición 

illcita. 

• Cooperación sobre asistencia jurídica mutua . 

• Cooperación para combatir el narcotráfico y la fármaco dependencia. 

• Cooperación para el intercambio de información sobre transaccione¡; en 

moneda, realizadas a través de instituciones financieras para combatir 

actividades ilícitas. 

• En marzo de 1996, los Presidentes Zedilla y Clinton, establecieron el 

Grupo de Contacto de Alto Nivel para el Control de Drogas, el cual ha 

constituido una instancia para el desarrollo de la confianza y respeto 

mutuo. 

Los trabajos de este grupo se concentran sobre los temas siguientes: 

a) Asuntos legales y procuración de justicia; 

b) Diagnóstico conjunto; 
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c) Reducción de la demanda; 

d) Tráfico ilicito de armas; 

e) Lavado de dinero; 

f) Control de precursores químicos; 

En mayo de 1997, los Presidentes Zedillo y Clinton dieron a conocer el Informe 

titulado "México y Estados Unidos ante el Problema de las Drogas: Estudio 

Diagnóstico Conjunto". 

En el mismo mes y año, los Presidentes de Estados Unidos de Norte América · 

y de México firmaron un documento denominado: "Declaración de la Alianza México­

Estados Unidos para el Combate a las Drogas" 

En el marco de esta Alianza el B de febrero de 1996, se concluyó la Estrategia 

Bilateral de Cooperación contra las Drogas, la cual contribuye a dirigir los esfuerzos 

de ambos países para el control del consumo, la producción y el tráfico de drogas, 

así como los delitos conexos (tráfico de armas, lavado de dinero, desvío de 

precursores químicos). La estrategia asegura altos niveles de colaboración en 

materia de procuración de justicia. 

Actualmente ambos gobiernos están diseñando las Medidas de EfectivJdad 

que servirán para evaluar los resultados de la aplicación de la estrategia. Dichas 

medidas se dieron a conocer a principios de 1999 . 

. ,México y Estados Unidos formaron un Grupo Plenario sobre Procuración de 

.Justicia, encargado de delinear las estrategias básicas para facilitar el intercambio de 

información y la cooperación jurídica antidrogas. En su última reunión en agosto del 

presente año se analizaron los temas siguientes: 

• Lavado de dinero. 

• Tráfico de armas. 

• Precursores químicos. 

• Intercepción de drogas. 
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• Crlnien organizado. 

• Extradición de narcotraficantes .. 
,. . .. ' -

• · Asegúramiento y deeoriiis6 de bienes; 

Con base en un Memorándum de entendimiento de julio de 1996, México y 

Estados Unidos crearon un meéariisriio de ~~pera~IÓn e~ la zona fronteriza para el 

combate al narcotráfico, a·. través de. Grupos Bilaterales de Tarea Fronterizos, 

Integrados por: 

• Agentes de la Policía Judicial Federal (México) 

• Agentes del Ministerio Público Especializado (México) 

• Agentes de la DEA, FBI, Aduanas (EUA) 

• Los Integrantes de estos grupos se han sometido al proceso de evaluación 

establecido por el Centro de Control de Confianza de la PGR y del FBI. 

El funcionamiento de estos grupos se realiza de la forma siguiente: 

• Las autoridades de cada país sólo actúan en sus respectivas 

jurisdicciones. 

• Su objetivo es investigar a los integrantes, modos de operación y rutas del 

narcotráfico. 

• Actualmente existen grupos bilaterales en Tijuana, Ciudad Juárez, 

Monterrey y Guadaiajara. 

• Además cuentan con oficinas satélite en Mexicali, San Luis Rio Colorado, 

Reynosa, Matamoros y Colima. 

Con objeto de intensificar Ja cooperación entre México y EUA, la Procuraduría 

General de la República, cuenta con una Agregaduria Legal en Washington, Distrito 

de Columbia, 2 Agregadurias Regionales en Los Angeles. California, y San Antonio, 

Texas, a las cuales están adscritas las Subagregadurías de San Diego y El Paso 

respectivamente. 
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La Procuraduría General de la República, también cuenta con un Agregado 

Legal en Riverside, California, quien desempeña la función de enlace con el Centro 

de Intercepción Aérea del Departamento del Tesoro de Estados Unidos. 

Por lo que se refiere a las solicitudes de asistencia jurídica, cabe señalar que 

del número total de peticiones recibidas por México, el 47.4% proviene de peticiones 

de Estados Unidos de América asimismo, el 84.6% del total de asistencias jurldicas 

solicitadas por México al extranjero se presentaron ante las autoridades 

estadounidenses. 

En los últimos 3 años EUA presentó a México 60 solicitudes de extradición. En 

el mismo periodo México solicitó a EUA aproximadamente 58 extradiciones. 

El porcentaje de entregas ha sido 65% por parte de México y 48% por parte de 

Estados Unidos. 

Entre las personas que México deportó a los EUA, con base a las leyes 

migratorias mexicanas, destacan Juan Chapa Garza, Juan Garcia Abrego, David 

Kulik y William Morán, todos por el delito de narcotráfico. 

1 

A partir de la administración del Presidente Zedilla se ha hecho ejercicio de la 

facultad discrecional del Ejecutivo Federal para extraditar nacionales mexicanos, 

como es el caso de Bernardo Velarde López, recientemente entregado a Estados 

Unidos, en extradición por los delitos de homicidio de un agente de la Patrulla 

Fronteriza y narcotráfico. 

El 13 de noviembre de 1997, México y Estados Unidos, celebraron un 

protocolo si Tratado de Extradición, para incorporar la figura de entrega temporal de 

personas, a fin de que sean procesadas por la parte requirente, durante el 

cumplimiento de una sentencia impuesta por la parte requerida. Esta modificación se 

encuentra en discusión para su aprobación en el Senado mexicano. 
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En los casos en que no. se conceda la extradición de nacionales mexicanos, 
-. _: _·-- .· .... ·_·, ·_·_.·_ . __ ,.' 

éstos deberán ser juzgados en te.rritciriomexieano, en términos de lo dispuesto en el 

Tratado de Extradición y: por el' Artículo· 4 . del Código Penal Federal mexicano. 

Sujetos a este tipo de prociis~' penal, pueden destacarse los casos de: 

• Osear M~lher~·d~L~tn.-fr ··. . :. • 

• David Alex Alvar¡z (El. s~~~ky) ·.·•·· 
• José Eustaquio Ch!Í~~i (l.~ines) 

En virtud de los.efectos dertva~os de la operación Casablanca, los Presidentes 

Zedilla y Clinton •. lnstr~~e;~~·''a s~s; pr~curadores generales para mejorar los 

procedlmienios.ciecÓñ~uíi~'~c:h&~raCiÓ~'.· 
. "_,;. •\,_'.~" ·" <''{"'.v: 
";,~-:--_,;•:··,_-;,, .. :::~;:;::·-,:~(' ,':; 

Por lo 8:nteridf;1()~'[ f>r~Jrad~re~ Jorge Madraza Cuellar y Janet Reno se 

comprom~tlero~ m~di~~t~ ~~~\ci;it~ suscrita el 2 de julio de 1998 en Brownsville, 
Texa~·a: ~; ::; ·<'.· .::~ ·• 'f;i'f:V '·· 

..... ' .-·:.'; ,'..'".:\/.···· 

• • Comunica~e con anticipadón las actividades de procuración de justicia e 

investigación Criminal que pudieran tener efectos en el otro pais. 

• Informar sobre acciones de procuración de justicia que se desarrollen en 

el territorio de un tercer pais que puedan tener efectos en México o EUA. 

• Desarrollar programas de capacitación sobre los sistemas legales y 

técnicas de investigación. 

• Reiterar la vigencia de las reglas de 1992, para regular las actividades de 

<igentes extranjeros en territorio mexicano. 

• Establecer una línea directa encriptada entre ambos procuradores. 

• De conformidad con lo acordado en ia carta de Brownsville, se llevó a 

cabo un Seminario de Capacitación en la Ciudad de Columbia, South 

Carolina, sobre los sistemas legales y técnicas de investigación de ambos 

paises. 

• Tratados Bilaterales. 

• Grupo de Contacto de Alto Nivel para el Control de Drogas 
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• México y Est::!dos Unidos ante el Problema de las Drogas: Estudio 

Diagnóstico Conjunto 

• Alianza México-Estados Unidos para el Combate a las Drogas 

• Estrategia Bilateral de Cooperación contra las Drogas 

• Medidas de Efectividad 

• Grupo Plenario sobre Procuración de Justicia 

• Grupos Bilaterales Fronterizos 

• Agregadurías de la Procuraduría General de la República en Estados 

Unidos. 

• Asistencia Jurídica Mutua en materia penal 

• Extradiciones 

• Carta de Brownsville 

Estrategia Bilateral de .Cooperación contra las Drogas. 

En el marco de la Alianza, los gobiernos de México y EUA diseñaron una 

Estrategia Bilateral dada a conocer el 8 de febrero de 1998. Esta estrategia bilateral 

complementa las nacionales y contribuye a dirigir los esfuerzos de ambos países 

para el control del consumo, la producción y el tráfico ·de drogas, de sus delitos 

conexos como el tráfico de arma's y el lavado de dinero, asf como para asegurar ~Itas 
niveles de colaboración en materia de procuración de justicia. 

La Estrategia Bilateral contempla como principios rectores el respeto a la 

soberanía y jurisdicción de cada país, el reconocimiento de la responsabilidaél 

compartida respecto del fenómeno de las drogas, la necesidad de aplicar un enfoque 

integral, y la reciprocidad y equilibrio en las acciones que sean desarrolladas en 

materia de procuración de justicia antidrogas. 

Medidas de Efectividad: 

Como parte de las labores del GCAN, los gobiernos de México y Estados 

Unidos, han decidido establecer Mediciones de Efectividad, para cada uno de los 16 
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objetivos contenidos en la ·Estrategia Bilateral contra las Drogas, con el propósito de 

evaluar los avances que cada país ha registrado en el combate al narcotráfico, para, 

de ser necesario, realizar ajustes a la Estrategia Bilateral y hacerla más efectiva. 

Grupo Plenario sobre Procuración de Justicia 

Después del GCAN, este es el grupo de contacto de mayor importancia en el 

marco de la cooperación antidrogas de México y EUA. Coordinado por los 

Procuradores Generales de cada uno de ambos países, tiene como tarea · 

fundamental delinear las estrategias básicas para facilitar el intercambio de 

Información y la cooperación jurídica antidrogas entre México y EUA. 

El Grupo se reunió por primera vez el 7 de febrero de 1995 en la Ciudad de 

México y se denominó, Reunión Preliminar entre la Procuraduría General de la 

República y el Departamento de Justicia de los Estados Unidos de América sobre 

Temas Operativos. A partir de entonces, el Grupo se reúne 4 ó 5 veces al año, de 

manera alternada en la Ciudad de México y en Washington. 

En las reuniones se abordan temas relativos a asuntos legales y cooperación 

anti narcóticos. 
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CAPITULO TERCERO 

DE LAS REGLAS GENERALES PARA LA 

INVESTIGACIÓN DE LA DELINCUENCIA ORGANIZADA 

No haré un estudio exhaustivo de la Ley Federal Contra la Delincuencia 

Organizada. Examinaré solamente algunos de los aspectos más relevantes de este 

ordenamiento. 

La Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada está constituida por cuatro 

tltulos. El primero de éstos, sobre "Disposiciones generales ', Consta de un solo 

capitulo relativo a • Naturaleza, objeto y aplicación de la ley '. Es aqul donde 

aparecen las principales normas sustantivas (salvo las referentes a la aplicación de 

las penas), es decir la descripción de la delincuencia organizada y la fijación genérica 

de sus consecuencias penales. 

El segundo título reviste carácter procesal: ' De la investigación de la 

delincuencia organizada •. El título inicial fija las "reglas generales para la 

Investigación de la delincuencia organizada". En este lugar se hallan cuestiones 

orgánicas, colaboración de autoridades e infiltración de agentes, esto es el supuesto 

de los agentes encubiertos, "ganchos'incorporados en las organizaciones criminales. 

El siguiente capitulo habla de la "detención y retención de Indiciados", instituciones 

que, en realidad son una sola. El tercer capitulo se contrae a la "reserva de las 

actuaciones de averiguación previa", tanto por lo que concierne a discreción o 

secreto de acceso del inculpado' y su defensor al expediente, como por lo que 

respecta a la protección de testigos. 

El cuarto capítulo del titulo segundo, sumamente extenso, regula las "ordenes 

de cateo y de intervención de comunicaciones privadas"; es aquí donde se detallan el 

alcance y las circunstancias de esas intervenciones, en forma que excede, con 

mucho, a la utilizada para justificar el cateo de domicilios. El capitulo quinto se dedica 

al "aseguramiento de bienes susceptibles de decomiso"; el sexto, a 'la protección de 

las personas", y el séptimo a la "colaboración en la persecución de la delincuencia 
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organizada";en este acto figuran actos de,lnvéstigación y procedimiento que tienen 

trascendencia para la aplicación de s~nciones, ·a' Incluso p_ara ·la exclusión de éstas o 

del proceso mismo. 

En un capítulo únlC:O·. el tltulo tercero se refiere a 'las reglas para la valoración 

de la prueba y de pro~so~. El,cúltlmo m~1ó" que ~sta de un solo capitulo, atañe a la 

'prisión preventiva y a la ejecución de las penas y medidas de seguridad'. 

l. EL TIPO PENAL DE DELINCUENCIA ORGANIZADA 

Los tipos penales, especlficamente, y el derecho penal sustantivo, 

genéricamente, sirven a un objetivo natural: preservar mediante la amenaza y la 

Imposición de la pena, los bienes más relevantes de la existencia social concebida 

como marco indispensable para el desenvolvimiento de la vida humana. Un régimen 

polltico racional, proyectado hacia el terreno de los delitos y las penas, y por ello 

transfigurado en régimen penal racional, no pretende considerar como delitos todas 

las contravenciones a las normas existentes, ni sancionar con penas, por lo tanto, a 

quienes Incurran en ellas. Sólo las desviaciones más graves, las verdaderam'ente 

insoportables por la lesión que producen o el peligro que generan, deben ser miradas 

y tratadas como delitos. En otras palabras, en una sociedad democrática o mejor 

dicho, conducida por una orientación humanista: el hombre y su dignidad como eje 

de la existencia y razón del poder, prevalece el principio de minima intervención 

penal; el control social penal se reduce estrictamente indispensable para proteger los 

bienes jurldicos de mayor importancia 

Interesa tomar en cuenta ahora esas consideraciones sobre los bienes 

·tutelados por los tipos. Siempre se ha tutelado penalmente la vida, la libertad, el 

patrimonio, el honor. A esos bienes hay que añadir otros, que surgen en y para la 

conviv~~cla; bajo las circunstancias, siempre dinámicas, que apareja el desarrollo, es 

asl, que ·el derecho penal acude a proteger la seguridad internacional, la economia 
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general, el. medio ambiente, la propiedad inmaterial, la salud colectiva. 

En todos esos casos, puede y suele haber actividad lesiva de organizaciones 

criminales. El terrorismo afecta o puede afectar la seguridad lnlernacional, que 

también el narcotráfico lesiona o pone en peligro; este mismo constituye un problema 

de suma gravedad para la salud colectiva. La delincuencia organizada deteriora la 

buena marcha de la economla general y daña la particular de quienes participan en 

las relaciones económicas; igualmente pueden menoscabar los derechos derivados 

de la propiedad inmaterial. Determinadas conductas illcitas atentan contra la salud · 

del ambiente y por esta vía comprometen el bienestar de los pueblos y el futuro de la 

humanidad. Los secuestros sistemáticos, con propósito de lucro, afectan la libertad 

personal de los secuestrados y la paz publica. 

En la codificación penal es costumbre agrupar los tipos en función de los 

bienes jurídicos tutelados. Por lo que hace a los que se relacionan con la 

delincuencia organizada, sólo recordaré que el narcotréfico ( producción, tenencia, 

tráfico, proselitismo y otros actos en materia de narcóticos) figura bajo el rubro de 

delitos contra la salud; las asociaciones delictuosas, entre los ilícitos contra la 

seguridad pública; la falsificación y alteración de moneda, como falsedad, es decir, 

entre los delitos que vulneran la certeza o confianza en determinados instrumentos 

de Intercambio económico; el secuestro y el tráfico de menores se encuentran en el 

titulo sobre privación de libertad y otras garantfas, y el robo de .vehiculos, bajo el 

rubro de ilícitos en contra de las personas en su patrimonio. Otros delitos vinculados 

con la organización criminal atienden a los propósitos servidos por las leyes 

respectivas en materia de armas, salud o población. 

Conviene tomar en cuenta objetivos manifestados por la iniciativa de Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada, que no fueron recogidos por el texto 

aprobado, aunque se hallan en la base de éste. Dijo el articulo 1 del proyecto que las 

disp,osiciones de la ley atendían a la 'finalidad de garantizar la seguridad pública y 

salvaguardad la soberanía y la seguridad de la nación". Se observa, que, el régimen 

especifico en esta materia ha trascendido(aunque no ha descartado) los bienes que 
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general, el medio ambiente, la'propledad inmaterial, la salud colectiva. 

En todos esos casos, puede y suele haber actividad lesiva de organizaciones 

criminales. El terrorismo afecta o puede afectar la seguridad internacional, que 

también el narcotráfico lesiona o pone en peligro; este mismo constituye un problema 

de suma gravedad para la salud colectiva. La delincuencia organizada deteriora la 

buena marcha de la economía general y daña la particular de quienes participan en 

las relaciones económicas; igualmente pueden menoscabar los derechos derivados 

de la propiedad inmaterial. Determinadas conductas illcitas atentan contra la salud · 

del ambiente y por esta via comprometen el bienestar de los pueblos y el tuturo de la 

humanidad. Los secuestros sistemáticos, con propósito de lucro, afectan la libertad 

personal de los secuestrados y la paz publica. 

En la codificación penal es costumbre agrupar los tipos en función de los 

bienes jurídicos tutelados. Por lo que hace a los que se relacionan con la 

delincuencia organizada, sólo recordaré que el narcotráfico ( producción, tenencia, 

tráfico, proselitismo y otros actos en materia de narcóticos) figura bajo el rubro de 

delitos contra la salud; las asociaciones delictuosas, entre los illcitos contra la 

seguridad pública; la falsificación y alteración de moneda, como falsedad, es decir, 

entre los delitos que vulneran la certeza o confianza en determinados instrumentos 

de intercambio económico; el secuestro y el tráfico de menores se encuentran en el 

titulo sobre privación de libertad y otras garantlas, y el robo de . vehlculos, bajo el 

rubro de illcitos en contra de las personas en su patrimonio. Otros delitos vinculados 

con la organización criminal atienden a los propósitos servidos por las leyes 

respectivas en materia de armas, salud o población. 

Conviene tomar en cuenta objetivos manifestados por la iniciativa de Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada, que no fueron recogidos por el texto 

aprobado, aunque se hallan en la base de éste. Dijo el articulo 1 del proyecto que las 

disp,osiciones de la ley atendian a la "finalidad de garantizar la seguridad pública y 

salvaguardad la soberanía y la seguridad de la nación". Se observa, que, el régimen 

especifico en esta materia ha trascendido(aunque no ha descartado) los bienes que 
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tradicionalmente fueron considerados en la elaboración de tipos delictivos que hoy se 

relacionan con las actividades de la delincuencia organizada, inclusive el que 

formalmente se halla más cerca de éste la asociación delictuosa. Es pertinente 

observar que de ese articulo 1 de la Iniciativa en comento se desprenden las razones 

para la construcción penal, que van más allá de la tutela de la salud pública o la 

salubridad general, que corresponde a los antiguos tipos sobre la producción y 

manejo indebidos de estupefacientes y psicotrópicos; o la protección de la libertad 

personal, que asocia alas figuras de secuestro trafico de menores; o la tutela de la 

propiedad privada, que se relaciona con el robo de vehiculos, y asi sucesivamente. 

El lugar central de la valoración legislativa para efectos de punición se 

ha desplazado; ahora se asigna a bienes que interesan a la nación, y cuya tutela 

constituye, de alguna manera, el escudo o envolvente protector de otros bienes 

colectivos o individuales. Por que en el trasfondo de los bienes de más amplia 

entidad, que son los mencionados, siempre están presentes ios del individuo, que 

sigue siendo el eje de las instituciones, el personaje central del derecho, la razón de 

ser del Estado. Obviamente se quiere ampararla seguridad y la soberania para que 

pueda proteger la vida, la salud el patrimonio y la familia de los individuos. 

La descripción tipica contenida en el artículo 2 de la ley en comento nos dice: 
1 

"Articulo 2º. - CuMdo tres o mil.s personas acuerden organizarse o se organicen para realizar. en fonna 
pennanente o reiterada. conductas que por si o unidas a otras.tienen como fin o resultado 
cometer alguno o algunos de los delito:t siguientes, serlin sancionados por ese sólo hecho 
como miembros de la delincuencia organizada: 

L- Terrorismo, previsto en el articulo 139, párrafo primero; contra la salud, previsto en los ar:tlculos 
194 y 195, párrafo primero; falsificación o alteración de moneda, previstos en los anlculos 234, 
236 y 237, todos del Código Penal Federal. 

11.· Acopio y tráfico de armas previstos en los anlculos 83bis y 84 de la Ley Federal de Annas de 
Fuego y Explosivos. · 

111.· Trafico de indocumentados. previsto en el articulo 138 de la Ley General de Población. 
IV.· Trrilico de órganos, previsto en los artlculos 461,462 y 462 bis de la Ley General de Salud. 
V.- J\saho. previsto en los articulas 286 y 287; secuestro, previsto en el articulo 366; tráfico de meno 

res. previsto en el articulo 366 ter, y robo de vehlculos. previsto en el anlculo 38 I bis del Código 
Penal para el Distrito Federal o en las disposiciones correspondientes de las legislaciones penales 
Estatales. 

La ultima frase del tipo penal en cuestión, acredita, que la delincuencia 
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organizada es un tipo penal· autónomo, no un agravante de los delitos c:Ometidos o 

que se pr~pone cometer la organización criminal, en efecto, se sanciona por si . 

misma, ~por ese s~lo hecho", y sin referencia ala cómislóny a la sanción de los 

delitos objetivo, la conducta descrita en el primer párrafo del a.Íilculo 2º. 

Es preciso tener en cuenta el texto anterior al analizar otras manifestaciones 

de la ley, como lo son, el primer párrafo del articulo 4 º('sin pe~uiclo de las penas que 

correspondan por el delito o delitos que se cometan, al miembro de la delincuencia 

organizada se le aplicaran las penas siguientes') y el primer párrafo del articulo 5º · 

('las penas a que se refiere el articulo anterior se aumentarán hasta en una mitad'), 

La redacción de éstos últimos preceptos se asemeja a la utilizada en otros casos 

para referirse a simples agravantes que determinan aumento en las sanciones 

consideradas para la conducta prevista en el tipo fundamental. Asl con sentido claro 

y directo de los trabajos parlamentarios respectivos y sus consideraciones, permiten 

llegar a una sola conclusión: la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada 

contiene un tipo autónomo de delincuencia organizada. 

Respecto a la incriminación de conducta este tipo no admite comisión culposa; 

invariablemente tiene carácter doloso, o dicho de otro modo, sólo puede ser 

sancionado(así, solo es delictiva la conducta) cuando el agente actúa con dolo.' Qbra 

dolosamente el que, conociendo los elementos del tipo penal, o previendo como 

posible el resultado típico, quiere o acepta la realización del hecho descrito por la 

ley', dispone el articulo 9º del Código Penal para el Distrito Federal. 

Es importante tener un marco de referencia para seguir examinando la figura 

tlpica descrita en el articulo 2º de la ley en cita, para ello se analizarán, los puntos de 

coincidencia y de diferencia entre las figuras de la delincuencia organizada y la 

asociación delictuosa, ya que ésta figura en esencia es el antecedente inmediato de 

aquella 

La asociación delictuosa, está prevista en el artículo 164 del Código Penal 

vigente en el Distrito Federal, en su primer párrafo, y a la letra dice: 'Al que forme 

parte de una asociación o banda de tres o más personas con el propósito de 
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delinquir, se le Impondrá por el sólo hecho de ser miembro de la asociación, prisión 

de cinco a diez años, y de cien a trescientos días de multa". En relación ccin esto, el 

tipo penal de delincuencia organizada: 

a) Asume y desborda la esencia de la organización criminal. que se halla en la 

asociación delictuosa, a saber. Agrupamlentó d~ Íres o más personas y 

propósito de delinquir 
. . . . . 

b) Abarca elementos aportados po/e1 .desarrollo jurisprudencia! o doctrinal, 

como la comisión permanente o reiterada. 

c) Incluye una vinculación caracterlsllca con delitos graves, cuyo elenco se 

fija de manera limitativa en la segunda parte del articulo 2º de la LFDO, 

que también se muestra, con variantes, en algunos códigos penales de 

estados de la república, como el de Tabasco, articulo 231, Morelos, 

articulo 244. 

d) Aporta otros datos que la singularizan: Asl, que las conductas de los 

sujetos "por si o unidas a otras" tengan •como fin o resultado" cometer 

"alguno o algunos" (bastaba con la primera expresión: alguno) 

El tipo contenido en el articulo 2' es a todas luces desmesurado. Se 

construye a partir de conjuntos inseparables; por una parte, la unión .. 

organización, actividad y finalidades; por la otra, la naturaleza de los delitos a los 

que esa unión se dirige. Mantiene la presencia de ciertos delitos graves(aunque nó 

todos los que tienen dicha calidad de acuerdo con la legislación ordinaria) como 

frontera para la justicia penal en esta materia. Si no se actualiza alguno de esos 

ilfcitos, no hay delincuencia organizada, aunque exista organización para la 

· delincuencia. De lo que se trata es de combatir ciertos delitos cometidos en forma 

organ,ízada, como lo recomienda la política criminal. 

· · El problema más grave que presenta el precepto tipificado por el articulo 2º de 

· la ley en cuestión, se encuentra en la parte inicial del mismo, cuando presenta 
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una alternativa; . ésta .. se . deduce claramente de la expresión disyuntiva :o'que 

utiliza la frase Inicial del precepto; 
-'.· .... ,·. 

• Que tres o más per~o~~s "acuerden organizarse" en cierta forma y para 

determinados On~~ o can ciertos resultados 

• ··. Que esa· mislri~s tr~i. o• niás · personas'se organicen" efectivame~te. en esa 

forma y con esos objetivos o resultado. 

En ambos casos, los sujetos serán sancionados por ese sólo hecho, como 

miembros de la delincuencia organizada. 

Por lo tanto, basta que los sujetos lleguen a un acuerdo deiictuoso para que 

incurran en el ilicito de delincuencia organizada, independientemente de que luego 

se organicen o abandonen su inicial proyecto delictivo. El mero acuerdo es ya un 

delito. No obstante la notoria importancia del asunto, la exposición de motivos no 

analizó en absoluto este aspecto de la sustitución del texto contenido en la iniciativa. 

De lo cual se deduce con absoluta naturalidad, que de éste articulo 2º 

constituye un grave agravio al principio general sobre responsabilidad delictuosa. El 

vigente articulo 13 del Código Penal para el Distrito Federal señala que son autores o 

participes del delito, y por ende responsables penalmente, entre otros sujetos, •los 

que acuerden o preparen su realización"(fracción 1). Sin embargo, no se entiende que 

el simple acuerdo apareje responsabilidad penal; para que la haya es preciso que 

exista un principio de comisión que vaya más allá de los actos preparatorios 

equívocos. La resolución manifestada no es punible, Como escribe Fernando 

Castellanos3; 'La idea criminosa aflora al exterior, surge ya en el mundo exterior, 

pero simplemente como idea o pensamiento exteriorizado, antes existente sólo en la 

mente del sujeto. La manifestación no es incriminable" 

Sin embargo el artículo 2º nos lleva a la desmesurada consecuencia de 

incriminar el mero acuerdo. Visto de esta manera se liga con el artículo 141 del 

Código Penal Federal, relativo a la conspiración, que menciona; Se sancionara 
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penalmente'a quienes resuelvan de concierto cometer uno o varios de los delitos del 

presente titulo(el primero del libro segundo del Código Penal Federal)y acuerden los 

medios de llevar a cabo su• 'determinación'. Ahora bien, en el supuesto de la 

delincuencia organizada el· requerimiento del tipo no abarca siquiera ese acuerdo 

sobre la estrategia o medios de comisión 

El tipo en cuestión, parece derivar directamente de la fórmula anglosajona de 

la Conspiracy, que no ha sido totalmente ajena a nuestro derecho ni lo es a otros 

sistemas, y· que se presenta según el Blasck"s Law Dictionary, cuando existe · 

acÚerdÓ entre algunas personas para realizar conductas delictuosas, Intentar hacerlo 

o invitar a que se realicen. 

Como consecuencia de la persecución penal de la delincuencia organizada 

como delito autónomo, por una parte, y de los restantes delitos cometidos por los 

miembros de la organización delictiva, por la otra, que implican acumulación de 

imputaciones y por consecuencia de sanciones. 

Es pertinente reflexionar sobre aquel sujeto que incurre en delito al participar 

en una organización delictuosa constituida como lo prevé el articulo 2º de la Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada. 

También delinque, sin duda alguna, quien toma parte en cualquiera de los 

delitos perpetrados por los sujetos que se organizan con esta finalidad ilícita. Por lo 

tanto, se viola el clásico principio de ne bis in idem, al sancionar al sujeto dos veces 

por el mismo hecho, ya que es una sola conducta, si la concebimos como lo apunta 

el maestro Castellanos Tena4 'Como el comportamiento humano voluntario positivo o 

negativo, encaminado a un propósito' 

J Fernando Castell:;nos Tena. Lineamientos elementales de Derecho Penal. Trigésima tercera edición. Editorial 
Porma, M~x1~0. \'l<>J pcty 285 
"Fernando C.1stellanl)S Tena 0¡>. cit. Pñg.149 
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11. EL ÓRGANO PERSECUTORIO 

El articulo 21 de la Constitución Política de los Estados,::Unidos Mexicanos, 

establece la atribución del Ministerio Público de perseguir delitos, eí referido articulo 

21 constitucional otorga por una parte una atribución al Ministerio Público la función 

investigadora auxiliado por una policía,( que de acuerdo al paquete de reformas 

presentada en el año de 1996,insustancial en lo que se refiere a este articulo 21,se 

refiere, a la denominación ministerial, judicial etc.), por otra una garantia para los 

individuos, pues sólo el ministerio público tiene conocimiento de un hecho · 

posiblemente delictivo, a través de una denuncia, una acusación o una querella, y 

tiene por finalidad optar en sólida base jurídica, por el ejercicio o abstención de la 

acción penal, no necesariamente ejercitar la acción penaL 

Por lo que, nuestro régimen penal, cuenta, a partir de la ley suprema, con 

disposiciones que establecen los órganos encargados de asumir las funciones 

procésales básicas; así hay norma sobre órganos de persecución y juzgamiento 

auxiliares de éstos, victimas y ofendidos, inculpados, defensores y asesores, 

instituciones para la ejecución de penas. No cambian los entes que intervienen en el 

procedimiento penal; para este efecto es irrelevante que se trate de un delito grave o 

de uno relativamente leve, que la sanción sea sumamente severa o benigna. 1 Por 

supuesto en un sistema federal hay planos jurisdiccionales diferentes: El federal y el 

local, cada uno con sus ordenamientos e instrumentos, 

La situación cambia cuando nos alejamos del sistema penal ordinario e 

ingresamos en los sistemas especiales o especializados, Aqui hay datos relevantes 

que imponen soluciones propias; entre éstas se hallan los órganos caracteristicos, 

sea para la persecución, sea para el juicio, o para ambos propósitos, 

De tai suerte, ei hecho de que el infractor sea menor de cierta edad trae 

consigo un sistema propio(antes tutelar; y desde 1991 penal, merced de la Ley para 

el Tratamiento de Menores Infractores), con órganos típicos para la investigación, la 

acusación, el Juicio y la ejecución 
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L calidad del agente como miembro de las fuerzas armadas y la naturaleza de 

su . conducta como Infracción a al disciplina de estas fuerzas, también apareja la 

construcción de un orden penal diferente: El fuero militar, castrense o de guerra. La 

circunstancia de que el comportamiento ilícito no encuadre en el tipo penal, sino en 

una figura administrativa, determinada intervención de órganos jurisdiccionales 

característicos, que actuarán conforme a reglas de procedimiento propias. La 

realización, por parte de ciertos funcionarios públicos, de conductas ilicitas que 

implican responsabilidad política, es el fundamento para el despliegue de un sistema · 

penal(lato sensu) en el que actúan órganos sui generis de acusación y conocimiento. 

Algo semejante ocurre en el supuesto de la delincuencia organizada, 

conforme a la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. En algunos países hay 

modificaciones en la organización judicial para conocer de estos delitos, aún no 

sucede tal cosa en México, pero aqul ya se dispone de una estructura diversa y 

especializada en el Misterio Público Federal, que ciertamente va más allá de la 

acostumbrada distribución del trabajo en secciones, mesas u oficinas. 

En la exposición de motivos de la iniciativa se dice que las instituciones 

encargadas de combatir la delincuencia organizada en México padecen una seri¡¡ de 

problemas: la falta de especialización, la impunidad, la falta de profesionalización de 

sus integrantes, la corrupción, la falta de coordinación y corresponsabilidad, y la falta 

de un sistema nacional de información'. 

La misma exposición de motivos atribuyó buena parte de la ineficiencia 

institucional en este orden de actividades, a la existencia de un marco legal 

relativamente rlgido, que impide a las instituciones actuar con la flexibilidad y eficacia 

contra un adversario más dinámico y eficiente'. Pero difícilmente se podrían atribuir a 

a la supuesta rigidez del marco legal muchos de los defectos que acarrean 

ineficiencia de las instituciones; asi mala selección de personal, impunidad, 

corrupción, impreparación. La flexibilidad que se menciona es, por lo menos, un 

concepto equívoco. Hubo un tiempo en que la Policía judicial Federal actuó con 
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extraordinaria flexibilidad; . el. mejo~ saldo de ese tiempo(C:uy~s co.nsecuenciasaún 

padecernos) ha sido la Comisión Nacional de los dérechos Humanos. 

La iniciativa postuló la creación de una Unidad Especlaliz~d.a,· a· I~ que • · 

también designa Unidad de élite, con suficiente y adecuado personal Y. inediospara 

cumplir su diflcil función. ·con una unidad asl planteada, sostl~n~ la ~·xJ;6~lcíÓl1, se 

tiene la firme intención de garantizar una adecuada aplicación de ·· 1a · · ley y 
consecuentemente, que se eviten los excesos y la arbitrariedad'. 

Lo anterior quedo plasmado en el artículo 8º de la ley en comento, y señala : 

'La procuraduría General de la República deberá contar con una unidad 

especializada en la investigación y persecución de delitos cometidos por miembros 

de la delincuencia organizada, integrada por agentes del Ministerio Público de la 

Federación, auxiliados por agentes dela Policia Judicial Federal y peritos'. 

Cuando la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada menciona al 

Ministerio Público de la Federación, se entere que se refiere a aquellos que 

pertenecen a la unidad especializada que este artículo establece. En el dictamen 

elaborado en la Cámara de Senadores, que fue la base para incorporar abundantes 

modificaciones en la iniciativa a esta ley, se hizo la necesidad de disponer, de 

personal excelente para la aplicación del nuevo ordenamiento. 'El objetivo es sencillo 

se dijo enfáticamente, instrumentos excepcionales, a cargo de agentes 

excepcionales, para fines excepcionales'. Es obvio que las altas calidades exigidas a 

estos agentes debieran requerirse de todos los integrantes del Ministerio Público, no 

puede oficializarse la división por categorias, fundadas en la excelencia y no sólo en 

la especialización funcional; esto traería consigo una procuración de justicia "de 

primera' y otra 'residual' o de 'segunda'.Por otro lado, convine señalar que esta 

división del Ministerio Público en dos sectores, vulnera el principio de unidad 

característico en la institución del Ministerio Público. corno lo apunta atinadarnente 

Manuel Rivera Sílva5
, cuando dice. "El Ministerio Público, aunque tiene, pluralidad de 

' Manuel Rivera Silva. El procedimiento Penal. VigCsimo tercera Edición Editorial PomJa. MC.xico, 1994, pdg. 
63 
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miembros, posee Indivisibilidad en sus funciones, en cuanto que todas emanan de 

una sola parte .. .". 

Es Importante destacar c¡ue desde la Ley Orgánica de la Procuraduria General 

de la República de 1983,que introdujo profundas modificaciones en la estructura de 

e:ia dependencia federal, se acostumbró a dejar al reglamento la creación de 

unidades administrativas y técnicas. Ahora la Ley Federal contra la Delincuenciá 

Organizada crea y destaca una institución., que tiene importantes funciones, por 

encima de otras unidades de la procuraduria. Hay casos en que el procurador y el · 

titular de la unidad especializada poseen atribuciones idénticas, con exclusión de 

otros funcionarios de alto rango, cerno son los subprocuradores. Eso ocurre a 

propósito de la solicitud de intervención de comunicaciones privadas, que sólo puede 

ser formulada por el procurador o el titular de la unidad especializada. 

Esto confirma la fundación de un orden penal especifico, que tendera a 

distanciarse cada vez más del ordinario, ya que no se requiere de una ley para que el 

Ministerio Público erija unidades u oficinas internas; basta con las disposiciones 

reglamentarias. 

Por último, al no haber duda acerca de que en los términos del artfculp 21 

constitucional corresponde solamente al Ministerio Público, auxiliado por la policía, 

investigarlos delitos a través de la averiguación previa y ejercitar la acción penal en 

contra de los inculpados. Tampocc hay duda acerca de la facultad que tiene el 

Ministerio Público de requerir el más amplio auxilio de otras autoridades con motiV{) 

delas averiguaciones que realice, y sobre la obligación que éstas tienen de auxiliarlo 

conforme a las disposiciones legales aplicables. En la practica es muy frecuente que 

el Ministerio Público solicite a otras autoridades el apoyo necesario para integrar las 

averiguaciones previas, apoyo que suele consistir en el suministro de elementos 

probatorios relacionados con los hechos que se investigan o con la participación en 

ellos de personas determinadas. 

Lo que no parece admisible en lo absoluto es que se obligue al Ministerio 
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Público a coordinase con otra autdrtdacl _pa;a Uevar a adelante, conjuntamente, 

determinada averiguación, es decir, para pre·p·~rár ~n común el ejercicio de la acción 

penal. Esto subvierte el sentido de. las funcÍ~n~¡·~uxiliares a cargo de las autoridades 

con respecto del Ministerio Públi~. y. de~de luegÓ Ignora que sólo a éste 

corresponde la Investigación y persecución de los delitos de acuerdo con el artlculo 

21 constituclonal. 

Con referencia a lo dispuesto por el articulo 1 o, el cual refiere que: 'A 

solicitud del Ministerio Público de la Federación, la Secretaria de Hacienda y Crédito · 

Público podrá realizar auditorias a personas físicas o morales, cuando existan 

Indicios suficientes que hagan presumir tundadamente que son miembros de la 

delincuencia organizada". Es obvio que el texto es ambiguo y oscuro, ya que sólo los 

individuos son miembros de la delincuencia organizada, es decir , incurren en el 

delito asl denominado; No podría decirse lo mismo de las personas morales, aún 

cuando los delincuentes se valgan de ellas para sus actividades criminales. Además, 

el precepto no indica qué efectos pueden acarrear dichas auditorias desde el ángulo 

exclusivamente fiscal. 

Esto viene a colación a propósito de la extraña disposición del artículo 9º de la 

ley que analizo, y que dispone: "Cuando el Ministerio Público de la Feder!\ción 

investigue actividades de miembros de la delincuencia organizada relacionadas con 

el delito de operaciones con recursos de procedencia ilicita, deberá realizar su 

investigación en coordinación con la Secretaria de Hacienda y Crédito Público'. Una 

cosa es que esta dependencia tenga atribuciones para formular querella en 

determinadas hipótesis de operación con recursos de procedencia ilícita, que pueda 

suministrar datos por las atribuciones que ejerce el sistema financiero o que tenga 

interés institucional en conocer situaciones que afecten la recaudación fiscal, y otra 

es que la averiguación previa de todos estos delitos se deba hacer en forma 

coordinada por el Ministerio Público y la Secretaria de Hacienda. Difícilmente se 

puede sostener la constitucionalidad de ese artículo 9º. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 
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111, INTERVENCIÓN DE COMUNICACIO,NES P~IVADAS. 

En este somero análisis/la lógicá nos exig~ tmencuadre.del tema a partir de 

establecer los conceptos invoc3d~s como tema de estudio, po~. i~ du~1;:e1 Diccionario 

de la Real Academia Españolanos proporciona los siguientes sig~~~clQ's. 

Comunicación: Unión que se establece entre ciertas cosas, tal~~'como mares 

pueblos, casas o habitaciones mediante pasos, crujias, escaleras, vlas, canales, 

cables y otros recursos. 

Privado: Que se ejecuta a vista de pocos, familiar y domésticamente, sin formalidad 

ni ceremonia alguna. Particular y personal de cada uno. 

Es indiscutible que la protección del derecho sólo tiene lugar para los valores 

fundamentales de la sociedad. El propio maestro Garcla Maynez6 escribió. 'Cuando 

se asevera que el derecho ha sido instituido para el logro de valores, con ello se 

indica(en lo que el mismo atañe) un elemento estructural de todos los órdenes: su 

finalidad. Este elemento como los demás que señala la definición propuesta en la 

sección 1 del capitulo primero, pertenece a la esencia de lo Juridico, ya que no 

podríamos llamar derecho a un orden orientado hacia los valores como la justici~. la 

seguridad y el bien común, para no mencionar ahora sino los fundamentales." 

Lo que en este punto interesa en primera instancia, es conocer que debe 

entenderse por valor jurídico, para estar en condiciones de concluir si las 

comunicaciones y lo privado, pueden sustentar ese rango. 

Sobre el concepto de valor, recuérdese el interesante diálogo sostenido entre 

· . Sócrates, Nielas y Laques sobre el tema y en el cual, se pudo establecer la distancia 

.. ·"entré ·1a concepción del valor como aptitud humana para la guerra y el valor como 

· ~virtud general7 

''Eduardo García Manynez. Filosofia del Derecho. Oct.wa Edición. Editorial Pomia. México, 1996, páginas 413 y 
414 
'Platón. Dialoyos. Vig~simo Tercera Edición. Editorial Pomia México, 1993, paginas 56 y 57 
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Sin embargo, a. efecto de establecer un concepto accesible, recurro a la 

. calificada opinión· del Doctor Abelardo Rojas Roldán, quien considera a los valores 

·· 'jurldicos'como ' Entes Ideales, en la medida que a ellos mismos no se les identifica 

como objetos concretos observables en la realidad, por que no son conductas ni 

. objetos flsicos; sin embargo tienen una existencia objetiva innegable como 

cualidades que presentan algunas conductas y algunos objetos. Son el calificativo 

positivo que atribuimos a determinadas situaciones .. Son objetos Ideales que tienen 

como principio, medio y fin nuestro esplritu. Los .valores son criterios mediante los 

cuales distinguimos entre lo bueno y lo ~alo, entre iO justo y lo injusto, entre la paz y · 

la violencia, entre el orden y el desorden. Son una forma de manifestarse las cosas y 

las conductas por'virtud de la cual decidimos si algo es más o menos valioso o bien 

si es anlivalioso, para los efectos de una vida Intima y social, armoniosa y 

equilibrada" 8 

De lo anterior, es fácil advertir que las comunicaciones privadas, no 

constituyen por si, valores jurídicos, pero forman parte de las cosas que deben tener 

Justicia y esta última, si constituye un valor jurldico. 

Cabe recordar que en el año de1996 fue reformada la ley suprema, en 

diversos aspectos en materia penal. Dicha reforma provino de dos iniciativas, ambas 

presentadas el 18 de marzo, la primera, referente al tema en análisis, presentada por 

el ejecutivo y numerosos legisladores de diversos partidos pollticos, y regida por el 

tema de la delincuencia organizada, solicitó cambios en los artículos 16, 21, 22 y 73. 

La segunda, también, presentada por el Presidente de la República, propuso 

reformar la fraeción 1 del articulo 20 constitucional, para enfrentar en mejores 

términos la delincuencia urbana y, está vinculada con propuestas planteadas por la 

Procuradurla General de Justicia del Distrito Federal, aquella se asoció con los 

trabajos preparatorios realizados por la Procuraduria General de la República, con el 

propósito de darle sustento constitucional a la Ley Federal contra la Delincuencia 

Organizada, cuya iniciativa se presento en la misma fecha. Las dos iniciativas de 

)1 Cit por. Gabriel ltcgino Criminalia Academia Mexicana de Ciencias Penales Ed Pomia MCxico, IQ'>6, p.ig 
128 
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cambio constitucional fueron objeto de un s~lo dict~merÍ el 1 º de abril. 

Por lo anterior, analizo desde un punto de vista muy particular, dicha reforma 

que en la exposición de motivos que precedió a la iniciativa, se mencionó que 'la 

delincuencia organizada es, sin duda, uno de los problemas más graves por los que 

atraviesa México y toda la comunidad mundial'; se puso de manifiesto, asimismo, 

que entre las manifestaciones de esa delincuencia destaca el narcotráfico; se hizo 

ver la evolución de la criminalidad y la creciente eficacia de ésta frente a los medios 

tradicionales de control estatal. 

En el mismo documento quedó constancia de que al ponerse a consideración 

de la sociedad una posible legislación especial de la materia, se observaron 

reacciones diversas por parte de diferentes sectores sociales, encontrándose entre 

ellas un gran número de consideraciones criticas, fundamentalmente en el aspecto 

constitucional de ciertas medidas. 

Por lo cual primero analizaré algunos aspectos sobresalientes de la enmienda 

constitucional, pensada como señale antes, para favorecer la expedición de la Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada, verdadero objetivo de la reforma 

normativa de 1996. 

Las circunstancias en que se ha desarrollado la historia contemporánea de 

México, pueden considerarse como dificiles, debido principalmente a la perenne 

crisis económica. En materia polltica y criminal, la intervención de las 

comunicaciones privadas es tan habitual, que los actores de cada campo, buscan la 

manera de evitar las escuchas, en tanto que el materialismo tecnológico ofrece a 

unos y a otros, los mayores adelantos para intervenir y para evitar intervenciones. 

Considerando que la llamada delincuencia organizada ha utilizado diversos 

sistemas de comunicación para coordinar sus operaciones, el Ejecutivo consideró 

necesario reformar la constitución, para autorizar la intervención de las 

comunicaciones privadas. El término tan amplio, se decidió para abarcar todo el 
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género que sobre la materia se puede presentar(telefonla convencional, celular, 

radio, mensajería, paquetería, té/ex, fax,. correo electrónico, etc.) 

La Iniciativa enviada a la Cámara de Diputados por el Presidente Ernesto 

Zedilío, pretendía que dicha intervención sólo se autorizara tratándose de delitos 

graves y en caso de delincuencia organizada. En dicha iniciativa, se pretendió 

Incluso, la colocación de aparatos de registro ambiental, como son los micrófonos; 

esta Intención, representaba una serie de dificultades, como el hecho de que· la 

autoridad que los colocara, debería hacerlo en la clandestinidad y de manera furtiva " 

para evitar que los sujetos de la intervención, no lo supieran; pero para el caso de 

acceder a una oficina, establecimiento u hogar, deberian contar con la respectiva 

autorización judicial. 

Cuando la iniciativa llegó a Ja Cámara de Diputados, rápidamente se 

establecieron dos posiciones: La primera, que sostenla que una reforma al artículo 

16 de la Constitución General de la República, resultaba innecesaria, si se atendía al 

primer párrafo del mencionado artículo que dispone 'Nadie puede ser molestado en 

su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de ma~damiento 

escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 

procedimiento". En consecuencia, según esta posición, al autorizar la misma oarta 

magna los actos de molestia en la persona y en el domicilio, mediante escrito 

fundado y motivado, la intervención de comunicaciones privadas podría realizarse 

apegándose a este mandato federal. 

La segunda posición, alertó sobre la necesidad de autorizar de manera 

expresa, esta facultad a fin de evitar interpretaciones equívocas. Triunfó esta última, 

aun cuando no obtendrá su finalidad de evitar distorsiones. 

La Cámara de Senadores, después de variar el dictamen de la Cámara de 

Diputados, aprobó la minuta que, de acuerdo al procedimiento previsto en el artículo 

105 de Ja Constitución Federal, fue revisada por los congresos Estatales para su 

ulterior aceptación y final publicación ocurrida el 3 de julio de 1996, para quedar de la 
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. . 
género que sobre la materia se puede presentar(telefonla convencional, celular, 

radio, mensajerfa, paquetería, télex, fax,, correo electrónico, etc.) 

La Iniciativa enviada a la Cámara de Diputados por el Presidente Ernesto 

~edillo,. pretendia que dicha intervención sólo se autorizara tratándose de delitos 

; graves• y en caso de delincuencia organizada. En dicha iniciativa, se pretendió 

incluso, la colocación de aparatos de registro ambiental, como son los micrófonos; 

esta Intención, representaba una serie de dificultades, como el hecho de que la 

autoridad que los colocara, debería hacerlo en la clandestinidad y de manera furtiva • 

para evitar que los sujetos de la intervención, no lo supieran; pero para el caso de 

acceder a una oficina, establecimiento u hogar, deberían contar con la respectiva 

autorización judicial. 

Cuando la iniciativa llegó a la Cámara de Diputados, rápidamente se 

establecieron dos posiciones: La primera, que sostenla que una reforma at articulo 

16 de la Constitución General de la República, resultaba innecesaria, si se atendia al 

primer párrafo del mencionado articulo que dispone "Nadie puede ser molestado en 

su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 

escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 

procedimiento". En consecuencia, según esta posición, al autorizar la misma oarta 

magna los actos de molestia en la persona y en el domicilio, mediante escrito 

fundado y motivado, la intervención de comunicaciones privadas podría realizarse 

apegándose a este mandato federal. 

La segunda posición, alertó sobre la necesidad de autorizar de manera 

expresa, esta facultad a fin de evitar interpretaciones equívocas. Triunfó esta última, 

aun cuando no obtendrá su finalidad de evitar distorsiones. 

La Cámara de Senadores, después de variar el dictamen de la Cámara de 

Diputados, aprobó la minuta que, de acuerdo al procedimiento previsto en el artículo 

105 de la Constitución Federal, fue revisada por los congresos Estatales para su 

ulterior aceptación y final publicación ocurrida el 3 de julio de 1996, para quedar de la 
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manera siguiente: Las comunicaciones privadas son Inviolables. La ley sancionará 

penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacla de las mismas. 

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que 

faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa 

correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. 

Para ello, la autoridad competente, por escrito, deberá fundar y motivar las causas 

legales de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la 

misma y su duración. La autoridad federal no podrá otorgar estas autorizaciones 

cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o 

administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor. 

Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y limites previstos en las 

leyes, Los resultados de las intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de 

todo valor probatorio. 

Con esta reforma, la comunicación privada en general, y ya no sólo la de 

correo, alcanza el grado de garantía individual, al establecer que aquella es 

inviolable. 

Surge la inquietud del porqué el legislador tan sólo permitió que la autoridad 

judicial federal, sea la que conozca de las peticiones para intervenir 1una 

comunicación privada. ¿Es acaso que en México, existen diversos tipos de 

justicia?.¿EI propio Estado desconfía de la capacidad de los jueces de primera 

instancia o del fuero común, y por ello, prefiere apoyarse en la autoridad judicial 

federal?. La respuesta es simple, como lo señale al inicio de este apartado, el objetivo 

de la enmienda constitucional en discusión era favorecer y sustentar la expedición de 

la Ley Federal contra la delincuencia Organizada. 

Esto resulta interesante, si atendemos a que son dos los tipos de autoridades 

que, de acuerdo a esta reforma, pueden solicitar la autorización: 

1. Cualquier autoridad federal, que determine la ley. 

2. El titular del ministerio Público de la entidad federativa correspondiente. 

. ¡. ·; ll~ f.J (). ¡;¡A,;: 1~ 
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Respecto de la primera, se puede pensar en el Procurador General de la 

República, necesariamente. Pero es posible que la ley secundaria, en este caso , la 

Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, permita que se realice esta petición, 

hasta por un Agente del Ministerio Público Federal. 

En el segundo caso, se permite que tal petición la formule el Procurador de 

Justicia de un Estado. Insisto: ¿Por qué la constitución limita, en el caso de los 

Estados, a que tan sólo el Procurador realice la petición? .Además¿ Acaso no· 1a 

Iniciativa estaba enfo~da al ataque de delitos federales, cometidos por la ' 

delincuencia organizada, como el narcotráfico?. En consecuencia, la intervención de 

las comunicaciones privadas, también se podrá autorizar tratándose de los delitos del 

orden común. 

Los requisitos constitucionales de la petición de intervención de la 

comunicación privada, son los siguientes: 

1. Que se formule por escrito. 

2. Que se funde y motive las causas legales de la solicitud. 

3. Que se exprese el tipo de intervención. 

4. Los sujetos de la misma. 

5. Su duración. 

Respecto de los dos primeros requisitos, debe decirse que el proceso penal, 

es escrito y no oral; además que, el legislador, temeroso de crear un estado fascista, 

Impone por tercera vez y en un mismo articulo, una obligación a la autoridad, de 

fundar y motivar, no obstante que el primer párrafo del articulo 16 ya lo menciona. La 

segunda vez en que lo hace el articulo en cita. es en lo relativo a la obligación de 

fundar y motivar las órdenes de detención libradas por el ministerio Publico. Pero, en 

el caso reviste una situación especial. Al fundar la autoridad competente una petición 

de autorización de intervención, considero que no habrá problema. Pero sí al 

momento de motivarla. ¿ Bastará una denuncia para solicitarla y concederla?. 

¿Bastará una simple sospecha?. ¿Un simple informe de policía judicial, podrá dar 
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lugar a una Intervención?. 

El tercer requisito, consiste en manifestar el tipo de intervención, lo que desde 

luego, significa que la autoridad deberá precisar al poder judicial federal, el objeto a 

Intervenir: Teléfono, fax, radiocalizador, correspondencia, etc. 

El cuarto requisito, se refiere a precisar los sujetos de la materia de la 

Intervención, lo que dará lugar a serias discusiones, sobre todo, cuando la autoridad 

investigadora, desconozca inclusive, los nombres de las personas cuya 

comunicación desee intervenir. 

El quinto requisito es el manifestar el tiempo de duración, que la Constitución 

no establece ni limita, pues ello será labor del legislador secundario, quien antes que 

nada, deberá ponderar el tiempo que estime prudente para una investigación y, por 

otra, no permitir intervenciones perennes que dejen al ciudadano en un estado de 

incertidumbre, acoso y molestia. 

Esta intervención, tiene excepciones en las siguientes materias: 

a) Electoral 

b) Fiscal 

c) Mercantil 

d) Civil 

e) Laboral 

f) Administrativo y 

g) Las comunicaciones del detenido con su defensor. 

Lo anterior, nos remite necesariamente a concluir que las intervenciones sólo 

se realizarán en la materia penal. Pero aqul existe una omisión trascendental. Como 

lo puntualice al inicio de esté apartado, la iniciativa presidencial estaba orientada a 

obtener la autorización de la intervención de la comunicación privada, para, obtener 

un elemento más en contra de la delincuencia organizada. Al no ser asl, en cualquier 
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delito, en cualquier caso, la autoridad podrá pedir la Intervención de la comunicación 

privada. 

Otra de las aristas juridicas que presenta esta reforma, es la relativa al valor 

probatorio de las Intervenciones. Tratándose de objetos fácticos como los 

documentos o la paqueteria, no existe problema respecto de su naturaleza. Pero 

tratándose de la intervención de llamadas telefónir.as; ¿qué tipo de prueba 

constituirán en el proceso penal nacional?. ¿Documental? ¿Testimonial? ¿Confesión 

calificada divisible? Además, en el caso deque se transcriba y se ofrezca como • 

documental, ¿cómo se perfeccionará? ¿A través de una pericial en fonometria? ¿Y si 

el probable responsable se resiste, se le puede obligar a hablar para la toma de la 

prueba?. 

Pero, acaso la más importante inquietud sobre esta reforma, es la relativa al 

control constitucional. Sabemos de la existencia de un medio previsto por la 

constitución, para evitar que las autoridades violen su contenido y que conocemos 

como juicio de amparo. La primer interrogante es ¿Procede el amparo contra la 

Intervención de una comunicación privada?. 

Es evidente que para la procedencia del amparo, debemos analizar prim~ro la 

existencia de un acto de autoridad y posteriormente, fa oportunidad procesal de su 

presentación. En el caso que nos ocupa, se trataría de una intervención autorizada 

por un Juez Federal y ejecutada por una autoridad investigadora y ejecutora 

respectivamente. El acto reclamado, lo constituirla precisamente la intervención de. la 

comunicación privada. La garantía violada seria el propio artículo 16 Constitucional y 

los conceptos de violación, se encaminarían a atacar la ausencia de alguna de los 

requisitos establecidos por la propia reforma. 

Pero no podremos reclamar los vicios en que hubiese incurrido la autoridad 

investigadora al solicitar la autorización, sino el razonamiento expuesto por la 

autoridad judicial federal para concederla. Aunque aquí resulta otro problema: Dada 

la naturaleza del acto, el quejoso no tendrá oportunidad de conocerla y en 
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consecuencia, no podré ·rebatirla Jurfdicamenta. Tendré conocimiento de la 

Intervención, ya por I~ !~discreción de un servidor público, por la audacia de su 

rep~es¿riÍante ~por la ~locación de scanners en sus sistemas telefónicos. 

'>:;·, ,:·co~~.·~edrata.da meterla penal, pero no es un acto que ataque la libertad 

· p~~~~¡;•J;J~''ei t~ffilino de su Interposición deberá estarse a la regla general del 

:artlcÜÍ6'2td~·I~ Ley de Amparo y que es de 15 dlas. Ahora, si la intervención dura 

'' t t~n ··sói~ ~n mes, el amparo no habrá sido resuelto para entonces y quedaré sin 

materia. La única oportunidad devolver a combatir esa intervención, será cuando se . 

promueva el amparo contra la orden de aprehensión, la formal prisión o la sentencia 

definitiva. Pero para entonces, el daño estará consumado. 

Ahora, la suspensión del acto reclamado, reviste otro tema de discusión. Una 

Intervención, que se da con el tiempo, es un acto de tracto sucesivo, que 

naturalmente es suspendible, pero legalmente no lo es. Lo anterior, porque los 

Jueces de control constitucional, seguramente negaran esta medida cautelar, 

apoyándose en la fracción 11, del artículo 124,de la Ley de Amparo, al aducir que de 

concederse la suspensión, se estarían contraviniendo disposiciones de orden publico 

y se afectarla al interés social, toda vez que la sociedad está interesada en que se 

combata al delito. Me pregunto: 

¿Y si la persona es inocente? 

¿Qué pasará con su privacía? 

¿Quedará como rehén de una autoridad ineficaz? 

Lo dramático del punto que antecede, es de concluir que el Ejecutivo ha 

creado un instrumento de combate a la delincuencia que estará fuera del control del 

amparo, única institución confiable para los mexicanos. 

En consecuencia, podemos deducir sin temor a equivocarnos, que la Ley 

federal contra la Delincuencia Organizada, reglamenta en detalle el artículo 16 

constitucional, en lo referente a la intervención de comunicaciones privadas, sujetas 

a la decisión del juzgador. Por lo que sólo agregare algunos comentarios que 

83 



complementan este apartado. 

El articulo 16 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada nos dice: 

'Cuando de la averiguación previa de alguno de los delitos a que se refiere esta Ley 

o durante el proceso respectivo, el Procurador General de la República o el titular de 

la Unidad especializada a que se refiere el articulo 6º anterior, consideren necesaria 

la intervención de comunicaciones privadas, lo solicitarán por escrito al juez de 

distrito, expresando el objeto y necesidad de la intervención, los indicios que hagan · 

presumir fundadamente que en los delitos investigados participa algún miembro de la 

delincuencia organizada; asi como los hechos, circunstancias, datos y demás 

elementos que se pretendan probar." 

'Las solicitudes de intervención deberán señalar, además la persona o 

personas que será investigadas; la identificación del lugar o lugares donde se 

realizara; el tipo de investigación privada a ser intervenida; su duración; y el 

procedimiento y equipos para la intervención y, en su caso, la Identificación de la 

persona a cuyo cargo está la prestación del servicio a través del cual se realiza la 

comunicación objeto de la intervención". 

"Podrán ser objeto de intervención las comunicaciones privadas que se 

realicen de forma oral, escrita, por signos, señales o mediante el empleo de aparatos 

eléctricos, electrónicos, mecánicos, alámbricos o inalámbricos, sistemas o equipos 

informáticos, así como cualquier otro medio o forma que permita la comunicación 

entre uno o varios emisores y uno o varios receptores" 

El dictamen se propuso evitar las descripciones casuísticas que aparecían en 

la iniciativa, abarcándolas en una sola alusión genérica a 'comunicaciones 

privadas'.Asi ocurrió en el primer párrafo del articulo citado con anterioridad, pero el 

casuismo regresó en el tercer párrafo del mismo precepto. En efecto, es interesante 

observar que en los términos de la ley secundaria, que en este extremo no contraría 

las disposiciones de la ley fundamental, aquella intervención se extiende a todo 
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genero de comunicaciones privadas. La redacción es innecesariamente prolija; a 

propósito de las formas de comunicación, bastaba con la parte final del articulo: • 

cualquier( ... ) medio o forma que permita la comunicación ... •entre varias personas. 

Nótese, pues, que no sólo se trata dela intercepción y escucha de 

comunicaciones telefónicas o de la grabación de conversaciones directas como se 

suele decir; la norma va mucho más lejos. De una regla soore intervención de 

comunicaciones no es posible desprender una autorización para allanar más ámbitos 

de la vida personal, que no implican comunicación entre el sujeto al que se investiga • 

y otras personas. Lo admisible según el artículo 16 constitucional, que no debe 

desbordar la interpretación jurídica es 'cualquier comunicación privada'. La voz 

"comunicación' supone trato entre dos o más personas: Una o varias trasmiten el 

mensaje, y una o varias lo reciben. Para ello no se necesita que la transmisión se 

lleve a cabo por algún medio provisto por el desarrollo tecnológico. Dentro del 

supuesto enunciado por aquella expresión cabe también la simple conversación 

directa. 

En el género de comunicaciones personales, se halla incluida la 

correspondencia escrita o gráfica, clásica especie de la comunicación entre las 

personas, además, por supuesto, de la transmisión directa e inmediata. El penúltimo 

párrafo de propio articulo 16 constitucional indica que "la correspondencia que bajo 

cubierta circule por las estafetas ( conducto para la operación tradicional del sistema 

postal mexicano), estará libre de todo registro, y su violación será penada por la ley'. 

De lo anterior se deduce que coexiste una disposición especifica sobre 

determinado medio de comunicación privada (ese penúltimo párrafo del artículo 16)y 

otra genérica acerca del conjunto de las comunicaciones privadas. Prevalece la 

específica, que debió reconsiderar el legislador constitucional de 1996, pero no lo 

hizo. Por ello el régimen de intervenciones legitimas tiene un ex1raño limite en la 

propia constitución: No puede comprender el registro de la correspondencia que 

circule por las estafetas. 
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IV, DE LA DETENCIÓN Y RETENCION DE LOS INCULPADOS. 

Para los fines del procedimiento penal posee suma importancia la presencia 

del Inculpado en el sitio del proceso, al alcance del tribunal, habida cuenta que aqui 

no existe el juicio penal en rebeldia, Por ello la legislación procesal penal ha erigido 

un amplio arsenal de medidas tendientes a ese objetivo. En rigor, los instrumentos 

cautelares del sistema penal sirven a dos propósitos fundamentales: Asegurar la 

presencia del Inculpado, y por ende la ejecución de la sentencia, y preservar los 

intereses patrimoniales del ofendido. Todo el aparato cautelar se construye en torno 

a esas finalidades. 

Entre las figuras cautelares figura el arraigo, que implica una limitación al 

derecho público subjetivo del libre tránsito, reconocido por el articulo 11 

constitucional. Así, la norma suprema advierte que el ejercicio de aquel derecho 

•estará subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los casos de 

responsabilidad judicial o civil ... '. 

En el enjuiciamiento civil, el arraigo se resuelve, a petición de parte, cuando 

existe temor de que se ausente u oculte una persona contra quien deba entablarse o 

se haya entablado una demanda; su propósito es impedir que el arraigado abamfone 

el lugar del juicio sin dejar apoderado o representante que pueda intervenir en aquél 

y afrontar sus consecuencias. Esta caracterización del arraigo civil no es 

completamente aplicable al penal, puesto que en éste lo que interesa es que el 

inculpado comparezca ante su juez; es irrelevante que disponga de apoderado, en 

virtud de que muchos actos procésales penales son personalísimos, y desde luego la 

ejecución de la condena sólo puede recaer sobre el inculpado y sus bienes. 

Generalmente se ha entendido que arraigar es disponer que una persona 

quede dentro de cierta circunscripción territorial, que corresponde al ámbito 

jurisdiccional espacial del tribunal respectivo. El arraigado puede moverse a 

discreción dentro de ese ámbito, a condición de no salir de él. Esto mismo se ha 

entendido en lo que respecta al arraigo dispuesto por la justicia penal, sea en el 
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curso de la averiguación pr~v;a, a solÍ~itud del Ministerio PubUco, habida cuenta que 

no puede ordenarlo el mismo, porque el artículo 11 constitucional no lo faculta para 

ello, sea en el desarrollo del proceso mismo. 

La exposición de motivos de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada 

menciona entre las cuestiones procésaies importantes que ésta contiene, el 'arraigo 

domiciliario para la debida integración de la averiguación previa'. Ese documento 

hizo remisión a las normas correspondientes en el Código Federal de Procedimientos 

Penales, y al hacerlo pasó por alto que en aquel momento éste no contenía • 

disposiciones acerca de la especie 'domiciliaria'. En el dictamen se abordó también 

este asunto, ponderando la pertinencia de establecer'el objetivo preciso del arraigo 

domiciliario que puede ordenarse, con el objeto de hacer más rorta su duración y no 

dar lugar a cuasi detenciones .. :. Este temor del legislador estaba plenamente 

justificado, como ha probado la experiencia: El arraigo domiciliario es más que una 

'cuasidetención"; es una flagrante detención que contraviene los principios del 

procedimiento que disponen los artículos 11, 16 y 19 constitucionales. Estos han 

querido sujetar la detención lo más rigurosamente que sea posible, a la pronta 

decisión jurisdiccional sobre la situación jurídica del inculpado; el arraigo domiciliario 

lleva el asunto por otra vía. 

1 

El articulo 12 de la ley que analizo se refiere al arraigo. En 1996 tal disposición 

parecía innecesaria, puesto que el artículo 133 bis del Código Federal de 

Procedimientos Penales regulaba suficientemente la materia, todavía en forma 

congruente con los principios constitucionales del enjuiciamiento penal, salvo que se 

tuviese en mente alguna idea novedosa en tomo al arraigo que permitiera distinguir 

entre una forma ordinaria y una variante especial en materia de arraigo, como. en 

efecto sucedió. 

La Ley Federal contra la Delincuencia Organizada en el artículo 12 indica que 

el juez podrá dictar, a solicitud del Ministerio Público federal y considerando las 

características del hecho imputado y las circunstancias personales del inculpado, 'el 

arraigo de éste en el lugar, forma y medios de realización señalados en la solicitud .. ." 
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En ese momento, él articulo 133 bis del Código Procesal Federal no se referia a 

'lugar, forma y medios de realización', porque habla sido redactado bajo el concepto 

de que el arraigo consiste en la simple prohibición de abandonar el lugar del juicio. 

Parecla obvio, pues, que el autor de la Ley Federal contra la Delincuencia 

Organizada efectivamente tenla en mente otra forma de entender el arraigo, más 

estricta y en todo caso diferente de la acostumbrada. Esto quedaba de manifiesto en 

la exposición de motivos y en el dictamen: Se trataba de una modalidad advenediza 

del arraigo domiciliario, muy diferente de la figura que bajo ese nombre recogió la · 

Procuradurla del Distrito Federal, hace varios años, mediante acuerdo del titular, 

figura que se Incorporarla en el Código de Procedimientos Penales del Distrito 

Federal por reformas del 26 de diciembre de 1981. 

Para decidir el punto, se reelaboró de plano el artículo 133 bis del Código 

Federal de Procedimientos Penales, mediante reforma publicada el B de febrero de 

1999, para incorporar a la ley la nueva y atentatoria modalidad del arraigo, reforzada 

con disposiciones de Derecho penal sustantivo. La norma penal procesal dice hoy 

que el juzgador, a requerimiento del Ministerio Publico, podrá 'decretar el arraigo 

domiciliario o imponer la prohibición de abandonar una demarcación geográfica sin 

su autorización, a la persona en contra de quien se prepare el ejercicio de la ac¡ción 

penal, siempre y cuando exista el riesgo fundado de que se sustraiga de la acción de 

la justicia'. Como se ve, hoy queda explicita la diferencia entre el arraigo tradicional, 

ahora llamado 'prohibición de abandonar una demarcación geográfica', y la 

novedosa, ilegitima y embozada forma de detención, calificada de 'arraigo 

domiciliario'. En la norma queda de manifiesto que esta detención procede cuando 

se está preparando el ejercicio de la acción penal, y justamente para los fines de esa 

preparación. En consecuencia, se detiene para investigar. Sucedió lo que mucho se 

temía, es decir , la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada habia 'infectado a 

la legislación ordinaria. Los desaciertos del enjuiciamiento especial en torno a la 

delincuencia organizada comenzaban a tener carta de naturalización en el 

enjuiciamiento ordinario. 
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En ese momento, el articulo 133 bis del Código Procesal Federal no se refería a 

'lugar, forma y medios de realización", porque habla sido redactado bajo el concepto 

de que el arraigo consiste en la simple prohibición de abandonar el lugar del juicio. 

Parecia obvio, pues, que el autor de la Ley Federal contra la Delincuencia 

Organizada efectivamente tenia en mente otra forma de entender el arraigo, más 

estricta y en todo caso diferente de la acostumbrada. Esto quedaba de manifiesto en 

la exposición de motivos y en el dictamen: Se trataba de una modalidad advenediza 

del arraigo domiciliario, muy diferente de la figura que bajo ese nombre recogió la • 

Procuraduría del Distrito Federal, hace varios años, mediante acuerdo del titular, 

figura que se incorporaria en el Código de Procedimientos Penales del Distrito 

Federal por reformas del 26 de diciembre de 1961. 

Para decidir el punto, se reelaboró de plano el articulo 133 bis del Código 

Federal de Procedimientos Penales, mediante reforma publicada el 6 de febrero de 

1999, para incorporar a la ley la nueva y atentatoria modalidad del arraigo, reforzada 

con disposiciones de Derecho penal sustantivo. La norma penal procesal dice hoy 

que el juzgador, a requerimiento del Ministerio Publico, podrá "decretar el arraigo 

domiciliario o imponer la prohibición de abandonar una demarcación geográfica sin 

su autorización, a la persona en contra de quien se prepare el ejercicio de la ac¡cíón 

penal, siempre y cuando exista el riesgo fundado de que se sustraiga de la acción de 

la justicia". Como se ve, hoy queda explícita la diferencia entre el arraigo tradicional, 

ahora llamado 'prohibición de abandonar una demarcación geográfica", y la 

novedosa, ilegitima y embozada forma de detención, calificada de 'arraigo 

domiciliario". En la norma queda de manifiesto que esta detención procede cuando 

se está preparando el ejercicio de la acción penal, y justamente para los fines de esa 

preparación. En consecuencia, se detiene para investigar. Sucedió lo que mucho se 

temía, es decir , la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada habla 'infectado a 

la legislación ordinaria. Los desaciertos del enjuiciamiento especial en torno a la 

delincuencia organizada comenzaban a tener carta de naturalización en el 

enjuiciamiento ordinario. 
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Como bien se sabe, ese arraigo, de engañosa denominación no suele ocurrir 

en el domicilio del arraigado, sino en algún lugar señalado por el Ministerio Público. 

La opinión pública conoce la amplia difusión que han tenido aplicaciones 

escandalosas de esta figura, que el arraigo se ha llevado adelante en Inmuebles 

dispuestos para ese fin por el Ministerio Público, e incluso en cuartos de hotel. En un 

tiempo, estos sitios eran vistos con grande y grave preocupación; se trataba de 

'casas de seguridad' de la policla; existlan al margen de la ley y a su pesar, hoy son 

parte de una practica legalizada. 

El apoyo penal sustantivo al que hice mención, se localiza en el nuevo párrafo 

final del articulo 178 del Código Penal, también oriundo de la refonna de 1999, que 

penaliza la insumisión al arraigo. Al respecto, dice ' Al que desobedeciere el mandato 

de arraigo domiciliario o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica, 

dictados por autoridad judicial competente, se le impondrán de seis meses a dos 

años de prisión y de diez a doscientos dlas multa". El abusivo desacierto es patente, 

sobre todo si se recuerda que la ley penal mantiene a salvo de punición la simple 

evasión de preso. 

Por lo cual no es admisible a la luz del artículo 11 constitucional el arraigo 

domiciliario. Una cosa es la restricción de tránsito, que permite al arraigado cir~ular 

en un ámbito territorial más o menos amplio, y otra la obligación de permanecer en 

cierto domicilio. Lo primero corresponde, indiscutiblemente, a la. figura del arraigo 

como ésta se ha entendido siempre; en cambio, lo segundo se aproxima ala 

detención, porque implica que el supuesto arraigado debe permanecer en 

determinado inmueble, o en una sección o dependencia de éste (piénsese, por 

ejemplo, en un edificio de departamentos, en un hotel o en una unidad habitacional ) 

que no puede abandonar libremente. 

En la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, la extravagante 

detención denominada arraigo puecie durar hasta noventa días ( articulo 12 ). En la 

legislación procesal penal correspondiente al tiempo en que fue expedida la ley en 

comento, el arraigo ortodoxo ( limitación al tránsito, sin privación de libertad ) se 
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desarrollaba en dos etapas de treinta dias cada una, cuando ello fuese necesario. En 

la nueva regulación procesal ordinaria, ya contaminada, el arraigo domiciliario o la 

prohibición de abandonar una demarcación geográfica se prolongaran por el tiempo 

estrictamente indispensable, no debiendo exceder de treinta dias naturales, en el 

caso del arraigo, y de sesenta dias naturales, en el de la prohibición de abandonar 

una demarcación geográfica' (articulo 133 bis del Código Federal de Procedimientos 

Penales). 

Sin Ignorar, por supuesto, la ventaja y utilidad que pudiera prestar un verdadero ' 

arraigo domiciliario, realizado en el domicilio del indiciado, durante un breve período, 

cabe preguntarse: El arraigo que se prolonga sesenta o noventa días, ¿no es ya una 

detención, o puesto en otros términos, una semidetención, para utilizar la misma 

palabra que empleo el dictamen del senado, cuando dijo que no debla ocurrir esto, 

pero creó las condiciones para que ocurriera?. 

V. DEL ASEGURAMIENTO DE BIENES SUSCEPTIBLES DE DECOMISO 

Cuando el Ministerio Público de la Federación considere que existen indicios 

suficientes que hagan presumir fundadamente que una persona es miembro de la 

delincuencia organizada, la representación social de la Federación podrá disponer, 

previa autorización judicial, el aseguramiento de los bienes de dicha persona, asi 

como de aquellos, respecto de los cuales ésta se conduzca como dueño, quedando 

a cargo de sus tenedores acreditar la procedencia legitima de los mencionados 

bienes, en cuyo caso deberá ordenarse levantar el aseguramiento. 

En el caso de que existan indicios suficientes que hagan presumir 

fundadamente que hay bienes que son propiedad de un miembro de la delincuencia 

organizada, o de que éste se conduce como dueño, podrán asegurarse con 

autorización judicial previa, pero si se acredita su legitima procedencia deberá 

ordenarse levantar el aseguramiento. 
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Dicho aseguramiento puede realizarse en cualquier momento de la 

averiguación previa o del proceso, quedando los bienes asegurados a disposición del 

Juez de la causa, previa determinación del Ministerio Público de la Federación de las 

medidas provisionales necesarias para su conservación y resguardo, sin perjuicio de 

lo señalado en los articulos 40, 41y193, último párrafo, del Código Penal Federal y 

181 del Código Federal de Procedimientos Penales, quien durante el proceso tomará 

las determinaciones que correspondan para la supervisión y control de los bienes 

asegurados conforme a las disposiciones de la ley Federal contra la Delincuencia · 

Organizada. 

La administración de los bienes asegurados por el Ministerio Público de la 

Federación y en su caso, la aplicación y destino de los fondos que provengan de 

dichos bienes, será determinada por el Servicio de Administración, que es un órgano 

desconcentrado de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público previsto en e el titulo 

IV de la 1 ley Federal para la Administración de Bienes Asegurados decomisados y 

abandonados. 

lo anterior, es lo que nos dice el capitulo quinto, del litulo segundo, de la Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada. Lo cual no es más que la consecu¡¡ncia 

de las reformas y adiciones hechas al articulo 22 constitucional, en 1996 y 1999, a la 

parte final del segundo párrafo y la adición de un tercero respectivamente. Por lo 

que, es menester analizar dichas reformas, que pretenden dar sustento y legalidad, a 

la confiscación disfrazada de decomiso, además de invertir la carga de la prueba, .a 

todo aquel presunto participe de una organización criminal. 

El articulo 22 constitucional, en su segundo párrafo señala:'No se considerará 

confiscación de bienes la aplicación total o parcial de los bienes de una persona 

hecha por la autoridad judicial, para el pago de responsabilidad civil resultante de la 

comisión de un delito, o para el pago de impuestos o multas. Tampoco se 

considerará confiscación el decomiso que ordene la autoridad judicial, de los bienes, 

en caso del enriquecimiento 11icito, en los términos di articulo 109; ni el decomiso de 
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los bienes propiedad del sentenciado, por delitos previstos como de delincuencia 

organizada, o el de aquellos respecto de los cuales éste se conduzca como dueño, si 

no se acredita la legitima procedencia de dichos bienes. 

La exposición de motivos de la reforma correspondiente al articulo 22, en 

1996, pondera las .conexiones entre delincuencia organizada y bienes de 

procedencia illcita. Cita experiencias internacionales y posiciones nacionales, y no 

deja de referirse al programa sobre crimen organizado y drogas del Buró Federal de 

lnvestigaciones(FBI) de los Estados Unidos de América. 

La iniciativa de reforma constitucional manifestaba, tras conservar la alusión a 

otros supuestos ya previstos en el precepto, que 'tampoco se considerará 

confiscación, el decomiso de los bienes a una persona, o el de aquellos respecto de 

los cuales ésta se conduzca como dueño, si al ser sentenciada como responsable de 

delincuencia organizada no acredita la legitima procedencia de dichos bienes'. El 

texto aprobado indica 'que no se considerara confiscación ( ... ) el decomiso de los 

bienes propiedad del sentenciado, por delitos de los previstos como de delincuencia 

organizada, o el de aquellos respecto de los cuales éste se conduzca como dueño, si 

no acredita la legitima procedencia de dichos bienes. 

1 

Parece claro que, por lo que toca al ámbito de validez material y subjetiva del 

precepto en este punto especifico, que la sanción corresponde a quien ha sido. 

sentenciado por el iilcito de delincuencia organizada, que ya existe en la ley penal 

mexicana. No basta con que el sujeto se halle sujeto a proceso (situación que puede 

aparejar, por lo pronto, el aseguramiento de bienes), ni es suficiente con que se le 

acuse de otros delitos, que la ley asocia al tipo penal de delincuencia organizada, si 

éstos se realizan en forma de delincuencia organizada punible bajo el nuevo título 

delictivo. 

El mayor problema que presenta esta enmienda estriba en que se invierte la 

carga de la prueba, inversión que luego se agravarla en el tercer párrafo de este 

mismo articulo. En lo sucesivo no será el Ministerio Público quien, para los fines de la 
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averiguación ·previa y en ejercicio de la acción penal, deberá demostrar el origen 

ilícito de los bienes, a efecto de que se aplique la sanción correspondiente como 

consecuencia jurldica de un delito atribuido a cierta persona y comprobado por quien 

tiene la carga probatoria de las Imputaciones. Será el inculpado quien deberá 

acreditar el origen licito de bienes sobre los que existe una sospecha que motiva el 

aseguramiento, primero y el decomiso, después. Pese a la obvia necesidad de 

razonar la iniciativa desde este ángulo, mucho más que desde otros, la exposición de 

motivos guardó un absoluto silencio al respecto. 

Con esto se echa por la borda el debatido principio que presume inocentes a 

todas las personas mientras no se demuestre su culpabilidad y supedita las 

sanciones a dicha demostración, que corre a cargo del órgano estatal acusador. Lo 

que ahora ocurre es exactamente lo contrario; se presume la responsabilidad del 

inculpado; para liberarse de esta presunción, se le atribuye la carga de la prueba 

favorable. 

Para justificar el método de afectación de bienes utilizados por el nuevo texto 

constitucional no bastarle con decir que es indispensable desposeer al delincuente 

de bienes mal habidos, y que para ello conviene actuar a todo trance, habida cuenta 

de las caracterlsticas del crimen organizado y de las complicaciones inherent~s a 

una desposesión ortodoxa. 

Este argumento puede parecer espectacular y persuasivo, y hasta resultar 

convincente por motivos que van más allá del marco jurídico y de los bienes y 

valores que éste custodia. 

Sin embargo, tómese en cuenta que las actividades de la delincuencia 

organizada no son las únicas de naturaleza muy grave, que causen grandes daños o 

peligros a la sociedad y despierten reacciones muy vivas y bien motivadas. Hay que 

pensar por ejemplo, en homicidios calificados, violaciones tumultuarias, o bien en 

fraudes generalizados que privan de bienes a muchas personas de escasos 

recursos y proveen a los delincuentes con cuantiosos rendimientos. La misma lógica 
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ápllcada al artlculo 22 llevad~ a la conclusión de. aí~étar de la manera más diligente 

la libertad y el real o supuesto patrimonio de los probables delincuentes. 

La parte relativa a los bienes de terceros, respecto de los cuales el inculpado 

se conduce como dueño, parece sugerir que en estos casos la única prueba que 

impedirla el decomiso es la relativa a la legitima procedencia de los bienes; no 

bastaria con que el tercero demostrase que es él(y no el sujeto inculpado) quien 

realmente ejerce los derechos de un propietario, y que el desempeño de éstos por 

parte del inculpado es solo aparente. 

La reforma de 1999 agregó un tercer párrafo al artículo 22 que ha sido blanco 

de diversos comentarios. Esta norma se halla en una conocida y comprensible linea 

de medidas; sea como medio para privar a los delincuentes de los recursos illcitos de 

que disponen, ya como medio para delinquir, o como resultado de sus actividades, 

la intención es plausible, como lo es cualquier acción encaminada a reducir el poder 

del crimen y combatir sus consecuencias, Pero, el Estado de Derecho debe de elegir 

armas idóneas para alcanzar los justos objetivos que se propone. Ni en ese punto ni 

en otros puede prevalecer la regla de que el fin justifica los medios. 

Por lo que, el nuevo párrafo del articulo 22 se refiere a dos asuntos, 1que 

pueden ser deslindados. El primero, relativo al llamado 'abandono" de bienes, atañe 

a los procedimientos penales en general, independientemente de delito real o 

supuestamente cometido por los inculpados. El segundo se relaciona única y 

exclusivamente con los procedimientos en tomo a la delincuencia organizada, y e¡i 

este sentido colinda con lo expuesto en los párrafos anteriores. 

La primera oración del tercer párrafo señala que 'no se considerará 

confiscación la aplicación a favor del estado de bienes asegurados que causen 

abandono en los términos de las disposiciones aplicables". Aqul rigen dos 

condiciones: que se trate de bienes asegurados, por una parte. y que éstos 'causen 

abandono" conforme a disposiciones legales, por la otra. 
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La alusión al aseguramiento implica que ciertos bienes, que normalmente se 

hallarian a disposición de su dueño o poseedor, o de otras personas por decisión de 

aquellos, quedan sustraídos a esta disponibilidad y sujetos a la autoridad del estado, 

con el propósito de atender determinadas finalidades; preservar la materia de la 

ejecución, garantizar una reparación, inmovilizar objetos, etc. Regularmente, el 

aseguramiento es temporal y está condicionado a la decisión que resuelva, en 

definitiva, el destino de los bienes. Por ello en la especie aparecen tres actos de 

autoridad, por lo menos: El que dispone el aseguramiento, el que encomienda el bien 

al cuidado de cierto órgano o persona y fija el marco para su desempeño, y el que ' 

dispone la titularidad final y el destino del objeto. 

Después de referirse al abandono de bienes, el tercer párrafo del articulo 22 

constitucional aporta normas sobre delincuencia organizada, específicamente, 

tomando en cuenta que el segundo párrafo contiene prevenciones sobre esta 

materia, se advierte que en el articulo 22 hay tres referencias al tema que ahora nos 

ocupa. La primera referencia fue objeto de snálisis en el apartado anterior, y se 

refiere a los casos en que existió proceso por delincuencia organizada, que culminó 

en sentencia condenatoria; la afectación corresponde(previa sentencia penal 

condenatoria} a bienes cuyo propietario es el propio sentenciado, o aquellos respecto 

de los cuales éste se conduzca como dueño(aun cuando la titularidad domi(lical 

corresponda a otras personas}, sino acredita la legitima procedencia de los mismos. 

La segunda referencia constitucional aparece formulada así en el tercer 

párrafo del articulo 22: ' La autoridad Judicial resolverá que se apliquen a favor del 

Estado los bienes que hayan sido asegurados con motivo de una investigación o 

proceso que se sigan por delitos de delincuencia organizada, cuando se ponga fin a 

dicha investigación o proceso , sin que se haya un pronunciamiento sobre los bienes 

asegurados'. Esta es una disposición esencialmente material y sancionatoria, aun 

cuando, no exista ilícito penal, administrativo o de cualquier otro carácter que se 

pudiera relacionar precisamente con esos bienes, e incluso con alguna 

responsabilidad delictuosa del desposeído o expropiado. 
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Conviene señalar, que el sistema que el sistema instituido por esta norma 

excluye el establecido genéricamente por los artículos 20 y 38 de la Ley Federal para 

la Administración de Bienes, Asegurados, decomisados y Abandonados, de 1999. El 

20 señala, como es natural, que cuando el Ministerio Público resuelva el no ejercicio 

de la acción penal, los bienes asegurados serán devueltos a quien tenga derecho a 

ello ... •; y el 38 estatuye, de manera pertinente, que procede la devolución de los 

bienes asegurados en los casos siguientes: 

l. En la averiguación previa, cuando el Ministerio Público resuelva el no 

ejercicio de la acción penal, la reserva, o se levante el 

aseguramiento, de conformidad con las disposiciones aplicables. 

11. Durante el proceso, cuando la autoridad judicial no decrete el 

decomiso o levante el aseguramiento, de conformidad con las 

disposiciones aplicables 

La parte citada del articulo 22 contiene una solución diferente para los casos 

de delincuencia organizada. 

La tercera referencia constitucional se concreta en este texto, con el que 

concluye el tercer párrafo; 'La resolución judicial se dictará previo procedimien~o en 

el que se otorgue audiencia a terceros y se acredite plenamente el cuerpo del delito 

previsto por la ley como delincuencia organizada, siempre y cuando se trate de 

bienes respecto de los cuales el inculpado en la investigación o proceso citados haya 

sido poseedor, propietario o se haya conducido como tales, independientemente de 

que hubieran sido transferidos a terceros, salvo que éstos acrediten que son 

poseedores o adquirientes de buena fe". He aqui una norma esencialmente procesal, 

sobre el método para arribar a la aplicación de bienes a favor del estado. 

Es increible el argumento utilizado en la iniciativa de esta reforma 

constitucional, en el sentido, de que, la figura propuesta, no tenia carácter penal; 

constituiría de tal suerte, una figura desposesoria o expropiatoria, ajena al Derecho 

penal. Al respecto, se manifestó lo siguiente: ·Es importante precisar que esta nueva 
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< fig~ra es distinta e Independiente de la responsabilidad penal. No se trata de una 

pena que se imponga al delincuente por la comisión de un delito, ya que para ello 

· ' . existe el decomiso. Más bien se trata de una acción de que dispone el Estado para 

que, una vez demostrada la relación causa-efecto entre el bien y los elementos 

objetivos del delito, se transfiera su propiedad en beneficio de la sociedad'. 

El argumento carece de sentido, porque, la figura que ahora analizamos se 

sustenta en una serle de supuestos que la vinculan clara y dinectamente con la 

materia penal, a tal punto que en ésta(y nunca fuera de ella) se localizan sus ' 

fundamentos, además de que la privación de bienes es en si misma, una medida 

sancionatoria. Dlficiimente se hallarla diferencia entre esa privación y el decomiso. 

La liga penal de la figura examinada resulta, notoriamente, de que el 

aseguramiento se hizo con motivo de un procedimiento penal(averiguación previa o 

procedimiento) y de que se acreditó plenamente el cuerpo del delito de delincuencia 

organizada. La referencia a la materia penal se asocia precisamente con 

delincuencia organizada; en un lugar se habla de investigación o proceso que se 

sigan "por delitos de delincuencia organizada", y en otro se menciona la 

comprobación plena del "cuerpo del delito previsto por la ley como delincuencia 

organizada". En suma ningún procedimiento por delito que no sea delincu1V1cia 

organizada desencadena esta medida. Es verdad que está vinculada con el propósito 

de cometer ciertos delitos, que también existen por si mismos (terrorismo, secuestro. 

trafico de Indocumentados, etc.), pero en todo caso éstos no se confunden con la 

delincuencia organizada, ni se incorporan a ella, ni mucho menos la absorben. 

La figura analizada previene que la aplicación de bienes a favor del Estado 

ocurrirá •cuando se ponga fin a dicha investigación o proceso, sin que haya un 

pronunciamiento sobre los bienes asegurados'. Lo que significa que la resolución 

conclusiva de la averiguación(el ejercicio o no ejercicio de la acción penal)nada 

dijeron sobre los bienes asegurados, o que nada dijo sobre ellos la sentencia judicial 

que se dicta al concluir el proceso(absolución o condena en primera instancia, si no 

hay apelación, o segunda instancia, de ser el caso). 
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Del tercer párrafo de ésÍe articulo 22, ·se deducen tres posibilidades: 

1, Que. no hubo ejercicio de la acción penal (porque si la hubo, los 

bienes quedarán sujetos al pronunciamiento judicial) y en la 

determinación correspondiente nada se dijo sobre los bienes 

asegurados, no obstante que el no ejercicio implicarla la devolución 

de éstos al pleno derecho del propietario. 

2. Que hubo sentencia condenatoria ( que debió resolver sobre los • 

bienes que se hallaban a disposición del juez, vinculados a la causa), 

pero ésta no dispuso sobre tales bienes, sea para decomisarlos, sea 

para liberarlos. 

3. Que hubo sentencia absolutoria, pero ésta guardó silencio acerca de 

los bienes asegurados. 

Es menester notar, que, de éste, párrafo tercero, se desprende la posibilidad 

de que una autoridad judicial disponga la aplicación de bienes a favor del Estado en 

cualquiera de las tres hipótesis mencionadas. Se dice una 'autoridad', y no la 

autoridad que intervino en el proceso, porque ésta no existió cuando el ministerio 

Público se abstuvo de ejercitar la acción, y porque la que conoció de la causa, lln el 

caso en que hubo proceso y éste culmina con sentencia condenatoria o absolutoria, 

ha perdido jurisdicción al ejercerla en la sentencia y no puede dictar otras 

decisiones(como no sea la aclaratoria de sentencia, la condena condicional o la 

sustitución de pena) que abarquen puntos desatendidos en aquella. 

Es absurdo pensar, como se deduce del párrafo anterior, de que, una vez 

concluido un proceso, se permita, la apertura de otro, ante diversa autoridad judicial, 

para ventilar cuestiones que debieron resolverse en aquél; esto es, el nuevo juez 

enmienda la plana al anterior o subsana sus deficiencias. 

Enseguida, el tercer párrafo, señala la forma de arribar a la medida de 

aplicación de los bienes en favor del Estado: 'La resolución judicial se dictará previo 
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procedimiento en el que se otorgue audiencia a terceros y se acredite plenamente el 

cuerpo del delito previsto por la ley como de delincuencia organizada'. Reflexionando 

está parte del artículo 22, bien podría deducirse, que nos remite al nuevo juicio de 

acreditación plena del cuerpo del delito, que indudablemente debió ser tema del 

juicio anterior, en el que se dicto sentencia sin disponer del destino de los bienes 

asegurados, lo anterior nos lleva a una serie de cuestiones que no tienen sentido, y 

que habría que preguntarse; ¿se tomará en cuenta lo establecido en el proceso 

anterior?. El nuevo juez, ¿se convierte en tribunal penal sobre los hechos ya 

conocidos por el primero?. Si en el primer procedimiento judicial se consideró que no • 

estaba acreditado el cuerpo del delito, ¿el segundo podrá resolver otra cosa?. Si así 

fuera, esta resolución judicial, seria contradictoria de una sentencia previa, e incluso 

violatoria del principio ne bis idem, por lo tanto, podría ir más allá de la aplicación de 

los bienes, algo totalmente violatorio de garantías 

En el supuesto del párrafo tercero, la relación entre el sujeto sancionado y los 

bienes aplicados al Estado no se vincula (como en cualquier decomiso de carácter 

penal) con una conducta ilícita de éste que se hubiese proyectado sobre los bienes: 

a titulo de huellas, Instrumentos, objeto o rendimientos. Basta con que el inculpado 

en la averiguación o el proceso(contra el cual no se ejercitó la acción ni se dictó 

sentencia condenatoria, por ser ajeno al delito que se le investigaba o juzgaba, q por 

que el hecho mismo no existió)haya sido poseedor o propietario de los bienes, o se 

hubiese conducido como tal. No importando las caracterlsticas de la posesión o. 

propiedad respecto al tiempo, a la legitimidad. etc. Basta con tan sumarios elementos 

y resolución a priori, para resolver la aplicación de bienes a favor del Estado. 

Lo que resulta del análisis, del tercer párrafo del articulo 22, es que existe 

una sanción que no se sustenta en un hecho delictuoso y culpable del sancionado; 

se vulneran los principios nulla poena sine crimen y nulla poena sine culpa; así como 

el de presunción de inocencia. 

El Decomiso y el aseguramiento, están regulados en los artículos 4 parte final, 

29 y 30 respectivamente de la ley que se examina. 
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En el dictamen se hizo referencia al decomiso a partir de la innegable 

necesidad de afectar a fondo y de veras los cuantiosos recursos económicos de las 

organizaciones criminales, pero sin analizar la fol'1"1a adecuada de hacerlo y las 

implicaciones estrictamente jurídicas de la via adoptada. Tuvo razón el dictamen en 

lo primero, pero ignoró lo segundo, al decir que si se aprobaba la propuesta en 

materia de decomiso dicha sanción se convertiria'en una de particular importancia'; 

esto será asi, 'ya que una de las fortalezas de la delincuencia organizada es la gran 

cantidad de recursos materiales y financieros que manejan, por lo que despojarlos de · 

ellos será de vital importancia para su erradicación'. 

La primera de las referencias sobre la materia en la Ley Federal contra la 

Delincuencia Organizada consta en el articulo 4, cuando advierte, en la parte final, 

que en todos los casos mencionados por ese precepto 'se decomisarán los objetos 

instrumentos o productos del delito, asi como los bienes propiedad del sentenciado y 

aquellos respecto de los cuales éste se conduzca como dueño, si no acredita la 

legitima procedencia de tales bienes'. 

La sanción de decomiso no parece ser la consecuencia juridica de una 

conducta punible, es decir, de un hecho delictuoso efectivamente cometido, p~r el 

sentenciado, sino solo de cierta característica de éste. Es asi, porque la conducta 

punible es la correspondiente a cualquiera de los delitos enumerados en el articulo 2, 

en tanto que el decomiso viene a ser un efecto de la condición de reo de aquellos 

delitos, aunque no se hubiere probado que cometió alguno a propósito de los biene,s 

de los que se le priva 

La construcción juridica de la pena de decomiso(consecuencia de fondo, que 

resuelve la sentencia) da lugar a que se instituya un régimen cautelar para 

asegurarla efectividad de la condena. Por lo tanto, el articulo 30 permite el 

aseguramiento precautorio de los bienes a los que pudiera referirse el decomiso. 

Corresponde al Ministerio Publico solicitar la medida al tribunal resolverla., 

100 



cuando 'existan elementos suficientes que hagan presumir fundadamente que hay 

bienes propiedad de un miembro de la delincuencia organizada, o de los que éste se 

conduce como dueño. 

El dictamen senatorial referente a los bienes, señaló: Que no se trata de 

bienes producto de la comisión de un delito o que fueron Instrumento del mismo, sino 

que, se refiere a otro tipo de bienes, relacionados con las actividades de toda una 

organización criminal" éstos pueden constituir "grandes volúmenes de bienes 

muebles o inmuebles, por lo que la intervención del Poder Federal, ésta por demás · 

justificada' . 

Pero el artículo 29 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada no 

hace este género de discriminaciones; habla solo de bienes de una persona a la que 

se presume miembro de la delincuencia organizada. Esta expresión tan genérica, sin 

deslinde con respecto a otro tipo de objetos que pertenezcan al infractor o respecto 

de los cuales éste se conduzca como dueño, puede dar lugar a dudas acerca de que 

en qué casos el Ministerio Público puede disponer el aseguramiento y en cuáles 

otros debe solicitarlo al juzgador. El artículo 31 determina que el aseguramiento 

podrá realizarse en cualquier momento de la averiguación previa o el proceso. 

Al optarse por el aseguramiento de bienes susceptibles de decomiso 

dispuesto por el juzgador y no por una autoridad administrativa, se hizo evidente, que 

no se confía en ésta, y lo dice el dictamen del Senado: se señalo 'que de esta forma 

se evitarán los excesos que caracterizan actualmente el manejo de este tipo de 

bienes, ya que para nadie es un secreto que algunos funcionarios aprovechen para 

su beneficio personal y bajo ningún control, el uso de estos bienes. El caso más 

reciente y sonado es el de Nuricumbo, el cual hasta la fecha es prófugo de la justicia. 

Es de concluirse que tanto el artículo 22 constitucional en su párrafo segundo 

y tercero, asi como los artículos 4 en su parte final, 29 y 30 de la Ley Federal contra 

la Delincuencía Organizada (éstos son consecuencia de aquél), arteramente 

invierten la carga de la prueba con respecto de los bienes del inculpado e inclusive 
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de terceros, lo que se opone frontalmente a la asediada presunción de inocencia. En 

virtud de que el Inculpado debe de acreditar la legitima procedencia de esos bienes 

cuestionados, esto es, tiene que probar que figuran en su patrimonio por una causa 

legítima y conforme a un título licito, demostración que en otros casos 

correspondería al Ministerio Público(al analizar procesalmente la situación de los 

productos del delito, por ejemplo), y que tendrán que hacer también los terceros 

propietarios, para evitarse una expropiación injusta, aunque el precepto no les 

concede expresamente esta facultad, que no es sino una garantía elemental 

dispuesta por el artículo 14 de la constitución. 

VI. DE LA COLABORACIÓN EN LA PERSECUCIÓN DE LA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA 

El régimen de sanciones es la pieza más delicada del sistema penal, junto con 

la descripción de conductas punibles. En ella se reflejan los intereses, las 

preocupaciones, las convicciones de la sociedad, a las que sirve el aparato 

persecutorio del Estado. Al menos esto es lo que debiera de ocurrir. 

Cuando se fija determinada sanción como consecuencia de cierto delito, es 

porque se ha ponderado cuidadosamente la lesión que éste causa a un bien jurídico, 

a partir de ahí, el proceso de individualización judicial atiende a la equidad ~ara 
alcanzar la justicia del caso concreto. También es esto lo que debiera suceder. 

A la luz de estas consideraciones hay que ponderar cualquier movimiento en 

la punición, por obra de la ley, petición del acusador o decisión del juzgador. En este 

orden de cosas entran en juego los sistemas de atenuantes y agravantes, perdón y 

arbitrio judicial, sustitutivos de la sanción privativa de la libertad, etc. También hay 

que considerar aqui los principios de legalidad y oportunidad, con su doble 

proyección: sustantiva y procesal. 

Bajo el régimen de legalidad, el legislador es quien estima qué conductas 

deben ser sancionadas a título de delitos. Establecido el imperativo legal, los 

apiicadores sólo deben cumplir la voluntad de la ley; si no lo hacen, incurren ellos 
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mismos en una conducta ilicita y punible. Esto significa que una ves satisfechos los 

extremos legales para~el ejercicio de la acción penal, el Ministerio Público debe hacer 

la eonslgnaclón del Inculpado ante el juez correspondiente. También implica que 

acreditada la comisión de un delito y la responsabilidad de su autor, el tribunal debe 

aplicar la sanción que corresponda conforme a las previsiones de la propia ley. 

En cambio bajo el sistema de oportunidad, como lo se.ñala Manuel Rivera 

Silva9
: ·se inspira en la idea de que para el ejercicio de la acción penal no basta que 

se den los presupuestos necesarios, sino que es preciso que los órganos . 

competentes lo reputen conveniente, previa valoración del momento, las 

circunstancias, etc• Es decir, que bajo el sistema de oportunidad se permite al 

Ministerio Público (o a la autoridad que practique la investigación y tenga a su cargo 

el ejercicio de la acción) resolver sobre la conveniencia o inconveniencia de instar el 

proceso penal, a la luz de consideraciones políticas, sociales o morales que pudieran 

prevalecer sobre la estricta aplicación de la ley. En los mismos términos se faculta al 

juzgador. En suma, la decisión de la autoridad no está absolutamente preordenada 

por el legislador; éste deja cierto margen de discreción al ejecutor o aplicador de la 

norma para que resuelva sobre la oportunidad de aplicarla. Ciertamente el principio 

de legalidad ofrece mayores y más claras garantías a la sociedad en general y a la 

justicia penal. 

La exposición de motivos de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada 

se refiere con entusiasmo a la remisión parcial o total de la pena por colaboración 

eficiente de miembros de organizaciones criminales en la persecución .Y 

desarticulación(de la delincuencia organizada). La alusión es errónea, porque la 

remisión es una medida de la fase de ejecución penal, en tanto que la exposición de 

motivos se esta refiriendo, en este punto, a las 'quitas" penales en favor de los 

colaboradores durante el proceso. 

La exposición no dice una palabra sobre ventajas y desventajas de esta figura 

desde el ángulo de las funciones del Estado y de la ética pública. Igualmente omiso 

es el dictamen elaborado en la Cámara de Senadores, que no contiene ninguna 

alusión a este importante asunto. Se limita a describir, sin análisis, las propuestas 
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legislatlvás, y al cabo dice que 'el otorgamiento de estos beneficios no puede ser 

, automático". y por ello sostiene que debe sujetarse a la valoración del juez, 

Considerando los términos de los articules 51 y 52 del Código Penal, asl como la 

gravedad delos delitos cometidos por el colaborador. 

La Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, perrneada por el 

enjuiciamiento penal anglosajón, admite generosamente la negociación entre la 

autoridad y los delincuentes colaboradores. La idea misma de colaboración o 

cooperación preside benevolencia penal que decide dicha ley. Esta colaboración se . 

presenta especlficamente en relación con el Ministerio Público. Expllcitamente, el 

articulo 36 se refiere al caso de 'quien colabore con el Ministerio Público de la 

federación', lo que debe traeiucirse, habida cuenta del penúltimo párrafo del articulo 

8, como colaboración con la oficina de la procuraduría a cargo del sistema 

persecutorio de la delincuencia organizada. 

Los medios para captar el auxilio de los delincuentes pueden ser diversos; la 

ley, presidida del pragmatismo, no dice nada al respecto. Sin embargo, para la 

mirada más superficial resulta evidente que en la penumbra de las investigaciones se 

organizará un régimen de acuerdos a despecho de los valores inherentes dela 

justicia penal. Eso mismo se advierte al observar que la colaboración pebe 

traducirse, para alcanzar la eficacia que ella esperan el Estado y el propio reo, en el 

procesamiento y hasta la condena de otros protagonistas de la delincuencia 

organizada (articulo 35). 

Los descuentos penales se localizan en los articules 35 y 36 de la Ley Federal 

contra la Delincuencia Organizada, que el legislador debió redactar con más 

acuosidad y correlacionar cuidadosamente; no lo hizo y el resultado de la omisión es 

una regulación confusa que obliga a ensayar diversas interpretaciones. 

El eje del trato entre el Estado y el colaboraaor es la prueba. Si éste 

suministra pruebas útiles, se hará acreedor a los descuentos penales. Se alude a la 

autoinculpación del colaborador, pero esta expresión sólo encierra la mitad de la 
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prueba: Aquélla en que el sujeto admite su participación en hechos delictuosos. Si la 

probanza se contrae a esta admisión, resulta insuficiente para el órgano de 

persecución y no beneficia al Indiciado, por lo que se quiere es el suministro de otros 

elementos, que deben ~aliarse en la segunda mitad de la prueba; datos incrimina 

torios de sujetos diferentes, que se proveen a través del testimonio del colaborador, 

asl las cosas, éste tiene doble carácter en el procedimiento; el de declarante que 

confiesa y el declarante que rinde testimonio; confesante y testigo. 

Habida cuenta de las caracterlsticas del testigo, el Ministerio Público y el • 

tribunal probablemente enfrentarán a delicadas cuestiones en la valoración del 

testimonio, que no recoge la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, sino se 

suscitan por la aplicación de las reglas generales acerca de e~te punto que provee el 

articulo 289 del Código Federal de Procedimientos Penales(así como el 255 del 

Código Adjetivo Penal para el Distrito Federal). Por lo que, para apreciar la 

declaración de un testigo el tribunal deberá tomar en cuenta factores tales como los 

siguientes:"Que por su probidad, la independencia de su posición y antecedentes 

personales, tenga completa imparcialidad"(fracción 11); y 'Que el testigo no haya sido 

obligado por fuerza o por miedo, ni impulsado por engaño, error o soborno. El 

apremio judicial no se reputará fuerza'(fracción V). En vista de lo anterior, es 

evidente la trasgresión a los más elementales principios de valoración de la prue1>¡3. 

En su primer párrafo del articulo 35 habla de miembros de la delincuencia 

organizada que presten 'ayuda eficaz para la investigación y persecución de otros 

miembros de la misma". Los descuentos que en tal virtud ocurren, se producen 

gracias a la benevolencia negociada en diversos momentos y circunstancias; durante 

un tiempo incierto anterior a la investigación formal del delito; en ocasión de la 

averiguación previa; durante el proceso, o en oportunidad de la ejecución penal. 

El caso más evidente de retraimiento penal por obra de la benevolencia 

negociada, se encuentra en la fracción 1 de aquel articulo. Aqui existe efectivamente 

un delito, lo sabe la autoridad y es posible acreditarlo en un procedimiento formal, 

pero la autoridad se abstiene completamente de proceder en contra del infractor. Es 
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esto lo que se plantea cuando la ley dispone que en caso de que no exista 

averiguación previa en contra de cierta persona, 'los elementos de· prueba que 

e porte o se deriven de la averiguación previa inÍciada por su eolal::i~ració~. no serán 

tomados en cuenta en su contra'. Aparece pues, una ·~spe~i~ de i~dulto a priori 

concedido por el Ministerio Publico, puesto que el caso no ha llegado a la 

consideración del juzgador. 

Por supuesto, la disposición de esta fracción 1 en eG inconsecuente con el 

régimen constitucional acerca del ejercicio de la acción, según resulta del artículo 16 

y dela interpretación que ha prevalecido sobre esta norma, tanto en la etapa en que 

se aludió a los elementos del tipo, como ahora con el cuerpo delito. En suma, el 

ejercicio de la acción supone la comprobación de los elementos del cuerpo del delito 

y de la probable responsabilidad. Acreditados estos extremos, se debe formular ante 

el tribunal la pretensión punitiva que corresponda a los hechos probados, lo cual se 

hace por conducto de la acción penal. No hay norma constitucional que dispense al 

ministerio Público (órgano del Estado de Derecho) de actuar conforme a las 

atribuciones que le confiere el artículo 21. 

El Ministerio Público, concede un tratamiento favorable que solo corresponde, 

en estricto rigor constitucional, al congreso dela Unión. La Constitución atribuxe a 

éste la potestad de'conceder amnistías por delitos cuyo conocimiento pertenezca a 

los tribunales de la federación(artículo 73,fracción XXll).Recordando que la amnistía, 

es un medio de extinción dela responsabilidad penal, extingue la acción penal y las 

sanciones impuestas, en los términos de la ley que se dictare concediéndola, y si n9 

se expresaren, se entenderá que la acción penal y las sanciones impuestas se 

extinguen con todos sus efectos, con relación a todos los responsables del 

delito(artículo 92 del Código Penal). Obviamente, la fracción 1 del multicitado artículo 

35 dela Ley Federal contra la Delincuencia Organizada implica precisamente que se 

extinga la acción penal. 
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Vil DE LAS REGLAS PARA LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA Y DEL PROCESO 

La Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, en el titulo tercero, 

contiene, normas sobre la prueba misma, su empleo licito, su admisión en el 

procedimiento, su eficacia en éste. 

En el articulo 40 se dice que para la comprobación de los elementos del tipo 

penal y la responsabilidad del agente, 'el juez valorara prudentemente la imputación 

que hagan los diversos participantes en el hecho y damas personas involucradas en·' 

la averiguación previa'. No tiene por qué restringirse a la hipótesis que este articulo 

aborda(la apreciación del testimonio)aquella referencia al tipo y a la responsabilidad, 

es obvio que todas las pruebas y el régimen general de valoración probatoria se 

dirigen a dichos temas: acred~ación de los elementos del tipo y la responsabilidad 

del inculpado, puesto que el procedimiento penal integro sirve para ese objetivo: 

acreditación o desacreditación. 

El adverbio 'prudentemente" sobra aqul; o bien, no debiera reducirse tampoco 

al supuesto del testimonio, sino extenderse en general al sistema de valoración, que 

debe hallarse en el Código de procedimientos y no en una ley especial. Digo que 

aqul esta de mas el adverbio, en virtud de que la recomendación de prud~cla 

parece ociosa; no se debe esperar del juez otra actitud. 

La mención directa a la valoración de las imputaciones que hagan los 

participantes en el hecho y las demas personas involucradas en la averiguación 

previa(estas ultimas, no participantes en el hecho; se trata entonces, de los testigos y 

encubridores), obedece a la intención del legislador, que perdió terreno entre la 

iniciativa y el dictamen, de conferir o reconocer un valor adicional al testimonio de los 

coautores, cómplices y encubridores. En efecto el artículo 46 de la iniciativa contuvo 

esta inaceptable expresión: para comprobar los elementos del tipo y la probable 

responsabilidad, "tendré particular importancia la imputación que hagan los diversos 

participantes en le hecho y demás personas involucradas en la averiguación previa". 
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La frase fua menos concluyente de lo que pudieron desear sus autores; tener 

particular Importancia no implica necesariamente poseer fuerza determinante; quedó 

un espacio en la potestad de análisis de las probanzas, examen que pudiera 

conducir al desecamiento de aquellas declaraciones o a la reducción de su eficacia. 

La pretensión de conferir al dicho de los codelincuentes el carácter de 'reina 

de las pruebas• que alguna vez tuvo la confesión, es congruente con el régimen de 

descuentos y beneficios penales que establece a favor de los delincuentes( mejor 

dicho probables responsables en unos casos, y sentenciados en otros)que colaboran . 

con las autoridades para la persecución de otros agentes de la delincuencia 

organizada. Pero, el legislador se detuvo en el dintel de una atribución de mayor 

valor probatorio, que hubiera sido impertinente, el reconocer esa eficacia al dicho, 

per se, del coparticipe; seria llegar demasiado lejos, sin razón verdadera, 

considerando que el sentido de cualquier probanza es alcanzar la verdad, y que por 

ello la prueba debe de medirse en función de ese objetivo y no en atención al sujeto 

que la produzca, que puede ser fidedigno o indigno de crédito. 

Concurren dos materias diferentes en el articulo 41, que hubieran estado 

mejor en numerales distintos. El primer párrafo de dicho articulo, contiene 

simplemente una regla genérica sobre el funcionamiento probatorio de los ind\cios, 

que ciertamente no se aplica sólo a los indicios reunidos en un procedimiento sobre 

delincuencia organizada. En efecto, el precepto ordena a la autoridad jurisdiccional 

apreciar" el valor de los indicios hasta poder considerar su conjunto como prueba 

plena, segun la naturaleza de los hechos, la prueba de ellos y el enlace que exis)a 

entre la verdad conocida y la que se busca"; éste precepto nada aporta a las normas 

generales, por lo tanto, no tiene sentido incluirlo en una ley procesal especial, que se 

remite, supletoriamente, a las disposiciones del Código Federal de Procedimientos 

Penales. Si en dado momento no les satisfizo el texto del articulo 286 de éste 

ordenamiento, lo pertinente era refonnarlo, no crear un régimen propio (aunque 

cercano al del 286) en un ordenamiento especial. 

Respecto al segundo párrafo, dispone éste, que las pruebas admitidas en un 
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proceso podrán ser utilizadas por la autoridad investigadora, es decir, el Ministerio 

Público( y la Secretaria de Hacienda , bajo el controvertible articulo 9 de la ley en 

:-cómento)"para la persecución de la delincuencia organizada y ser valoradas como 

tales en otros procedimientos relacionados con los delitos a que se refiere esta ley" 

Es obvio que las pruebas aportadas en unos casos pueden servir en otros, a 

condición de que éstos se refieran precisamente a los mismos hechos que aquellos, 

materia u objeto de la prueba. Ahora bien, la mera admisión no implica que la prueba 

sea eficaz; esto debe tenerse en cuenta, con el mayor cuidado. Además en los otros • 

procedimientos( se entiende que la expresión abarca tanto la averiguación previa 

como el procedimiento)se debe observar Ja regla del contradictorio; esto es, no 

puede operar la prueba sin más; es preciso que se reciba con audiencia del 

inculpado, exactamente como ocurrió (o debió ocurrir) en el primer procedimiento, 

sobre todo si se trata del proceso ante el tribunal y no apenas en la averiguación 

previa, en la que son menores las exigencias del principio de contradicción. 

Respecto del tercer párrafo se pueden formular consideraciones semejantes, 

que confiere valor probatorio pleno a la sentencia judicial irrevocable que admite la 

existencia de una organización delictuosa, y sostiene que en tal caso'únicamente 

serla necesario probar la vinculación de un nuevo procesado a esta organizl\ción, 

para poder ser sentenciado por el delito de delincuencia organizada'. La exposición 

de motivos de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada sostiene la bondad 

de esta disposición en la experiencia judicial italiana. 

Es indispensable considerar, si no se quiere alterar el plano de los principios 

constitucionales del proceso penal, que cada inculpado debe ser juzgado por 

detenninado delito y en razón de cierta participación en éste; es decir, siempre se 

halla presente la necesidad de probar en el caso concreto justiciable tanto los 

elementos del tipo como la responsabilidad del sujeto, porque así lo ordena el 

artículo 19 constitucional. En consecuencia, el inculpado puede aportar probanzas y 

alegar en relación con ambos extremos, y no apenas con uno solo. La disposición del 

tercer párrafo del articulo 41 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada 
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. debe entenderse en estricta correspondencia con esta regla básica del proceso, que 

ti~~~ ráng; :~onslitucional. Ahora bien ese precepto parece conferir a las actuaciones 
- - '_- ·- ., . " 

· 'judiclales prévias· y a la sentencia en otro proceso el valor de una prueba documental 

: públlcá; 'si. es asl, habrá que atenerse a la regla de valoración de ésta, que posee 

. m.ayor fuerza posible: sólo la Impugnación por falsedad puede contrariarla, aunque 

cabe· análizar el alcance que la prueba tenga, no tanto en lo que respecta a su 

eficacia In genere, como en lo que toca a su Idoneidad para acreditar, en concreto, 

tales o cuales extremos cuestionados. 

Es conveniente mencionar que la Ley Federal contra la Delincuencia 

Organizada contiene diversas disposiciones sobre admisibilidad y eficacia de cier1as 

pruebas, como la mencionada en el artlculo 13, la cual reconoce al inculpado y a su 

defensor el acceso al expediente de averiguación previa, 'únicamente con relación a 

los hechos imputados en su contra' ,en tal virtud, se rehúsa valor probatorio a las 

actuaciones que contengan hechos imputados al indiciado, cuando habiendo 

solicitado el acceso a las mismas el Ministerio Público de la Federación se le haya 

negado'. 

Esta exclusión se funda en la violación de la fracción VII del artlculo 20 

constitucional, relacionada con el penúltimo párrafo de ese mismo preceptq: la 

garantla de la fracción VII es asimismo aplicable a la fase de averiguación previa ante 

el Ministerio Público. Ahora bien, estas normas reconocen al inculpado, a titulo de 

garantla individual, la facultad de obtener 'todos los datos que solicite para su 

defensa y que consten el proceso'.No hay duda de que las referencias al propjo 

inculpado, constantes en el expediente de averiguación, son datos útiles para su 

defensa; pero puede ocurrir que las referencias a otros sujetos, participantes en el 

mismo delito, sean asimismo útiles para la defensa del solicitante. Si ocurre esto 

último y el inculpado solicita dichas constancias, tendrá derecho a conocerlas con 

apoyo de las citadas normas constitucionales, a pesar de la disposición en contra 

que contiene el artículo 13 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 

El párrafo final del artículo18 de la ley que se examina, consagra otro extremo 
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de exclusión relativo a las pruebas vinculadas con este asunto:"Las intervenciones 

realizadas sin la autorizaciones antes citadas(las que legalmente corresponden a las 

Intervenciones) o fuera de los términos en ellas ordenados, carecerán de valor 

probatorio. Esto se funda en una disposición del mismo tenor en el ya invocado 

décimo párrafo del articulo 16 constitucional. 

El articulo 50 bis agregado a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, estatuye las reglas correspondientes a las intervenciones solicitadas por 

los procuradores de los estados y autorizados por un juez de distrito. En esas reglas, • 

que se apegan a las disposiciones del articulo 18 de la Ley Federal contra de la 

Delincuencia Organizada, no figura el texto trascrito en el pá.Tafo anterior, a pesar de 

que si constan, literalmente, otras partes del articulo 18. 

Como se trata de la eficacia de una prueba recabada dentro del procedimiento 

penal estatal, la declaratoria de nulidad debe constar en la ley local; si esto no 

ocurre, se estará tanto a las normas comunes acerca del valor de los actos 

procésales, como a las disposiciones relativas a la prueba en general. Las primeras 

suelen disponer la nulidad de los actos que carecen de algún elemento previsto por 

la ley; las segundas niegan valor a las pruebas obtenidas en contravención de 

aquella. 

Otra exclusión especifica figura en la parte final del primer párrafo del articulo 

21. Este precepto, que sigue al articulo 16 constitucional, prohibe las intervenciones 

en materia electoral, fiscal, mercanrn, etc. En consecuencia, priva de valor probatori,o 

a fas actuaciones del Ministerio Público y de la policía judicial que contravengan esa 

prohibición. Si en el curso de una intervención se advierte la presencia de delitos 

relacionados con aquellas materias, no se hará constar esta circunstancia en el acta 

correspondiente. 

Esto da lugar a una extraña situación; el Ministerio Público conoce que se han 

cometido delitos; puede tratarse de ilicitos graves; sin embargo, debe ignorarlos y 

aguardar a que por otro medio se le suministre la notitia criminis. Semejante situación 

111 . 



probablemente dará lugar a curiosas 'vueltas'para recabar el conocimiento eficaz de 

los delitos ya conocidos, e iniciar de este modo una averiguación que antes no fue 

practicable. 

Hubiera sido más razonable regular este asunto en los términos que rigen la 

practica de los cateos, que es otro supuesto de la inteivención pública en la esfera 

privada de las personas. La Constitución no resuelve nada sobre el particular; en 

cambio, el articulo 66 del Código Federal de Procedimientos Penales, cuya 

constitucionalidad no se ha impugnado, dice que si al realizarse un cateo'resultare 

casualmente el descubrimiento de un delito distinto del que lo haya motivado, se hará 

constar en el acta correspondiente, siempre que el delito descubierto sea de los que 

se persigue de oficio'. Es probable que el constituyente y et legislador secundario se 

abstuvieran de establecer esta regla para no promover más disposiciones y reparos 

sobre un asunto tan controvertido, que la opinión pública recibió con explicable 

preocupación. 
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CAPITULO CUARTO 

ANTECEDENTES SOBRE LA LEY FEDERAL 

CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA 

Advertida la grande y creciente gravedad de la delincuencia organizada en 

nuestro pals, bajo sus formas autóctonas o como eslabón de cadenas 

internacionales, el Estado Mexicano debió revisar su aparato punitivo a fin de 

determinar la idoneidad o inidoneldad de los medios disponibles para una lucha 

eficaz contra esta criminalidad, relativamente novedosa y sumamente lesiva. 

Ese aparato se integra con una serie de medios legales e institucionales de los 

que dispone el Estado, independientemente de los trabajos de naturaleza preventiva, 

que son, obviamente, el mejor instrumento para evitar o reducir la delincuencia, 

hecho que con la mayor frecuencia se olvida u oculta en aras de una actividad 

puramente represiva. La decadencia de las ideas preventivas de amplio espectro ha 

sido responsable de no pocas frustraciones en materia de seguridad pública, sin que 

esta advertencia implique, en lo absoluto, que deba desatenderse la persecución 

penal, tan severa como resulte necesaria. 

l. LA DELINCUENCIA ORGANIZADA ANTE EL DERECHO 

En el año de 1991 la Procuradurla General de la República encabezada p9r 

Ignacio Morales Lechuga impulsó el anteproyecto de la Ley Federal contra el 

Narcotráfico y Control de Drogas, que contenla prácticamente todas las figuras que 

caracterizan al régimen más eficiente para contener la delincuencia organizada. Este 

planteamiento fue totalmente novedoso en la experiencia mexicana, aunque tuviese 

amplias conexiones con sistemas prevalecientes en otros paises, tanto de América 

del norte como de Sudamérica y Europa, agobiados y tal vez desesperados por la 

delincuencia organizada. 

El régimen propuesto implicaba una reducción de garantías en forma que 
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muchos comentaristas estimaron contraria a las disposiciones de· nuestra ley 

fundamental, además el regreso a la presunción de intencionalidad y 

consecuentemente, según la interpretación jurisprudencia! y doctrinal nuestra, la 

adopción del principio de presunción de culpabilidad entre otros; y eso por supuesto 

no podía ser aceptado. No se planteó la reforma de nuestra carta magna, 

probablemente el mérito de aquella propuesta radicó en la abstención de plantear 

refonnas constitucionales y en la presentación franca de éste ante la opinión pública 

y especializada. La propuesta fue examinada en un concurrido foro académico en el 

Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Autónoma de México, el 8 de 

abril de 1992. 

La refonna constitucional de 1993 llevó hasta la Ley Fundamental de la 

Nación la expresión delincuencia organizada. En efecto, la enmienda que entró en 

vigor el 4 de septiembre del año mencionado estableció en el párrafo séptimo del 

artículo 16 que el plazo de detención 'podrá duplicarse en aquellos casos que la ley 

prevea como delincuencia organizada'.Posterionnente la refonna al Código Federal 

de Procedimientos Penales de 1994 introdujo, en el artículo 194 bis de este 

ordenamiento la expresión delincuencia organizada. 

El Doctor en Derecho, Ricardo Franco Guzmán, que presidió la comi~ión 

encargada de crear el concepto de delincuencia organizada, durante las reuniones 

de la comisión, comenta 10
• Se estuvo analizando en varias sesiones la conveniencia 

o no de definirla como delito o simplemente hacer eferencia a ella corno forma de 

comisión de delitos graves. El resultado de aquellos debates condujo a una 

determinación, a saber, adoptar la posición, que tiene el articulo 16 de la 

Constitución Federal y 194 bis del Código Federal de Procedimientos Penales, 

resolvió no crear un tipo delictivo especial para la delincuencia organizada en virtud 

de que se trataba en realidad, de una forma especial de asociación delictuosa por 

ello se creó el concepto de delincuencia organizada para el exclusivo objeto de 

retener a una persona en casos urgentes y de delito flagrante, por el doble del 

término señalado en el párrafo séptimo del artículo 16 de la Constitución Federal' 

111 Cit. por.Femando Garcia Cordero. Criminalia Academia de Ciencias Penales.Editorial Porrúa. México. 1996, 
páy. 167 
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Como se desprende de esta exposición la entrada de la expresión delincuencia 

organizada en la legislación mexicana tuvo un carácter puramente incidental. Se 

podría decir que se desaprovechó en esa ocasión una situ>.1ción coyuntural para que 

el Congreso de la Unión abriese un amplio examen sobre problemas vinculados a las 

nuevas formas de criminalidad altamente organizada. Lamentablemente no·se hizo. 

En aquél momento la experiencia internacional acumulada ya era muy alta. 

Sin embargo es de reconocer que dicha comisión sostuvo, siempre la tesis de , 

que la delincuencia organizada no constituye un tipo delictivo sino un modus 

operandi de un grupo de delincuentes. Es en el fondo, una forma especial de 

asociación delictuosa. Coincidiendo con la tesis de Naciones Unidas sigue diciendo 

Franco Guzmán 'que no era conveniente erigirla en delito porque sus caracteristicas 

eran de tal manera complicadas que en los casos concretos su comprobación se 

dificultarla enormemente'. 

Como he expuesto, el concepto de delincuencia organlzada(no a los tipos que 

generalmente se vinculan a ésta)apareció de pronto en la Constitución Política, nada 

menos, que a veces se convierte en nicho para el asentamiento de asuntos que 

pudieran alojarse, con pretensión más modesta, en una ley secundaria, Un 

ordenamiento de este rango, y no la ley suprema, pudo ser el emplazamiento a la 

medida de la delincuencia organizada. Sin embargo, hoy se localiza junto a graves. 

cuestiones de la republica, como las garantlas individuales, la soberanía popular, el 

federalismo y la división de poderes. 

En lo personal, me llama la atención, que cuando una modificación legislativa 

tropieza con un escollo constitucional, se promueva la reforma de la Constitución 

para allanar el camino a la ley, en vez de modificar ésta para que persista el texto 

constitucional. 

Por lo que, en el caso concreto que analizamos, si en el fondo, lo que se 

pretendla con la aplicación de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, era 
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la de facilitar la persecución y agravar la sanción de ciertos delitos cometidos por 

organizaciones formales o informales, habrfa bastádo céin remitirse, para estos 

efectos procésales y sustantivos, a la asociación delictuosa que se aplica en fa 

comisión de aquellos ilfcitos, porque como fo señale en el capitulo anterior, ésta 

satisface los extremos de la organización criminal. 

11. PRESENTACION DE LA INICIATIVA 

Se presentó en fa Cámara de Senadores la Iniciativa y Ley Federal contra fa 

Delincuencia Organizada, en los siguientes términos: 

'Con esta misma fecha el Ejecutivo Federal y los señores legisladores del 
Honorable Congreso de fa Unión presentamos una iniciativa de reformas a 
los articulas 16, 21, 22 y 73, fracción XXI, de la Constitución Polftica de los 
Estados Unidos Mexicanos. Con el fin de que esa Soberanfa cuente con 
mayores elementos para valorar la reforma constitucional mencionada, 
también sometemos a su consideración la presente iniciativa de Ley para 
su discusión y, en su caso, aprobación, especialmente en aquellos 
articulas que suponen la reforma constitucional antes mencionada, los 
cuales tendrán razón de ser siempre que se hayan aprobado los cambios 
constitucionales propuestos. 

La suscripción conjunta de la presente iniciativa de Ley, además de 1 
reiterar la preocupación de ambos poderes por fortalecer la lucha contra la 
delincuencia organizada, es sin perjuicio de que sea discutida y, en su 
caso, enriquecida durante todo el proceso legislativo, incluso por los 
señores legisladores que la suscriben.' 11 

La exposición de motivos de la iniciativa contenfa en términos generales los 

siguientes puntos 

De la delincuencia Organizada en general. 

1.1 Presentación del problema y compromisos gubernamentales. 

1.2 Conceptualización 

11 EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE LA LEV FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, 
Biblioteca del Congreso de la Unión. México 
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1.3 Caracterlsticas especificas. 

2. La Delincuencia en México. 

2. 1 Marco legal. 

2.2 Estado de la delincuencia organizada en México. 

2. 3 Disfuncionalidad institucional de reacción contra la delincuencia 

organiz<ida. 

2.4 Necesidad de nuevas estrategias. 

3. Experiencia internacional. 

3.1 Internacionalización de la delincuencia organizada. 

3.2 Programa contra la delincuencia organizada a nivel in!emaclonal. 

4. Contenido de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 

4.1 Cuestiones previas. 

4.2 Contenido de la ley. 

5. Comentario final. 

La iniciativa de Ley Federal contra la Delincuencia Organizada enviada al 

Congreso de la Unión por el titular del Poder Ejecutivo, doctor Ernesto Zedillo P~nce 

de León, era un cuerpo normativo integrado por cincuenta y dos articules, cuatro 

títulos y, diez capitules. De los cincuenta y dos numerales treinta y cinco se 

encontraban en la legislación secundaria vigente de entonces. En algunos casos el 

dispositivo era igual, en otro se trataba de un equivalente. Esto es natural ya que !ª 
iniciativa de ley se sujetó a las exigencias de su propia redacción. 

Habla también siete artículos que ostentaban un carácter administrativo, 

cuatro eran de nueva creación y, por último, seis violaban diversas disposiciones de 

nuestra Carta Magna. 

De dicha exposición de motivos sólo comentaré algunas cuestiones, que, 

sirven como un botón de muestra del desacierto legislativo, que en mi opinión es la 

Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 
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En su parte inicial la exposición de motivos afinna que:"es compromiso del 

estado fortalecer la lucha contra la delincuencia organizada, pues ésta se ha 

manifestado en los últimos tiempos una gran transfonnación, observando entre otras 

tendencias, además de una mayor organización, mayor violencia en su comisión y su 

indiscutible transnacionalizaclón como puede verse en el caso del trafico 

internacional de estupefacientes, tráfico de annas, tráfico de personas, entre otros", 

un poco más adelante se afirma: "La delincuencia organizada es uno de los 

problemas más graves por los que atraviesa la comunidad mundial, del que México , 

no escapa". 

Hay en estas dos breves referencias un grave error metodologico, error que 

parcialmente puede ser disculpado por la ambivalencia tenninológica que en el 

ámbito mundial existe en tomo a los problemas vinculados con nuevos delitos. Como 

sea es evidente que la delincuencia organizada no conslituia, en ese momento, una 

conducta tipificada como delito, por lo tanto, era absurdo afinnar que existía mayor 

violencia en su comisión. Afinnarlo como lo hizo la exposición de motivos es sostener 

un dislate gramatical y jurídico. En todo caso debió decir. mayor violencia en sus 

actividades y acciones ilícitas. 

1 
Por otra parte, como sostiene el segundo texto citado la delincuencia 

organizada es, en efecto, un grave problema. No obstante, la cuestión a donde se. 

orienta la exposición de motivos desde sus primeras lineas es hacia la definición de 

delincuencia organizada. Por eso un poco más adelante y para curarse en salu
0

d 

sostiene que el problema de la conceptulización ha sido uno de los temas que ha 

provocado discusión en las doctrinas. Es esta una afinnación extraña por lo 

siguiente: 

En primer lugar debo decir que no existe un hábeas de doctrina unificado 

sobre delincuencia organizada. Lo que existe es una doctrina en formación, toda una 

serie de ensayos e investigaciones que buscan esclarecer un hecho que es propio de 

la sociedad contemporánea: las nuevas formas, audaces y temerarias, de transgredir 
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la ley y de _ queb~antar el Estado de Derecho. Éntre la vieja doctrina sobre la 

asociación delictuosa o la pandilla y las complejas y altamente sofisticadas figuras 

cobradas por - ,a delincuencia organizada media. Los primeros esfuerzos para 

conocer y enfrentar a las nuevas formas de criminalidad está ligada al análisis de los 

llamados delitos de cuello blanco, criminalidad dorada o crimenes de los capitalistas. 

SI examinamos los documentos aprobados en los diversos congresos y 

reuniones de las Naciones Unidas dedicados al estudio del delito, la justicia penal, y 

en general, la polrtica criminal, advertimos, como advertl anteriormente, una 

ambivalencia terminológica propia de esos periodos cuando la investigación se 

esfuerza por Integrar un nuevo cuerpo de doctrina. Asl, en las diversas jornadas 

ligadas al Noveno Congreso de las Naciones Unidas sobre la Prevención del Delito y 

Tratamiento del Delincuente encontramos una terminología que forcejea por alcanzar 

su unificación. El marco global de estos congresos intentaba clarificar, por la vla de 

encuestas internacionales, estudios de campo y análisis regionales, dos grandes 

cuestiones:"las tendencias delictivas a nivel mundial y el funcionamiento delos 

sistemas de justicia penal en diferentes naciones, desarrolladas y en vías de 

desarrollo". 

En los documentos del congreso se habla sin distinguir con precisión 1 de 

delincuencia organizada, delincuencia económica y delincuencia transnacional. Los 

redactores de los informes tuvieron un gran cuidado al llamar la atención sobre el 

contenido de estas categorías jurídicas y sobre dificultades para definirlas. Insisten 

que, en los distintos ámbitos nacionales, es decir, en la legislación de cada país tal 

ves fuera más conveniente utilizar las definiciones convencionales para no complicar 

más de la cuestión y levantar obstáculos en la clasificación de los tipos de delito, esta 

recomendación de Naciones Unidas no fue tomada en cuenta por los redactores del 

texto de la iniciativa que comento. 

La iniciativa que comentamos tampoco tomó en cuenta los resultados del XV 

Congreso Internacional de Derecho Penal, celebrado en 1994 y del cual extraigo una 

extensa cita: • En los últimos años, y con más frecuencia que en los anteriores, 
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· personas que han ejercido funciones polltlcas se han visto acusadas de infracciones 

penales conectadas con el ejercicio de sus funciones y, en algunos casos, han sido 

condenadas. Esto ha sucedido en diversos paises, con sistemas sociales diferentes: 

democracias occidentales, regímer.es autoritarios, paises ex socialistas y del tercer 

mundo con sistemas de gobierno diversos. Los delitos de los que estas personas 

fueron acusadas van desde alta traición, violación de la Constitución, asesinatos u 

otras fonmas de homicidio, secuestro, abuso de poder, escuchas ilegales, espionaje 

politlco o detenciones ilegales, hasta los escándalos económicos, apropiación de 

dinero público, abuso de información privilegiada, corrupción etcétera. Los problemas · 

creados por estas formas de criminalidad resultan especialmente agudos en los 

países con sistemas democráticos de gobierno, donde cualquier procedimiento de 

detención e imposición de sanciones por los correspondientes delitos no sólo debe 

respetar la legalidad de los derechos humanos, sino también tomar en consideración 

la delicada cuestión de lealtad en el juego político y las consecuencias que de ello se 

derivan" 

Resultados que enriquecen las concepciones sobre delincuencia organizada, 

económica y transnacional y que arroja luz sobre un ámbito muchas veces vinculado 

a estas formas de actividad delictiva, a saber, la complicidad de los servidores 

públicos por la vía de 1 corrupción es decir, el cohecho, el abuso de poder y el tri¡fico 

de influencias para no mencionar otros ilícitos. 

Así está claro que el universo delictivo contemplado por la Iniciativa de la Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada ni fue completo ni estaba abordado con 

criterios metodológicos adecuados ni disponía un sustento doctrinario que le diera 

soporte y coherencia. Por su naturaleza, por sus alcances, por sus formas y por las 

dimensiones que hoy cobran este tipo de delitos era necesario, antes de elaborar 

una Iniciativa de Ley o un paquete de reformas penales, abrir una consulta sobre 

estos problemas, aprovechar la experiencia internacional y convocar a especialistas 

nacionales a una gran consulta que permitiera dar respuestas propias a problemas 

propios. 
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En la parte final de la exposición de motivos se reanudan ciertos 

argumentos(importantes y persuasivos unos, discutibles otros) para sostener la 

legislación propuesta. La delincuencia organizada amenaza el Estado de Derecho y 

compromete la estabilidad política; así, ' atenta contra un sistema de garantías sólido 

y estable', consideración, admisible, que invita a luchar decididamente contra esa 

criminalidad, aunque no necesariamente justifique que tal cosa se haga por cualquier 

medio. 

Finalmente me llamó la atención el inciso 'd' del comentario final de la 

iniciativa, que a la letra dacia: 'No adoptar medidas realistas en la ley, lleva a la 

adopción de practicas estatales ocultas, o a simulaciones y, con ello, a que la 

autoridad escape del control necesario sobre sus actos'. 

Esta consideración es equívoca y controvertible. Sugiere que para evitar 

corruptelas, desviaciones y delitos es preciso que la ley sea 'realista', lo cual nos 

sugiere que sea condescendiente, porque de no serlo, la autoridad hará lo que 

considere pertinente y eludirá el control de sus actos. Seguramente no fue esto lo 

que quiso decir la exposición de motivos, pero eso fue lo que dijo. 

111. VALORACIÓN DE LA INICIATIVA 

La Ley Federal contra la Delincuencia Organizada resultó, como lo expuse en 

el apartado que antecede, de una iniciativa presentada ante la Cámara de Senadores 

por el Presidente de la República y numerosos senadores y diputados federales, de 

las diversas fracciones parlamentarias, el 18 de marzo de 1996, y en cuya exposición 

de motivos se advirtió que esta forma de criminalidad'es uno de los problemas más 

graves por los que atraviesa la comunidad mundial, del que México no escapa". 

La propuesta de contar con una nueva ley acerca del crimen organizado se 

asocia con el diagnóstico ciertamente preocupante; la exposición de motivos 
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advierte;'Por lo que hace a los medios de reacción contra la delincuencia organizada, 

debe de aceptarse que hasta ahora no existe en México una politice criminal integral 

para enfrentarla, una politice que comprenda desde la prevención general hasta la 

readaptación social especial, pasando por la procuración y la impartición de justicia, y 

que se base en criterios uniformes. Siempre se han adoptado politices aisladas, 

desvinculadas unas de otras, sin conexión de rumbos y de criterios; por ello, aunque 

aisladamente han parecido adecuadas, han resultado finalmente infuncionaies'. 

Llama la atención el hecho de que la iniciativa de ésta ley se presentase al 

mismo tiempo que la iniciativa de reforma constitucional de cuya aprobación 

dependería (según se manifestó) la constitucionalidad del ordenamiento secundario. 

Así se abrevió el camino, anticipando algunos pasos. Hubiera sido más ortodoxo 

aguardar a que estuviese reformada la constitución para promover un proyecto que 

no se ajustaba a ésta en el momento en que se hizo esa promoción ante el propio 

congreso federal. 

En el Senado, el dictamen se produjo el 15 de octubre del mismo año, El largo 

tiempo transcurrido entre la presentación de la iniciativa y la formulación del dictamen 

es muy elocuente sobre las más graves preocupaciones y objeciones que aquélla 

suscitó. Más lo es la consideración que hizo el dictamen acerca de la necesida{j de 

compatibilizar el régimen juridico sobre la delincuencia organizada con las exigencias 

del estado de derecho, lo cual dio lugar a numerosas reformas del texto contenido en. 

la iniciativa: esta labor legislativa 'se tradujo en la modificación de la casi totalidad del 

articulado de la iniciativa", anuncia el propio dictamen; una inquietud dominó el 

trabajo de los legisladores: se hallaban frente a "instrumentos de excepción', asi lo 

señala el dictamen y asi se reconoció en otros momentos del proceso legislativo. La 

preocupación de los dictaminadores queda resumida en una frase expresiva: 'Se 

está creando en la nación una doble vida, una legal, licita; la otra subterránea, al 

margen de la ley y las instituciones, que busca de manera abierta, el control ilegal de 

la sociedad. 

El dictamen propuso correcciones importantes, que mejoraron la propuesta de 
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ley, pero también introdujo cambios verdaderamente desafortunados; uno de ellos, 

acaso el más controvertible fue la descripción misma de la delincuencia organizada. 

Cumplido el proceso parlamentario la ley fue publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 7 de Noviembre de 1996. 

En el presente trabajo he aludido y lo haré nuevamente, a un decreto de 

reformas estrechamente vinculado con la Ley Federal contra la Delincuencia 

Organizada, que introdujo cambios importantes en diversos ordenamientos, a saber: 

(el entonces) Código Penal para la Federación y el Distrito Federal, Código Federal · 

de Procedimientos Penales, Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, Ley 

Orgánica de la Procuraduría General dela República y Ley de Vías Generales de 

Comunicación. La iniciativa correspondiente fue presentada en la Cámara de 

Senadores, el 15 de octubre de1996,por los integrantes delas Comisiones Unidas de 

Estudios Legislativos, Primera sección, y de Justicia. 

El mismo día 15 de octubre ocurrió el debate y se produjo la aprobación de la 

Ley Federal contra la Delincuencia Organizada y de este decreto vinculado con 

aquélla, que seria publicado el 7 de noviembre de1996, con la LFDO. 

En consecuencia, los legisladores no dispusieron del tiempo necesario, salvo 

quizás, algunas horas o algunos minutos, a diferencia de lo ocurrido con la iniciativa 

de LFDO, para estudiar el decreto que reformarla cinco ordenamientos federales en 

aspectos sumamente delicados. Se consideró que no habla necesidad de mayores 

trámites con respecto a esta iniciativa; asociada a la LFDO, resultaba urgente y obvia 

resolución, se dijo. Pudiera ser. Pero de esta suerte se incurrió de nuevo en la 

premura que tantas veces ha hecho tropezar nuestros procesos legislativos, en 

perjuicio del sistema jurídico que de ellos proviene. 

La iniciativa correspondiente a estas reformas fue aprobada en sus términos, 

con alguna salvedad irrelevante en el artículo 50 bis de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación. 
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El articulo primero transitorio de la iniciativa consultaba que la nueva ley 

entras en vigor a los. seis meses de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. Seguramente los autores de la iniciativa advirtieron, no sin razón, que la 

novedad y complejidad del nuevo ordenamiento requerla de una vacatio legls 

razonable, que pennitiese preparar la vigencia en condiciones adecuadas, aun 

cuando un periodo de seis meses parece, desde luego, excesivamente prolongado. 

Por lo demás, esa preparación sólo sirve a un propósito: eficacia. Sin embargo, el 

legislador acordó otra cosa, quizás bajo la preocupación, natural y explicable, de 

evitar que hubiera sustracciones al nuevo régimen deseado en esta materia. No se 

consignó, sin embargo, una vacatio reducida pero suficiente, sino se Incurrió en la 

conocida fórmula fulminante: • este Decreto entrará en vigor al dla siguiente de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación'. 

IV. CAMBIOS A LA INICIATIVA. 

La Iniciativa abarcaba todo un horizonte penal: orgánico, sustantivo, adjetivo y 

ejecutivo, el cual quedo finalmente casi Intacto, ya que de los cincuenta y dos 

articules propuestos, sólo se confinnaron cuarenta y cuatro con sustanciales 

modificaciones, ya comentados algunos en el cuerpo del presente trabajo, por lo qu~. 

de los articules suprimidos, sólo comentare dos, que me parecen, de especial 

Importancia. 

El Articulo 1, contiene una declaración sobre el ámbito de la ley (innecesaria, 

por cierto, puesto que éste debe deducirse de la ley misma, en su conjunto, y no de 

una declaración previa). En efecto, manifiesta que dicho ordenamiento 'tiene por 

objeto establecer reglas para la investigación, procesamiento, sanción y ejecución de 

las penas de los delitos cometidos por algún miembro de la delincuencia organizada'; 

la iniciativa se limitaba a 'persecución, procesamiento y sanción'. El dictamen 

senatorial amplio las referencias, porque la actividad estatal para combatir la 

existencia y los efectos de la delincuencia organizada debe ser constante e Integral; 

se ha de procurar que no escape a la nonnatividad jurldica, ningún aspecto 

relacionado con la delincuencia organizada'. Por si mismo, este argumento no es 
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suficiente para sustentar un régimen de excepción. 

Por lo que toca a la materia ejecutiva penal, en la Iniciativa, se hablaba 

ampliamente de la Ley que establece las Normas Mlnimas sobre readaptación social 

de Sentenciados, ordenamiento que ha sido cimiento desde 1971, para la 

construcción del Derecho Penitenciario Mexicano. Sin en cambio el texto aprobado a 

partir del dictamen senatorial, habla en forma extensa de "la legislación que 

establezca las normas sobre ejecución de penas y medidas de s~uridad'., a pesar 

de que no hace lo mismo en los casos de legislación penal y procesal penal. 

Directamente identificada con los nombres de los ordenamientos respectivos: Código 

Penal y Código de Procedimientos Penales. La doble técnica seguida en el texto 

aprobado pone de manifiesto que aqul sobrevuela la Idea de relevar aquella ley de 

normas mlnimas, acaso bajo la Idea de que los males de nuestro sistema 

penitenciario se resolverlan con nuevas leyes, más y más leyes, y no con el puntual 

cumplimiento de las que ya tenemos. 

El Articulo 12 del proyecto pretendió facultar al titular de la unidad 

especializada del Ministerio Público para autorizar la infiltración de agentes y 

determinar el momento oportuno en que los agentes del Ministerio Público federal ~ 

de la policla judicial federal Intervendrán en la investigación de la delincuencia 

organizada, siempre y cuando con ello no se cause daño a la integridad de las 

personas y sea necesario para los fines que se señalan en el párrafo anterior", esto 

es, la averiguación previa de los delitos y el conocimiento de las organizaciones 

delictivas. La Ley Federal contra la Delincuencia organizada en su articulo 11 puso a 

cargo del procurador, exclusivamente, la facultad de autorizar la infiltración 

mencionada cuyos riesgos parecen aconsejar esta cautela. Obviamente, no es una 

facultad delegable. En el texto aprobado no figura ya la decisión acerca del momento 

oportuno para la intervención de los agentes. 

En la Iniciativa de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada se 

plantearon algunas novedades que la postre no recogió el dictamen. 
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Una de las figuras referidas y que no se concretaron en el dictamen senatorial, 

se refiere a la edad de sumisión a la justicia penal, contemplada en el articulo 4 de la 

Iniciativa, la cual manifestaba:' Esta ley se aplicará a quienes participen en la 

delincuencia organizada, a partir de los dieciséis afies de edad cumplidos'. 

Respecto a este tema es preciso recordar que, se considera con frecuencia 

que 1 B anos es la edad de Imputabilidad penal, o sea, la edad en la que el orden 

Jurídico penal asigna a las personas, ope legls y a través de una presunción juris 

tantum, la capacidad de entender el deber y actuar de acuerdo con esa comprensión; 

mientras por debajo de esa edad opera una presunción juret et de jure en el sentido 

de que el sujeto es Inlmputable. 

En rigor, el tema que aqul se suscita no es propiamente la lnlmputabilidad, 

sino la conveniencia social a la que debe atender el Estado legislador; no se trata, 

pues, de saber si los menores son capaces de entender y querer, lo cual Implicarla 

un examen casuístico o exigirla la admisión de una ficción tan innecesaria como 

ajena a la realidad, sino que es la conveniencia que a esos menores se les apliquen 

penas cuando Incurren en conductas previstas como delictuosas por los tipos 

recogidos en las leyes penales. 

En otra época se insistió en que los menores de edad hablan salido para 

siempre del Derecho Penal, y que en lo sucesivo les serla aplicable un régimen 

tutelar, en cuyos términos el Estado asumirla sobre los infractores el ejercicio de una 

facultad similar a la patria potestad o la tutela. La idea de un estado tutor se halla 

estrechamente emparentada, por supuesto, con el concepto del estado social 

benefactor. La decadencia de éste en aras de nuevas tendencias liberales, ha 

disipado ese concepto y favorecido, una vez más, la aproximación penal al problema 

de los menores Infractores. 

El nuevo rumbo del orden jurídico en este punto se ha favorecido por dos 

medios, sobre todo: 
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1. La revisión de la edad de acceso a la justicia penal, sea que se reduzca 

ésta, retrocediendo el camino que se recorrió en el curso de un siglo o 

estableciendo modalidades de imputabilidad que permitan llevar ciertos 

menores ante los órganos de la justicia ordinaria. 

2. La sustitución del régimen jurídico tutelar por un sistema penal, más o 

menos matizado o embozado, tendencia que a menudo se ha refugiado en 

consideraciones de respeto a los derechos humanos de los Infractores. 

En nuestro país la regresión del sistema sobre menores infractores ha 

operado por ambas vías. Hubo un tiempo, hacia la tercera década del siglo pasado, 

en que dominó ampliamente la disposición de que quedasen sujetos a la justicia 

penal sólo los individuos que hubieran cumplido dieciocho años de edad. Al cabo de 

algún tiempo, la evolución de la delincuencia juvenil Inspiró soluciones abruptas, 

insuficientemente meditadas; se redujo el limite a dieciséis o diecisiete anos. Hoy en 

dla es similar el numero de las entidades federativas que sostienen la mayoría de 

edad penal en dieciocho años(inclusive la legislación federal)y ul de la que la han 

disminuido. 

Por lo que toca a la erosión del sistema tutelar, cabe decir que en 1991 fue 

expedida la Ley para el Tratamiento de Menores infractores, para el Distrito Federal 

en materia común y para toda la República en Materia Federal, que esencialmente 

constituye una ley penal especial para menores. De esta forma se ha insistido en el 

retorno de los menores de edad en el sistema penal ordinario, apenas modificado 

con algunas soluciones de compromiso. 

Este tema se suscitó con motivo de la Ley Federal contra la Delincuencia 

Organizada. Entonces se quiso recoger una tendencia intermedia, que anteriormente 

mereció el interés de algunos tratadista y funcionarios de la procuración de justicia, 

por ello se recogió en este articulo 4 de la iniciativa, Con ello se creaban dos 

categorlas de sujetos del derecho penal: una común u ordinaria, que abarcaría a 

todos los mayores de dieciocho años, y una especial o extraordinaria, que 
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comprendería a los individuos de entre dieciséis y dieciocho años que fuesen 

responsables de delincuencia organizada. 

Esa formula central tuvo implicaciones en otros puntos del proyecto. Ante 

todo, se previó una reducción forzosa de la mitad de las sanciones aplicables 

conforme a la ley, en favor de los nuevos sujetos del Derecho Penal especial(artfculo 

7)Asfmlsmo, la iniciativa permitió que dichos sujetos pudieran acceder a los 

beneficios de fa libertad preparatoria, condena condicional, tratamiento 

prenberacional y. remisión parcial de la pena, sin exigir para ello que hubieran 

cicilátioiado éri lá pérsééuéióri y procesáriiiérito de otros riiieriitiros dé lá déliñéuéñciá · 

or{jáhlzadá(artfcülo· 51). 

Está- cuestión despertó las más vivas oposiciones. Quizás fÜe el punto en et 

que se manifestaron con mayor vehemencia-y· abundancia-los-pareceres-adversos-a-· 

lá-inicíalfva; cóñ ·1o-cüar büeña-pái'tif der deóaté-se ·coñééñfró' eñ·er asúnfó-de-ia-eaaa; 

(ciértamente ·retevante}y se·drstra¡o·de·otros·problemas que también ameritabafi' una· 

madura reflexión. A la postre, et dictamen retiró. la solicitud; por ende, et tema de. tá. 

edad de- sumisión a- la- ley penal se- mantuvo bajo ta· regulación ordinaria· 

prevaleciente: A partir de dieciocho años. 

La segunda figura suprimida, cuya exclusión se refiere a la impugnación por 

el Ministerio PÚbllco de sentencias definitivas. Y era la posibilidad de que el 

Ministerio Público Impugnara-las-sentencias-penales ·definitivas que ·dicte .. la· autoridad 

judicial, de la misma forma que el inculpado puede combatir, por medio del juicio de 

amparo, las de Cóntériidó coridériátorió. 

En la Iniciativa de la Ley Federal contra la delincuencia organizada· se 

pretendió rescatar, aunque sólo para los fines de ese ordenamiento, como es natural, 

la figura adelantada por la ley en 1983, así, el artículo 49 fue explícito en Ja 

Jnstilúclóh .. de .. un· recürso· extraordinario;· préclsahiehte· ante· órganos· jurísdictíohales 

de.amparo, aunque ese recurso no.necesariamente constituirla el mismo de amparo .. 
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En-efétto; el artlculo·49 del proyecto·señalo·que·e1 Ministerio·publlc0; 'eñ-loff 

térmlnos--que-establezca.fa-Ley-Orgánlca-del Poder Judicial de--la-Federaclón, podrá. 

Impugnar las sentencias definitivas dictadas por el fnbunal Unitario de Circuito en· 

que se absuel\ra al Inculpado, cuando a su juicio estas resoluclones causen agravio a 

l<is Intereses juridic<is de la sociedad". 

Bt dictamen senatorial declinó sumariamente la propuesta de la ·iniciativa,: que· 

tiutilera creado por un principio de control de legalidad en ese ámbito. Sostuvo, . 

primero; que convenla prescindir de lo que llamó·una: 'ter~ra: instancia', quizás· 

lgiiórandé)qi.Je"ncfse"tralábil dé ºesió; eñ-séñfiaó"eslñétó; déi rriooó"que·er ampáro'no· 

cO"ristitiJye proplániente ·una· tetcera · instáncla-. del· J)roceso · J)E!nál, que-.alat¡jai'la:.s111-

razón esos proceso 

Pislmismo; lá Iniciativa: observó· que semejante lmpugnabllldad; cuando · 

existrera· ágrávlcf a·1os1ntéfeseifjuridícó5' difla • sóéíeaaa; se·h·ánaba ·ronailfriéñtaaa· eñ' 

una· consideración de· orden subjetivo· que-. corrésJ)Ondla-. al Ministerio· Público:· 

determinar. Evidentemente, competerfa al Ministerio Público decidir en qué casos 

impugnarla y en cuáles no lo haria, exactamente como sucede en el caso de la 

apelación; es el Ministerio Público quien dispone si· apela o no, tomando en cuente 

Jos agravios que la res<iluclón recurrible causa al 1n·terés jurfdlé<i que represenfá. 

Asi las cosas, el argumento de la iniciativa no sólo se relacionarla con aquella 

especie de amparo o revisión, sino·con el propio recurso de apelación. Por demás 

está decir que aqui no se trata de consideraciones de orden subjetivo. 

Finalmente, el dictamen aseguró- que-la· impugnabilidad· de--la- resoluclón definitiva­

' sólo premiarla la inefii:iencia de la representación social', demostrada en su derrota 

en las· anteriores· Instancias· procésales: Este·razonamiento olvida·· que ·no se ·trata·· 

premiar o sancionar al Ministerio Público, sino de proteger de mejor manera los 

interesés dé Ja $óCiedad. Siguiendo Ja misma linea dé pénsamiento, resul!arla 

inadmisible que para sancionar la ineficiencia de los abogados se privase a las 

partes representadas por aquellos del acceso a medios impugnativos. 
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V. CONSIDERACIONES SOBRE LA NECESIDAD DE DEROGAR LA LEY 
FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA. 

El Estado Mexicano a lo largo de muchos años se guió por el espíritu de fa 

Carta del 17, sús avances, lentos o rápidos, se apoyaron siempre en una concepción 

que tundaba la posibilidad de la seguridad pública y de .la seguridad jurídica en la 

prosperidad de los mexicanos, en la vida democrática y en la justa distribución del 

Ingreso nacional. Con obstáculos y dificultades, pero seguro en cuanto al rumbo 

histórico y el proyecto de nación, el Derecho Penal Mexicano buscaba dar respuesta 

al contenido humanista de los grandes principios y directrices de las Constitución 

Mexicana. Las Iniciativas de reforma, acertadas o equivocadas, se caracterizaban 

por su doctrina consistente, su apego a la técnica jurídica y su correspondencia con 

los Ideales que el propio Estado defendía. 

La Ley Federal contra la Delincuencia Organizada es el producto, de una 

severa crisis en que ha entrado sistema penal mexicano, en los años recientes, cuyo 

resultado más visible es el desprestigio y la falta de credibilidad en todas la~ 

Instituciones encargadas de aplicar la ley. La quiebra de los órganos responsables de 

procurar, Impartir y administrar fue completa, su descrédito se extendió a todos los 

niveles técnicos y administrativos. 

Puede afirmarse, sin temor al error, que la corrupción se transformó en un 

elemento estructural, esto es, en un componente definitorio de la conducta de los 

cuerpos de segurldad(preventivos, investigadores y persecutorios) y el Ministerio 

Público, de la judlcatura(desde la primera instancia hasta la Suprema Corte de 

justicia , pasando, desde luego, por la segunda instancia) y del régimen penitenciario, 

no existe una sola de estas autoridades e instituciones que, en los últimos años, no 

se haya visto involucrada en el escándalo público. 

A pesar de tanta enmienda y de las continuas reformas a la Constitución y lo 
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Códigos Penales, no obstante los innecesarios más bien desafortunados cambios 

administrativos y las permanentes revisiones a leyes orgánicas, circulares y 

acuerdos, el sistema penal mexicano reveló su verdadera incapacidad para prevenir 

el delito, combatir la delincuencia, garantizar la seguridad pública y proteger los 

bienes jurídicos que la constitución otorga a los gobernados. En muchos de los casos 

se puso de manifiesto la fusión y complicidad de diversos órganos de gobierno con la 

delincuencia. 

Además de las constantes denuncias sobre la violación a las formalidades del 

procedimiento, sobre tortura, corrupción, abuso de poder, tráfico de influencias e 

Imperio organizado dela impunidad y, paralelamente, los escándalos vinculados al 

narcotráfico, los secuestros, los crlmenes de los políticos en el ejercicio de sus 

cargos y, a su lado, abogados y empresarios inmorales, policías violadores, 

banqueros delincuentes, jueces corruptos, en fin, la descomposición ampliamente 

documentada por todos los medios. 

Paralelamente, el Estado Mexicano adoptó una serie de politices y estrategias 

erráticas; que pensaron ingenuamente se realizarían por simple decreto: El 

Programa Nacional de Seguridad Publica 1995-2000 y la Cruzada Nacional contra ei 

Crimen y la Delincuencia, los cuales reseño a continuación. 

En 1996 la secretaria de gobernación publicó el Programa Nacional de 

Seguridad Publica 1995-2000 del poder ejecutivo Federal. El documento tenla una 

Introducción sustentada en la doctrina. Un amplio capitulo dedicado a el diagnostico 

de la situación del pais y el estado de la delincuencia. En esa sección se ofrecian 

estadísticas nacionales, datos sobre la inversión en seguridad pública e 

infraestructura policial preventiva, se examinaban las tendencias del crimen y la 

incidencia delictiva Estado por Estado, el trabajo realizado por el Ministerio Público y 

la policia judicial y, además se dedicaban algunas páginas a los problemas que 

enfrentaba la capacitación de las corporaciones policiacas y las dificultades que 

rodeaban a la readaptación social de los sentenciados. También se examinaba la 

situación que guardaba la administración de justicia, y el papel auxiliar de los 
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servicios partlcularesicie' segurld~d. y la·.·neC:esidad. de .. regular.· legalmente diversos 

. aspectos de i~I actlvld~d·. Al final ~e ~e~llzab~ un Intento de evaluación del papel 

.· ... · •. jugado. po;·I~ participación ciudadana en los consejos consultivos y de protección de 
· · · • 1a. población. · 

Como es natural el plan tenla un objetivo general y estaba dotado de 

estrategias amplias y de objetivos y estrategias especificas y, por si fuera poco, se 

ofrecían lineas de acción concretas. Desde el punto de vista de la fantasía, el plan 

lnclula los mecanismos de ejecución y los procedimientos de evaluación. Toda esta 

luna de miel administrativa, de escritura debia conducir hacia un nuevo Modelo de 

Seguridad Pública. Pues bien, los objetivos, estrategias y líneas de acción, eran tan 

perfectas que disponlan de crijerios de ejecución a corto y mediano plazo y, algunas 

otras para tranquilidad de la sociedad, eran de ejecución permanente. 

En resumen el documento se reducía a un diagnóstico que examinaba siete 

causas principales que originaban la criminalidad. Me remito a la información 

publicada por el columnista Jesús Aranda el 27 de agosto de1998 en el diario la 

Jornada que decía: "En contra de toda lógica se presentó como causas de la 

delincuencia; primero, el escaso numero de agentes del Ministerio Público, jueces'!/ 

policías; segundo, la deficiente capacitación del personal que Imparte y administra 

justicia; tercer, el atraso tecnológico en materia de informática; cuarto, la escasez de 

recursos financieros dedicados a la lucha contra el crimen; quinto, la descoordinación 

de los cuerpos de seguridad; sexto, el marco jurídico desactulizado, es caldo de 

cultivo para las conductas antisociales; séptimo, la escasa participación ciudadana 

contra el delito'. Habla en este enfoque un grave error metodológico. Resulta un 

absurdo considerar como causa de la delincuencia ciertos aspectos del rezago de la 

administración pública en México. Es un diagnostico deplorable, no se pueden 

considerar como la fuente donde surge, crece y prospera la delincuencia. 

Cabe hacer un paréntesis y mencionar que del Plan Nacional de Desarrollo 

1995·2000, surgió, por parte de la Secretaria de Gobernación, a encargo del titular 

del ejecutivo, la iniciativa de la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que 
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fue el sustento jurfdlco del Plan Nacional de Seguridad Pública, y hoy vigente como 

la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública. 

Toda la palabrería que rodeaba al Plan Nacional de Seguridad Pública, todos 

los costos de Investigación, concepción y realización, todo el gasto que significó su 

publicación por los Talleres Gráficos de la Naciones fue al basurero de la historia, el 

26 de agosto de 1996. 'Fallamos', dijo el presidente Zediilo. Agregó:'Pero no 

fracasaremos contra el crimen'. Al bendecir la Cruzada Nacional contra el crimen y la 

Delincuencia confeccionada desde la Secretarla de Gobernación no dedicó una 

palabra a explicar al país por qué fracasó el amplfslmo Programa Nacional de 

seguridad, no hubo el más débil Intento de autocrítica, no se llamó a ningún servidor 

público a responder del descalabro. Sin respetar su Investidura presidencial, el doctor 

Zedlllo se presentó como un padre de familia, Igual que nosotros, perplejo y azorado 

ante la pérdida de la seguridad pública y el Incremento de la delincuencia. 

Efectivamente, el 26de agosto de 1996, el Secretario ae gobernación y el 

Presidente de la República dieron a conocer a los medios de comunicación la 

llamada Cruzada Nacional contra el Crimen y la Delincuencia. Expresión de 111 

Impotencia del gobierno frente al crecimiento de las conductas ilfcitas y muestra de la 

carencia de un proyecto viable de crecimiento, la cruzada no fue precedida por 

ninguna consulta ante nadie y no paso de ser, visto de manera objetiva, una serie de 

directrices desarticuladas de la realidad nacional. 

La cruzada fue como una siniestra burla nacional, Y no se trata de una 

exageración el calificativo aplicado. 

La Cruzada Nacional contra el crimen y la Delincuencia, si prescindimos de 

dos o tres propuestas novedosas, está contenida íntegramente en el documento 

mencionado y cuya inutilidad práctica quedó demostrada. 

A diferencia del Plan Nacional de Seguridad Pública, la cruzada llamó ejes a 
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servicios particulares de seguridad y la necesidad de regular legalmente diversos 

aspeétos. de ial áctivlclad. Al final se realizaba un intento de evaluación del papel 

jugado por la partl~lp~clón ciudadana en los consejos consultivos y de protección de 

· · 1a poti1a~íón. • ~ 
,J_ 

'o Corno es ·natural ·el plan tenla un objetivo general y estaba dotado de 

· éstr~teglas ;~~il~s y dé objetivos y estrategias espécificas y, por si fuera poco, se 

. oirecl~ri IÍ~e~~ de ac:Ción concretas. Desde el punto de vista de la fantasfa, el plan 
,··-···''''- ,. ·-,-

Incluía.los mecanismos de ejecución y los procedimientos de evaluación. Toda esta 

i~~ii·éle .'m1é1 administrativa, de escritura debla conducir hacia un nuevo Modelo de 

Seguridad Pública. Pues bien, los objetivos, estrategias y líneas de acción, eran tan 

perfectas que dlsponfan de criterios de ejecución a corto y mediano plazo y, algunas 

otras P.ara tranquilidad de la sociedad, eran de ejecución permanente, 

En resumen el documento se reducla a un diagnóstico que examinaba siete 

causas principales que originaban la criminalidad. Me remito a la información 

publicada por el columnista Jesús Aranda el 27 de agosto de1998 en el diario la 

Jornada que decfa: "En contra de toda lógica se presentó como causas de la 

delincuencia; primero, el escaso numero de agentes del Ministerio Público, jueces y 

policlas; segundo, la deficiente capacitación del personal que Imparte y administra 

justicia; tercer, el atraso tecnológico en materia de informática; cuarto, la escasez de 

recursos financieros dedicados a la lucha contra el crimen; quinto, la descoordinación 

de los cuerpos de seguridad; sexto, el marco jurldico desactulizado, es caldo de 

cultivo para las conductas antisociales; séptimo, la escasa participación ciudadana 

contra el delito", Había en este enfoque un grave error metodológico. Resulta un 

absurdo considerar como causa de la delincuencia ciertos aspectos del rezago de la 

administración pública en México. Es un diagnostico deplorable, no se pueden 

considerar como la tuente donde surge, crece y prospera la delincuencia. 

Cabe hacer un paréntesis y mencionar que del Plan Nacional de Desarrollo 

1995-2000, surgió, por parte de la Secretaria de Gobernación, a encargo del titular 

del ejecutivo, y la Iniciativa de la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que 
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fue el sustento jurldieo del Plan Nacional de Seguridad Pública, y es ahora conocida 

~mo la L~y Geriecr¿I qúe Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional 

de Seguridad Pública, vigente actualmente. 

Toda la palabrerla que rodeaba al Plan Nacional de Seguridad Pública, todos 

los costos de Investigación, concepción y realización, todo el gasto que significó su 

publicación por los Talleres Gráficos de la Nación se fue al basurero de la historia, el 

26 de agosto de 1998. 'Fallamos', dijo el presidente Zedillo. Agregó:'Pero no 

fracasaremos contra el crimen'. Al bendecir la Cruzada Nacional contra el crimen y la 

Delincuencia confeccionada desde la Secretarla de Gobernación, no dedicó una 

palabra, para explicar al pals, por qué fracasó el ampllsimo Programa Nacional de 

seguridad, no hubo el más débil intento de autocrltica, no se llamó a ningún servidor 

público a responder del descalabro. Sin respetar su investidura presidencial, el doctor 

Zedillo, se presentó como un padre de familia, igual que nosotros, perplejo y azorado 

ante la pérdida de la seguridad pública y el Incremento de la delincuencia. 

Efectivamente, el 26 de agosto de 1998, el Secretario de gobernación y el 

Presidente de la República dieron a conocer a los medios de comunicación la 

llamada Cruzada Nacional contra el Crimen y la Delincuencia. Expresión de la 

Impotencia del gobierno frente al crecimiento de las conductas lllcitas y muestra de la 

carencia de un proyecto viable de crecimiento, la cruzada no fue precedida por 

ninguna consulta ante nadie y no paso de ser, visto de manera objetiva, una serie de 

directrices desarticuladas de la realidad nacional. 

La cruzada fue como una siniestra burla nacional, Y no se trata de una 

exageración el calificativo aplicado. 

La Cruzada Nacional contra el crimen y la Delincuencia, si prescindimos de 

dos o tres propuestas novedosas, está contenida lntegramente en el documento 

mencionado y cuya inutilidad práctica quedó demostrada. 

A diferencia del Plan Nacional de Seguridad Pública, la cruzada llamó ejes a 
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· , lo ·que aquél nombraba objetivos, estrategias y lineas de acción. Los ejes de la 

Cruzada · fUeron ocho: primero, contar con mejores policlas y con una mejor 

representación socia!; segundo, duplicar el número de policlas, peritos y agentes del 

Ministerio Público; tercero ,crear un sistema nacional de lnformación'con tecnologla 

de punta de punta en el cual se tendrá el archivo general, con los registros y 

pandillas, policlas y delincuentes de todo el pals', cuarto, aumentar el número de 

espacios en las cárceles; quinto, fortalecer la coordinación y el gobierno federal, 

estatal y municipal; sexto, mejorar el marco legal vigente, séptimo, revisar y controlar 

los servicios privados de seguridad; y por último, fortalecer la participación ciudadana 

por medio de iós comités de consulta y participación de la comunidad. 

Como puede verse es una retórica carente de sustento, repetitiva(en cuanto 

reduce el Inoperante Plan de Seguridad Publica 1995-2000) y sin deseo de dar 

respuesta a las demandas de la sociedad, es poco lo que podla esperarse de la 

lucha contra la Inseguridad pública. Al comentar el entonces procurador General de 

la Republica (quien ingenuamente creyó que a la delincuencia se le puede combatir 

por decreto), los objetivos de la Cruzada, declaro a la prensa. 'En este pals faltan 

cárceles", comentario similar, al que tenían los políticos durante el porfirismo para 

resolver el descontento social. 

Tales son los antecedentes y el entorno que envolvieron y vieron nacer a la 

Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, por lo que, es tan cuestionable como 

sistema jurldico y flagrantemente inconstitucional en diversos extremos, aunque 

procuró constitucionalizar la propuesta de ley mediante"oportunos" cambios en los 

artlculos 16, 22 y 73 de la Constitución. Sin embargo esa 'constitucionalización' 

resulto incompleta o fallida en diversas Hipótesis, en las que se mantiene la 

incontitucionalidad del ordenamiento secundario. 

Ahora bien, en México, la delincuencia organizada tiene santo y seña 

conocido: El narcotráfico. Es verdad que hay otros problemas llevados a la ley penal 

en calidad de figuras delictivas, como el trafico de órganos, el traslado illcito de 

trabajadores migratorios, el secuestro, el asalto en carreteras y varios más; pero 
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también lo es que nada supera al narcotráfico en visibilidad, lesividad y poder· de 

fuego, De ahi que todo lo que se ha construido en aras de la lucha contra la 

delincuencia organizada, gire en torno al combate al narcotráfico. 

En México, la noción de delincuencia organizada se coló en la Constitución 

Polftlca, nada menos, atraída por la reforma de 1993(como lo señale con 

anterioridad), que tantos puntos favorables consiguió en el marcador y tantos 

problemas sembró como resultado de una gestación precipitada. Entonces no se 

sabia de que se trataba, y si se sabia, esa ciencia no se tradujo en el papel de la · 

Constitución y de la ley penal. Por eso al cabo de sólo tres años ya se estaba 

reformando la reforma y cambiando, en un giro de ciento ochenta grados, el 

concepto que tuvo en 1993 sobre la delincuencia organizada. 

Si en 1993 se sembró un problema, en 1996 ese problema se cosecho; lo hizo 

en ciertas reformas constitucionales singularmente insuficientes o francamente 

desafortunadas, ya que, al abrirle la puerta de la Constitución, se abrió sólo a 

medias, con la consecuencia de que algunas soluciones legales quedaron 

previamente 'constitucionalizadas·, pero otras no. 

La Ley Federal contra la Delincuencia Organizada es, en mi concepto; un 

muestrario perfecto de riesgos y desarreglos. No fantaseo. Está a la vista, porque ya 

hay experiencia en su aplicación, aunque no lo haya en los resultados casi 

milagrosos que se le atribuyeron cuando se expidió. Que tiene que ver con otro 

sindrome caracteristico de nuestro entusiasmo legislativo; la ilusión de la reforma 

legal, más expedita, sencilla, barata y espectacular que la reforma de fondo, aunque 

sea ésta y no aquella la que se necesita y se aguarda: ayer, hoy y seguramente 

mañana. 

Lo cual se refleja perfectamente en ésta ley, en la que figuran no pocos 

motivos de ansiedad: 

1) Tipo penal desmesurado, que hace retroceder el reloj de la historia penal; 
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2) Averiguación previa compartida entre el ministerio Público y la Secretaria 

de Hacienda, en conflicto con el articulo 21 Constitucional; 

3) Extrai'\a reserva sobre la Identidad de los acusadores; 

4) Inversión de la carga de la prueba, a partir de una lnconfesada 

"presunción de culpabilidad"; 

5) Negociación penal que arruina el principio de legalidad y la moralidad en 

las actuaciones del Estado; 

6) Rara potestad de atracción sin reglamento que la legitime y con la 

pavorosa virtud de que la existencia del delito esté condicionada al 

ejercicio de la atracción; 

7) Oferta de recompensa por la captura del criminal, a la usanza, medieval, o 

bien, en este hemisferio, a la del lejano oeste, que también conoció el 

México de nuestros malos recuerdos; 

8) Sistema de delaciones, con aire antiguo y tecnologla moderna; 

9) Arraigo 'domiciliarlo" que encubre una privación de libertad en domicilio de 

conveniencia; 

1 O) Alteración completa de reglas ordinarias de la ejecución penal, y asl 

sucesivamente. 

Sobre semejante panorama se han producido algunos juicios terminantes. Asl, 

creo útil reproducir los conceptos emitidos por la Doctora Oiga Islas de González 

Mariscal al respecto'Las citadas reformas, en su conjunto(se refiere a múltiples 

cambios en el Derecho Penal y Procesa Penal)evidenclan la situación peligrosa en 
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que nos encontramos. Se advierte la tendencia a limitar garantías constitucionales, 

porque constituyen un estorbo para el nuevo sistema de justicia Penal que pretende 

lmplantarse'12
• 

En razón de lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, como resultado 

del análisis realizado en el cuerpo de este trabajo, considero, desde mi punto de 

vista, que existen elementos suficientes y bastantes, para proponer la 

DEROGACION de la multicitada Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 

Porque finalmente, no se puede optar por un orden penal especial, foráneo. 

que se recibe acriticamente; es decir, sin analizar críticamente aquellas normas, sin 

examinar las condiciones en los paises que rigen, sin apreciar las ventajas y 

desventajas, posibilidades y limitaciones en el pals al que se destinan, en el caso 

concreto: México. 

En todo caso, si de lo que trata, en el fondo, es la de facilitar la persecución y 

agravar la sanción de ciertos delitos cometidos por organizaciones formales o 

informales, lo que propongo, es establecer la formula sencilla del Maestro Sergio 

García Ramfrez, referente al tipo de Delincuencia Organizada a propósito de los 

delitos graves, plasmada en el artículo 147 del Código de Procedimientos Penales, 

del Estado de Morelos, que a la letra dlce:'Se entiende que hay delincuencia 

Organizada para la comisión de delitos graves, cuando incurran en esté género de 

illcitos tres o más personas asociadas permanentemente con esa finalidad 

dellctuosa'. 

Para completar la idea, sólo fallarla definir a los delitos graves, y así evitar, un 

catalogo de delitos, y por consiguiente polémicas sobre los mismos, para lo cual 

Invocamos el verdadero criterio para la estimación de la gravedad de los delitos: La 

punlbilidad dispuesta por el legislador; y recurrimos nuevamente a lo consignado en 

el Código de Procedimientos Penales del Estado de Morelos obra del Maestro García 

Ramírez, que en el artrculo145 dice: Son delitos graves para los efectos del Código 

12 Cit. por. Sergio Garcia Ramirez. Ciminalia Academia Mexicana de Ciencias Penales. Ed. Ponua. México, 
1998, p:ig. 92 
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de Procedimientos Penales:" a) Los perseguibles de oficio y sancionados con más de 

diez años de prisión, en el término medio de la punibilidad correspondiente, asl como 

los cometidos con alguna calificativa prevista por la ley; b) Los cometidos por 

reincidentes, perseguibles de oficio y sancionados con más de cinco años de prisión, 

en el término medio de la punibilidad respectiva, asl como los realizados con alguna 

calificativa prevista por la ley". 

Finalmente, debe reflejarse lo anterior en el Código Penal y Procesal Penal 

para el Distrito federal, y el Código Penal y Procesal Penal Federal. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- La Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, es 

cuestionable como sistema jurldlco y es flagrantemente inconstitucional. 

SEGUNDA.- No es una ley especial, es una ley que consllgra un Derecho 

Penal de excepción, Incluyente de normativldad orgánica, sustantiva, adjetiva y 

ejecutiva, que, por lo mismo, excluye los ordenamientos penales existentes. 

TERCERA.- Esta ley y las reformas constitucionales, que pretendieron darle 

sustento, sugieren, una tendencia a implantar un Derecho Penal autoritario, 

oscuro, reductor de garantlas, que eleva irracionalmente las punibilidades y para 

colmo erróneo. 

CUARTA.- La adopción de la Ley Federa contra la Delincuencia Organizada, 

pugna con el Derecho Penal Democrático, en el cual se sustenta nuestro orden 

jurldlco, el cual se caracteriza, por el principio penal de Intervención mínima y un 

sistema de garantlas y derechos. 

QUINTA.- Llenar a un país de leyes, no equivale a convertirlo en un Estado 

de Derecho, por ello, lo más saludable hubiera sido, en lugar de crear un Derecho 

Penal de excepción en un nuevo ordenamiento, hacer una adecuada, consistente 

y legitima reforma a las leyes ya existentes. 

SEXTA.- Es preciso luchar enérgicamente contra la delincuencia y afectar 

de veras sus recursos materiales, pero habria que hacerlo dentro del marco del 

Estado de derecho. 

SÉPTIMA.- Un sistema de garantlas y una firme exigencia de justicia y 

eficacia al aplicar el cuerpo sustantivo y normativo existente, es suficiente para 

alcanzar los objetivos que la sociedad reclama en torno a la delincuencia 
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organizada. 
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